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LA  BIBLIOTECA  DEL  PODER  JUDICIAL 


El  libro  es  el  mejor  compañero  del  hom¬ 
bre,  dijo  un  escritor,  y  según  una  expresión 
corriente,  la  lectura  es  el  alimento  del  espí¬ 
ritu.  Esta  expresión  basta  para  sintetizar 
la  elevada  importancia  y  la  enorme  misión 
social  de  esos  tesoros  de  la  intelectualidad 
que  se  llaman  bibUotecas,  conocidas  desde 
la  aurora  de  los  tiempos,  desde  esa  “juven¬ 
tud  del  mundo”,  como  llamara  Homero  al 
primer  ciclo  de  la  evolución  dé  la  humanidad. 

Las  bibliotecas  han  existido  desde  que 
alboreó  en  el  lejano  Oriente,  el  primer  des¬ 
tello  de  civilización.  El  pueblo  judío  se  sen¬ 
tía  orgulloso  de  la  Biblioteca  del  Templo  de 
Jerusalén,  la  que  fué  arreglada  por  las  ma¬ 
nos  expertas  de  los  profetas  Esdras  y  Ne- 
hemias.  En  el  Egipto  fué  notable  la  de  Te- 
bas,  y  la  de  Alejandría,  fundada  por  Tho- 
lomeo  Soter,  compuesta  de  setecientos  mil 
volúmenes,  destruida  a  la  hora  del  héroe 
del  Rubicón  y  trasladada  después  al  Sera- 
pium,  siendo  más  tarde  arrasada  por  los 
sarracenos  de  Osmar,  sirviendo  aquel  inmen¬ 
so  número  de  volúmenes  para  calentar  los 
baños  del  opulento  rey  mahometano.  La 
Biblioteca  de  Pérgamo  contaba  doscientos 
mil  volúmenes,  y  en  la  antigua  Babilonia  se 
distinguió  la  de  Susa.  En  la  Grecia  de  las 
eternas  remembranzas,  Pisistrato — el  tira¬ 
no — fundó  la  primera  biblioteca.  En  la  au¬ 
gusta  Roma,  existieron  la  que  fundara  Asis- 
tonio  Folión  en  el  monte  Aventino,  la  de 


Augusto  en  el  monte  Palatino,  la  Biblioteca 
Octaviana  en  el  pórtico  de  Octavio,  la  de 
Vespesiano  en  el  templo  de  la  Paz,  y  la  de 
Trajano  en  el  Forum,  todas  destruidas  por 
los  bárbaros  de  los  bosques  del  Norte.  En 
los  tiempos  medioevales  fueron  de  gran  sig¬ 
nificación  entre  la  cristiandad,  las  de  Ce¬ 
saría,  Hippona  y  Antioquía,  y  en  la  época 
presei^e,  todos  los  países,  no  sólo  enrique¬ 
cen  sus  bibliotecas  existentes,  sino  que  afa¬ 
nosamente  las  multiplican.  Tan  grande  es 
el  movimiento  bibliográfico  actual,  que  al 
presente  siglo,  se  ha  dado  en  llamarle,  con 
sobrada  razón,  el  Siglo  del  Libro. 

El  pueblo  Maya  no  desconoció  la  impor¬ 
tancia  de  las  bibliotecas ;  tuvo  centros  cul¬ 
turales  formados  de  aquellos  códices  que, 
escritos  en  tela  y  con  dibujos  pictóricos, 
fueron  las  biblias  de  sus  conocimientos  cien¬ 
tíficos,  Diego  de  Landa,  en  Yucatán,  reveló 
al  mundo  el  descubrimiento  de  aquellos  tres 
códices  admirables  de  la  raza  maya,  que  se 
exhiben  en  París,  en  Dresde  y  en  Madrid. 

Al  formarse  la  República  de  Guatemala 
y  organizarse  bajo  las  bases  del  Acta  Cons¬ 
titutiva,  desapareció  la  Corte  de  Justicia 
Federal  y  entonces  la  Corte  Superior  de 
Justicia  del  extinguido  Estado  de  Guatema¬ 
la,  en  la  Federación  de  Centro  América,  se 
elevó  a  la  categoría  de  Tribunal  Supremo. 
Presidiendo  este  Tribunal  el  üustre  juris¬ 
consulto  don  Manuel  Joaquín  Dardón,  se 
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instituyó  la  Academia  de  Oratoria,  anexa  a  la 
Corte,  a  fin  de  que  los  pasantes  de  Derecho, 
recibiesen  lecciones  en  el  arte  que  hizo 
inmortal  a  Demóstenes,  y  célebres  en  tiem¬ 
pos  posteriores,  a  nuestro  gran  Montúfar  y 
a  Belisario  Roldan  en  el  Sur.  Dicha  Aca¬ 
demia  se  puso  bajo  la  dirección  del  sabio, 
erudito  y  orador  académico,  Licenciado  An¬ 
tonio  Ortiz  Urruela,  cuyas  lecciones  de  orato¬ 
ria  forense  serán  siempre  motivo  de  orgullo 
en  nuestros  centros  docentes,  y  él  fué  quien 
insinuó  la  idea  de  la  formación  de  una  Bi¬ 
blioteca  del  Poder  Judicial,  en  donde  los 
Abogados  y  estudiantes  de  Derecho  encon¬ 
traran  fuentes  de  instrucción  y  enriqueci¬ 
miento.  Poco  tiempo  después  aquella  idea 
cristalizó,  y  con  el  donativo  de  distinguidos 
jurisconsultos,  nació  la  Biblioteca  del  Poder 
Judicial,  única  que  sepamos  en  Centro  Amé¬ 
rica.  En  los  dias  gloriosos  del  71,  días  de 
expansión  para  el  espíritu,  la  Biblioteca 
aumentó  sus  anaqueles ;  durante  la  adminis¬ 
tración  del  Presidente  Reina  Barrios,  que 
tanto  se  preocupara  por  la  marcha  evolutiva 
del  país,  recibió  de  nuevo  la  Biblioteca  un 
vigoroso  empuje;  pero  después  cayó  en  un 


completo  olvidó,  del  que  salió  en  1921,  con  la 
llegada  del  Licenciado  don  José  A.  Medrano 
a  la  Presidencia  del  Poder  Judicial.  El  Licen¬ 
ciado  Medrano  puso  todo  empeño  en  remo¬ 
zar  la  Biblioteca  y  al  efecto,  se  hicieron  pe¬ 
didos  de  libros  a  las  principales  librerías  o 
casas  editoras  de  Europa  y  de  América.  Esa 
labor  fué  continuada  con  no  menos  entu¬ 
siasmo  por  su  sucesor. en  la  Presidencia,  el 
señor  Licenciado  don  Rodolfo  E.  Sandoval. 
Vuelto  nuevamente  a  tan  alto  Cuerpo  el  se¬ 
ñor  Licenciado  Medrano,  su  inicial  impulso 
dado  a  la  Biblioteca  en  su  primer  período, 
lo  ha  continuado  en  él  presente  con  más 
atención  e  interés. 

Sin  temor  de  faltar  a  la  verdad,  declara¬ 
mos  que  en  la  Biblioteca  de  referencia,  se  en¬ 
cuentran  las  obras  más  recientes  y  notables 
de  la  rama  civil,  penal,  mercantil,  adminis¬ 
trativa,  contitucional,  procesal,  etc.,  etc.,  pu¬ 
blicadas  tanto  en  Europa  como  en  Améri¬ 
ca.  Pero  la  Biblioteca  no  sólo  es  jurídica. 
Cientos  de  volúmenes  sobre  problemas  so¬ 
ciales,  económicos  y  políticos,  están  en  ella 
a  sus  órdenes,  estimable  lector,  en  las  horas 
de  la  tarde  y  en  las  primeras  de  la  noche. 
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SECCION  JUDICIAL 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

JUICIO:  Demanda  de  propiedad,  entablada  por  María 
Carlota,  Anita  y  María  Lnisa  Melgar  y  Mercedes  Acei¬ 
tuno  de  Melgar,  contra  don  Manuel  María  Ramírez. 

DOCTRINA:  El  recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  se  limita  a  decidid  si  se  incurrió  en  la  de  las 
leyes  que  se  citaron  como  violadas  al  interponer 
el  recurso. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
catorce  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta. 
— Vista,  por  recurso  de  casación,  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  fecha 
siete  de  diciembre  del  año  próximo  pasado, 
en  que  la  Sala  2»  de  Apelaciones  absuelve 
a  don  Manuel  Maria  Ramírez  de  la  demanda 
de  propiedad  que  le  entablaron  Maria  Car¬ 
lota,  Anita  y  Maria  Luisa  Melgar  y  Merce¬ 
des  Aceituno  de  Melgar;  revocando  en  ese 
sentido  la  que  profirió  el  Juez  2»de  D  Ins¬ 
tancia  de  este  departamento,  que  declaraba ; 
1' — Que  las  referidas  Melgar  y  doña  Mer¬ 
cedes  Aceituno  de  Melgar,  como  herederas 
de  don  Manuel  Melgar,  son  copropietarias 
proindiviso  con  don  Manuel  Maria  Ramírez, 
de  la  finca  “Agua  de  la  Mina”,  sita  en  juris¬ 
dicción  de  Amatitlán;  absuelve  al  demanda¬ 
do  respecto  a  los  derechos  que,  como  here¬ 
dera  de  su  hijo  Ricardo,  pretende  la  men¬ 
cionada  señora  Aceituno;  y,  2" — Que  por  no 
haberse  interpuesto  en  forma  la  excepción 
de  prescripción,  no  corresponde  resolver 
acerca  de  ella ;  y,  3'’ — Que  las  costas  son  a 
cargo  de  ambas  partes. 

RESULTANDO:  que  con  fecha  seis  de 
marzo  del  año  próximo  pasado,  se  presenta¬ 
ron  al  Juzgado  2''  de  Instancia  de  este 
departamento,  las  señoritas  María  Carlota, 
Anita  y  María  Luisa  Melgar,  manifestando: 
que  según  constaba  en  la  certificación  que 
acompañaban,  marcada  con  la  letra  A,  ese 
mismo  Juzgado  las  había  declarado  herede¬ 
ras  ab  intestato  de  su  padre,  don  Manuel 
Melgar;  pero  que  su  hermana  Virginia  Mel¬ 
gar  de  Hernández,  de  manera  clandestina, 
se  hizo  declarar  como  única  heredera  de  su 
padre,  lo  que  hizo  sin  perjuicio  de  tercero, 
de  igual  o  mejor  derecho,  como  podía  verse 
en  la  certificación  que  también  adjuntaba, 
marcada  con  la  letra  B,  y  que  con  ese  título 


limitativo  de  dominio,  logró  registrar  a  su 
nombre,  bajo  el  número  2957,  folio  17  del 
libro  51,  de  Amatitlán,  la  finca  "Agua  de  la 
Mina”,  perteneciente  a  la  sucesión  de  su  pa¬ 
dre  ;  que  dicha  finca  fué  vendida  por  la  men¬ 
cionada  señora  Melgar  de  Hernández  a  don 
Manuel  María  Ramírez,  a  cuyo  favor  estaba 
inscrita  en  el  Registro,  todo  lo  cual  podía 
verse  en  la  certificación  marcada  con  la  letra 
C,  que  iba  agregada  a  la  demanda :  que  el 
traspaso  que  de  la  propiedad  se  hizo  al  se¬ 
ñor  Ramírez,  lleva  la  misma  limitación  con 
que  la  adquirió  la  vendedora,  es  decir,  “sin 
perjuicio  de  tercero”,  la  cual  consta  en  el 
Registro ;  y  que  como  las  presentadas  fueron 
también  ya  declaradas  herederas  del  causan¬ 
te,  don  Manuel  Melgar,  sus  derechos  como 
copropietarias  de  la  mencionada  finca,  han 
quedado  a  salvo  y  que  con  ese  fundamento, 
demandaban  al  actual  dueño  de  la  propie¬ 
dad,  el  derecho  que  les  asiste  como  co¬ 
propietarias  de  la  finca  mencionada,  pues 
el  comprador,  señor  Ramírez,  la  adquirió  a 
sabiendas  de  que  era  sin  perjuicio  del  dere¬ 
cho  que  ellas  tienen  como  coherederas  de  la 
vendedora;  y  que  como  su  acción  estaba  jus- 
tificad%  se  resolviera  como  punto  de  dere¬ 
cho,  mandándose  hacer  en  el  Registro  las 
inscripciones  correspondientes  y  que  se 
anotara  la  demanda. 

RESULTANDO:  que  corrido  traslado  en 
vía  ordinaria  al  señor  Ramírez,  negó  la  de¬ 
manda,  alegando  que  la  acción  estaba  pres¬ 
crita,  por  haber  transcurrido  más  de  quince 
años  sin  ejercitarla,  pero  que  no  era  a  él 
al  que  correspondía  oponer  esa  excepción, 
sino  a  su  vendedora,  doña  Virginia  Melgar 
de  Hernández,  a  quien  pedía  se  citara  de 
evicción  y  saneamiento. 

RESULTANDO  :  que  citada  en  la  forma 
que  corresponde  la  señora  Melgar  de  Her¬ 
nández,  opuso  la  excepción  de  incompeten¬ 
cia,  la  que,  previos  los  trámites  de  ley,  fué 
declarada  sin  lugar. 

RESULTANDO:  que  con  fecha  treinta  de 
julio  del  mismo  año,  se  presentó  el  Licen¬ 
ciado  don  Leopoldo  Sandoval,  manifestando  : 
que  como  representante  de  doña  Mercedes 
Aceituno  de  Melgar,  ocurría  interponiendo 
tercería  coadyuvante  en  la  demanda  que 
sus  hijas  habían  entablado  contra  don  Ma- 
npel  María  Ramírez,  sobre  propiedad  de  la 
finca  "Agua  de  la  Mina",  de  la  cual  le  co- 
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rrespondía  la  mitad,  por  gananciales,  pues 
habia  sido  adquirida  durante  el  matrimonio, 
con  el  producto  del  trabajo  de  ella  y  de  su 
esposo,  y,  adeniás,  por  las  partes  que  co¬ 
rrespondían  a  su  hija  María  Luisa  Melgar, 
de  quien  era  cesionaria,  y  a  su  hijo  Ricardo 
Melgar,  de  quien  habia  sido  declarada  here¬ 
dera.  Acompañó  a  su  solicitud  los  docu¬ 
mentos  siguientes;  certificación  del  auto  en 
que  se  declara  a  María  Luis  Melgar,  here¬ 
dera  de  su  padre,  don  Manuel  Melgar,  y 
a  doña  Mercedes  Aceituno  de  Melgar,  de 
su  hijo  Ricardo  de  igual  apellido;  testimo¬ 
nio  de  la  escritura  pública  autorizada  por 
el  Notario  don  Salvador  Villanueva  G.,  en 
que  consta  que  la  señorita  María  Luisa  Mel¬ 
gar  cedió  sus  derechos  hereditarios  a  su 
madre,  doña  Mercedes  Aceituno  de  Mel- 
gar;  y  testimonio  de  los  poderes  que  dicha 
señora  y  doña  Anita  Melgar  de  Martínez  y 
doña  Carlota  Melgar  de  Segura,  confirieron 
al  Licenciado  don  Leopoldo  Sandoval,  El 
Juez,  con  vista  de  los  poderes  acompañados, 
tuvo  al  Licenciado  Sandoval  como  persone- 
ro  de  las  señoras  últimamente  mencionadas, 
y  como  interpuesta  la  tercería  coadyuvante. 

RESULTANDO :  que  el  Licenciado  San- 
doyal  presentó  un  alegato  que  tenía  como 
objeto  principal,  demostrar  que  no  se  ha¬ 
bía  consumado  la  prescripción,  y  acompañó 
el  inventario  de  los  bienes  que  a  su  falleci¬ 
miento  dejó  don  Manuel  Melgar,  entre  los 
cuales  se  encuentra  la  finca  "Agua  de  la 
Mina”,  y  además,  una  certificacidii  expe¬ 
dida  por  el  Secretario  del  Juzgado  departa¬ 
mental  de  Amatítlan,  en  que  consta :  que  con 
fecha  doce  de  septiembre  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiséis,  doña  Mercedes  Aceituno  de 
Melgar  y  doña  Carlota  Melgar  de  Segura, 
entablaron  una  demanda  ordinaria  contra 
doña  Virginia  Melgar  de  Hernández  y  don 
Manuel  María  Ramírez,  sobre  nulidad  de  la 
venta  de  la  finca  "Agua  de  la  Mina”,  y  de 
su  inscripción  en  el  Registro,  por  haberse 
verificado  aquélla  sin  la  concurrencia  de  los 
demás  herederos. 

RESULTANDO ;  que  estimando  el  Juez 
la  cuestión  como  punto  puramente  de  dere¬ 
cho,  dictó  la  sentencia  condenatoria  de  que 
se  hizo  referencia,  y  contra  la  cual  interpu¬ 
sieron  ambas  partes  el  recurso  de  apelación. 

RESULTANDO  :  que  durante  la  tramita¬ 
ción  de  la  2*  Instancia,  las  partes  pidieron 
se  señalara  día  para  la  vista,  en  el  que  pre¬ 
sentarían  sus  alegatos,  y  al  hacerlo,  don 
Manuel  Cifuentes  Rodríguez,  como  repre¬ 
sentante  de  don  Manuel  María  Ramírez, 
cuyo  poder  acompañó,  opuso  la  excepción  de 
prescripción,  fundándose  en  que  desde  la 
fecha  en  que  murió  don  Manuel  Melgar, 
causante  de  la  herencia,  a  la  en  que  se  enta¬ 


bló  la  demanda,  habia  transcurrido  mucho 
más  del  término  que  la  ley  fija  para  que  se 
tuviera  por  consumada,  contándolo  desde  que 
las  actoras  llegaron  a  la  mayoría  de  edad. 
Acompañó  a  su  alegato  el  atestado  que 
acredita  que  don  Manuel  Melgar  falleció  el 
veinticuatro  de  mayo  de  mil  ochocientos  no¬ 
venta  y  ocho ;  y  las  partidas  de  nacimiento 
de  María  Luisa  Jorgina  Melgar,  María  Car¬ 
lota  Melgar  y  Anita  Melgar,  en  las  que  cons¬ 
ta  :  que  la  primera  nació  el  veintiséis  de  fe¬ 
brero  de  ^  mil  ochocientos  noventa  y  uno, 
teniendo  en  la  fecha  en  que  se  presentó  el 
memorial,  treinta  y  ocho  años ;  la  segunda 
nació  el  veintiocho  de  noviembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  Uos,  teniendo  en  igual 
fecha,  treinta  y  siete  años ;  y  la  última,  el 
veinticuatro  de  julio  de  mü  ochocientos  no¬ 
venta  y  seis,  teniendo,  en  consecuencia,  en 
la  fecha  ya  indicada,  treinta  y  tres  años  cua¬ 
tro  meses  de  edad. 

RESULTANDO ;  que  el  Licenciado  don 
Leopoldo  Sandoval  presentó  también,  junto 
con  su  alegato,  la  partida  de  matrimonio 
don  Manuel  Melgar  y  doña  Mercedes  Acei¬ 
tuno,  acto  que  tuvo  lugar  ante  el  Jefe  Po¬ 
lítico  de  Amatüán,  el  veintisiete  de  mayo  de 
mü  ochocientos  noventa. 

RESULTANDO :  que  después  de  verifi¬ 
cada  la  vista,  dictó  la  Sala  la  sentencia  en 
que  declara  prescrita  la  acción,  y  contra  la 
cual  introdujo  el  Licenciado  Sandoval  el  pre¬ 
sente  recurso,  citado  como  violados  los  ar¬ 
tículos  675,  677,  683,  684,  2101  y  2108,  del 
Código  Civil  y  1352  del  de  Procedimientos 
Civiles. 

CONSIDERANDO:  que  Anita  Melgar,  la 
menor  de  las  demantantes,  cumplió  los  vein¬ 
tiún  años  de  edad  el  veinticuatro  de  julio  de 
mü  novecientos  diez  y  siete,  desde  cuya 
fecha,  al  doce  de  septiembre  de  mü  nove¬ 
cientos  veintiséis,  en  que  se  entabló  la  de¬ 
manda  ante  el  Juez  Departamental  de  Ama- 
titlán,  habían  transcurrido  más  de  nueve 
años,  y  como  la  ley  determina  que  la  pres¬ 
cripción,  entre  presentes,  se  consuma  por  el 
lapso  de  cinco  años,  dicha  acción  estaba  ya 
prescrita  cuando  se  entabló  la  demanda,  y 
no  pudiendo,  por  lo  mismo,  interrumpir  un 
término  que  ya  había  transcurrido,  sí  era 
procedente  apreciar  la  prescripción  invocada 
por  el  demandado  durante  le  secuela  del 
presente  juicio;  y  por  esas  razones,  al  esti¬ 
marlo  así  el  Tribunal  sentenciador,  no  vio¬ 
ló  los  artículos  675,  677,  683  y  684  del  Có¬ 
digo  Civil. 

CONSIDERANDO  ;  que  de  las  inscripcio¬ 
nes  hechas  en  el  Registro,  no  aparece  nuli¬ 
dad  alguna,  ni  tampoco  restricciones  al  de¬ 
recho  que  como  propietaria  tenía  doña  Vir- 
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ginia  Melgar  de  Hernández,  para  enajenar 
a  don  Manuel  María  Ramírez  la  finca 
“Agua  de  la  Mina",  pues  en  la  primera  ins¬ 
cripción  de  dominio  consta,  que  la  expresada 
finca  se  formó  de  varios  lotes  que  eran  de 
la  propiedad  de  dicha  señora  y  de  los  excesos 
que  denunció  y  se  le  mandaron  adjudicar 
por  el  Poder  Ejecutivo ;  y  en  la  3’,  que  el 
inmueble  volvió  a  ser  propiedad  de  la  se¬ 
ñora  Melgar  de  Hernández,  por  haberse  res¬ 
cindido  el  contrato  de  compraventa  que  ha¬ 
bía  celebrado  con  don  Vicente  Mirón  y  su 
esposa,  doña  Beatriz  Suárez;  y  ccftno  las  re¬ 
lacionadas  inscripciones  se  hicieron  de  con¬ 
formidad  con  la  ley,  y  en  ellas  no  aparece 
nada  que  pudiera  afectar  al  comprador  se¬ 
ñor  Ramírez,  no  fueron  violados  los  artículos 
2101  y  2108  del  Código  Civil  y  1352  del  de 
Procedimientos  CivUes. 

CONSIDERANDO:  que  el  artículo  194 
del  Decreto  Número  272,  que  sirve  de  fun¬ 
damento  al  alegato  presentado  por  el  actor, 
y  que  se  refiere  a  que  la  acción  contra  el 
coheredero,  para  pedir  la  partición  de  la  he¬ 
rencia,  prescribe  a  los  diez  años,  no  corres¬ 
ponde  analizarlo,  por  no  haberse  citado  co¬ 
mo  infringido  en  el  escrito  de  introducción 
del  recurso. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  fundamento  en  lo  qu%  disponen 
los  artículos  1887  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles  y  330  del  Decreto  Número 
273,  desestima  el  recurso  interpuesto,  manda 
ingresar  a  la  Receptoría  de  Fondos  de  Jus¬ 
ticia  la  cantidad  depositada,  y  condena  a  la 
parte  que  lo  introdujo  al  pago  de  las  costas 
que  con  tal  motivo  se  hubieren  originado. — 
Notifíquese  y  con  certificación,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. — 
José  A.  Medrana. — Qiiirino  Flores  y  Flores. 
— José  Serrano  Muñoz. — Abel  Paredes. — J. 
F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


CIVIL 

JUICIO:  Ordinario  doble,  sobre  rescisién  de  un  con¬ 
trato  entablado  por  don  Juan  José  Meza  contra  don 
Felipe  Zamora. 

DOCTRINA:  Se  incurre  en  quebrantamiento  susbtancial 
del  procedimiento,  si  no  se  emplaza,  en  tiempo  y 
forma,  a  los  que  deben  ser  citados  al  juicio. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
veintitrés  de  junio  de  mil  novecientos  trein¬ 
ta. — Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes,  la  sentencia 
que  dictó  la  Sala  l'*  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 


nes,  con  fecha  treinta  y  uno  de  octubre  de 
mil  novecientos  veintinueve,  en  el  juicio 
ordinario  doble,  seguido  entre  don  Juan  José 
Meza  y  el  señor  Felipe  Zamora  y  en  la  que 
confirma  el  fallo  pronunciado  por  el  Juez 
1’  de  1^*  Instancia  del  departamento  de  Gua¬ 
temala,  que  declara:  1" — Que  el  depósito 
constituido  de  orden  del  Juez  a  quo,  en  el 
juicio  ejecutivo  seguido  por  don  Felipe  Za¬ 
mora,  contra  los  señores  Herrera,  está  vi¬ 
gente;  2'> — Que  como  consecuencia,  el  Li¬ 
cenciado  don  Felipe  Luna  E.,  es  responsable 
de  los  bienes  en  él  depositados,  de  confor¬ 
midad  con  el  acta  que  obra  en  el  juicio  alu¬ 
dido ;  3*’ — Que  absuelve  a  don  Felipe  Zamo¬ 
ra  de  la  demanda  que  le  promovió  don  Juan 
José  Meza;  4’’ — Que  asimismo,  absuelve  a 
don  Juan  José  Meza  de  la  reconvención  en¬ 
tablada  por  el  señor  Zamora;  y,  5'’ — Que  las 
costas  del  juicio  son  a  cargo  de  ambas  partes. 

RESULTANDO:  que  con  fecha  cuatro  de 
febrero  de  mil  novecientos  veintinueve,  se 
presentó  ante  el  Juez  I'  de  1»  Instancia  de 
Guatemala,  don  Juan  José  Meza,  manifes¬ 
tando  lo  que  sigue :  que  en  el  Despacho  del 
funcionario  que  acaba  de  mencionarse,  don 
Fehpe  Zamora  siguió  una  ejecución  contra 
los  herederos  de  don  Francisco  Herrera,  has¬ 
ta  lograr  que  se  aprobara  el  remate  de  los 
bienes  embargados,  que  se  encuentran  en 
poder  del  Licenciado  don  Felipe  Luna,  como 
depositario  judicial:  que  así  las  cosas,  habia 
comprado  al  señor  Zamora  sus  derechos  de 
acreedor  y  rematarlo  de  los  bienes  embar¬ 
gados  por  valor  de  tres  mil  dólares,  según 
constaba  en  la  escritura  pública  que  auto¬ 
rizó  el  Notario  don  Leopoldo  Sandoval;  que 
a  virtud  de  habérsele  tenido  como  cesionario 
del  señor  Zamora,  pidió  que  se  le  entregaran 
los  bienes  rematados,  lo  cual  no  pudo  con¬ 
seguir,  pues  el  depositario  Licenciado  Luna 
se  negó  a  ello ;  que  su  cedente  para  exonerar 
al  depositario  de  las  responsabilidades  con¬ 
siguientes,  se  puso  de  acuerdo  con  él,  y  por 
esa  causa  aseguró  que  todos  esos  bienes  ya 
los  había  recibido,  según  constaba  en  las 
posiciones  absueltas  por  Zamora;  y  que  fun¬ 
dado  en  las  razones  expuestas,  demandaba 
de  don  Felipe  Zamora  la  rescisión  de  la  ce¬ 
sión  de  los  derechos  que  le  había  hecho,  y 
la  devolución  de  los  tres  mil  dólares  que  dió 
por  ellos,  los  intereses  respectivos,  las  cos¬ 
tas,  daños  y  perjuicios,  y  que  se  declarase 
fraudulendo  el  contrato,  porque  Zamora  le 
había  vendido  lo  que  ya  no  tenía. 

RESULTANDO  :  que  don  Felipe  Zamora, 
evacuando  el  traslado  en  vía  ordinaria  que 
le  fué  conferido,  negó  la  demanda,  opuso  la 
excepción  de  prescripción  y  reconvino  al  se¬ 
ñor  Meza,  solicitando  que  en  su  oportuni¬ 
dad  se  hicieran  las  declaraciones  que  siguen: 
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I’ — Que  la  cesión  de  derechos  que  hizo  a 
don  Rafael  Rodríguez  Padilla  (de  quien  es 
cesionario  don  Juan  Meza),  ante  el  Notario 
don  Leopoldo  Sandoval,  con  fecha  dos  de 
mayo  de  mil  novecientos  veintisiete,  se  refe¬ 
ria  a  los  muebles  que,  habiéndoles  sido  re¬ 
matados  a  los  señores  Herrera  y  que  se  en¬ 
cuentran  en  poder  del  depositario  Licencia¬ 
do  don  Felipe  Luna  E.,  no  hablan  sido  reco¬ 
gidos  por  el  demandado,  ni  por  don  Juan 
José  Meza  ni  por  el  Licenciado  Trabanino; 
2'' — Que  el  depósito  judicial  de  esos  mue¬ 
bles  constituido  en  el  Licenciado  don  Felipe 
Luna  E.,  en  virtud  de  la  ejecución  ya  men¬ 
cionada,  estaba  vigente  legalmente;  3’ — Que 
el  depositario  judicial  nombrado  era  el  único 
responsable  de  los  muebles  que  le  hablan 
sido  confiados  para  su  custodia  y  guarda; 
4’^ — Que  como  consecuencia  de  lo  anterior, 
el  contrato  contenido  en  la  escritura  pública 
de  fecha  dos  de  mayo  de  mü  novecientos 
veintisiete,  autorizada  por  el  Notario  don 
Leopoldo  Sandoval,  no  era  fraudulento,  co¬ 
mo  lo  pretendía  don  Juan  Meza;  5’ — Que  el 
mencionado  señor  Meza  era  el  responsable 
de  los  daños  y  perjuicios  que  le  causaba 
con  sus  demandas,  los  cuales  estimaba  en 
la  cantidad  de  ocho  mU  pesos  oro  americano ; 
6'’ — Que  se  condenara  a  don  Juan  Meza  al 
pago  de  las  costas  y  gastos  consiguientes ; 
y,  T> — Que  se  declarase  la  improcedencia  de 
la  acción  redhibitoria  entablada. 

RESULTANDO  :  que  don  Juan  José  Meza 
negó  la  reconvención  del  señor  Fehpe  Za¬ 
mora,  y  llamados  “autos”,  fué  abierto  el  jui¬ 
cio  a  prueba  por  cuarenta  dias,  durante  los 
cuales  el  primero  de  los  mencionados  seño¬ 
res  rindió  las  que  siguen:  a)  una  certifica¬ 
ción  expedida  por  el  Secretario  de  la  Sala 
3»  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha 
treinta  de  enero  de  mil  novecientos  veinti¬ 
nueve,  en  la  cual  consta:  que  dicho  Tribu¬ 
nal,  el  veintiuno  de  diciembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiocho,  confirmó  el  auto  dictado 
por  el  Tribunal  Militar  de  Guatemala,  en  la 
causa  que  por  estafa  inició  don  Juan  Meza 
contra  don  Felipe  Zamora,  y  en  el  cual,  es¬ 
timando  que  existe  una  cuestión  prejudicial, 
manda  suspender  el  procedimiento  hasta  que 
en  el  juicio  declarativo  óivil  correspondien¬ 
tes  se  ventilen  las  acciones  que  motivaron 
la  querella,  fijando  para  el  efecto  un  término 
de  dos  meses;  y,  6)  el  juicio  ejecutivo  segui¬ 
do  en  el  Juzgado  1*'  de  1’  Instancia  de  Gua¬ 
temala  por  don  Felipe  Zamora  contra  don 
Juan  Francisco  Herrea,  en  cuyo  juicio  se  en¬ 
cuentran:  a)  el  acta  levantada  en  la  ciudad 
de  Guatemala,  a  ocho  de  julio  de  mil  nove¬ 
cientos  veintidós,  en  la  cual  se  hizo  cons¬ 
tar,  entre  otras  cosas,  que  se  nombraba  de¬ 
positario  de  los  bienes  embargados  al  Li¬ 


cenciado  don  Felipe  Luna  E.,  quien  declaró 
haber  recibido  todos  los  bienes  que  se  enu¬ 
meran  en  el  acto  de  que  se  trata;  b)  auto 
pronunciado  por  la  Sala  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  con  fecha  nueve  de  julio  de 
mil  novecientos  veintisiete,  por  medio  del 
cual  revoca  el  dictado  por  el  Juez  de  Ins¬ 
tancia  de  este  departamento,  fundándose 
para  eUo,  el  mencionado  Tribunal,  en  que 
no  está  concluido  en  la  forma  establecida 
por  la  ley  el  juicio  ejecutivo  seguido  por 
don  Rafael  Rodríguez  Padilla  contra  don 
Juan  Frarfcisco  Herrera,  y  en  consecuencia, 
procedía  tramitar  y  resolver  el  incidente  de 
nulidad  propuesto  por  el  primero  de  dichos 
señores ;  y,  c)  resolución  pronunciada  por  el 
Juez  que  acaba  de  mencionarse  en  la  que 
con  fecha  diez  y  nueve  de  septiembre  de 
mil  novecientos  veintisiete,  a  petición  de  don 
Rafael  Rodríguez  Padilla,  ordena  que  se  re¬ 
quiera  al  Licenciado  don  Felipe  Luna  E., 
para  que  entregue  el  depósito  que  conserva 
en  su  poder. 

RESULTANDO  :  que  también  obran  en  el 
juicio:  el  testimonio  de  la  escritura  pública 
de  cesión  de  derechos  otorgada,  por  don  Ra¬ 
fael  Rodríguez  Padilla,  a  favor  de  don  Juan 
Meza,  y  la  cual  fué  autorizada  por  el  Notario 
don  Leopoldo  Sandoval  en  esta  ciudad  (Gua¬ 
temala),  a  ocho  de  febrero  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiótho ;  una  certificación  extendida 
por  el  Secretario  del  Juzgado  1'’  de  Ins¬ 
tancia  del  departamento  de  Guatemala,  en 
la  cual  constan  algunos  de  los  pasajes  del 
juicio  ejecutivo  mencionado  anteriormente; 
una  lista  de  los  muebles  que  fueron  rema¬ 
tados  ;  otra  lista  de  los  que  recibió  don  Fe¬ 
lipe  Zamora  de  Marcela  Herrera;  una  lista 
de  los  que  recibieron  los  señores  Meza  y 
Zamora ;  otra  de  los  recibidos  por  el  Licen¬ 
ciado  Trabanino;  y  la  última  lista  de  los 
muebles  que  aún  exisfen  en  poder  del  de¬ 
positario. 

RESULTANDO :  que  vencido  el  término 
probatorio,  unidas  a  los  autos  las  pruebas 
rendidas,  y  previos  los  demás  trámites  le¬ 
gales,  se  profirió  la  sentencia  de  que  al  prin¬ 
cipio  se  hizo  relación,  la  cual,  como  ya  se 
dijo  fué  confirmada  por  la  Sala  l'^-de  la 
Corte  de  Apelaciones. 

RESULTANDO :  que  el  Licenciado  don 
Felipe  Luna  E.,  se  presentó  ante  la  Sala  que 
acaba  de  mencionarse,  manifestando,  en¬ 
tre  otras  cosas,  lo  que  sigue :  que  el  depósito 
no  está  vigente,  porque  terminó  con  la  orden 
judicial  que  para  el  efecto  emitió  el  Juez 
1’  de  1®  Instancia  de  este  departamento 
(Guatemala),  y  con  la  entrega  de  los  obje¬ 
tos  que  él  (Luna)  hizo  a  Zamora,  en  los  tér¬ 
minos  estipulados  en  el  arreglo  llevado  a  ca- 
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bo  entre  los  litigantes,  ‘‘conforme  a  las  cons¬ 
tancias  que  obran  en  el  juicio”,  que  en  todo 
el  juicio  aludido  y  a  pesar  del  interés  directo 
que  tiene  en  la  contienda,  no  fué  citado  ni 
oído,  y  aunque  en  rigor  de  ley,  no  podría 
perjudicarle  la  sentencia  proferida  en  un 
juicio  en  que  no  ha  sido  parte,  le  correspon¬ 
de  restablecer  la  verdad  y  ajustar  la  justicia 
a  las  constancias  de  autos ;  y  con  ese  pro¬ 
pósito,  iniciaba  tercería  coadyuvante  contra 
el  señor  Meza,  únicamente  en  la  parte  en 
que,  al  negar  la  reconvención  de  "don  Felipe 
Zamora,  niega  la  vigencia  del  depósito  cuya 
existencia  sostiene  dicho  señor. 

RESULTANDO  :  que  aquel  Tribunal  de¬ 
claró  sin  lugar  la  solicitud  del  Licenciado 
Luna  E.,  fundándose  para  ello  en  que  ya 
había  terminado  en  la  segunda  instancia. 

RESULTANDO :  que  el  Licenciado  don 
Felipe  Luna  E.,  se  presentó  ante  esta  Corte 
Suprema  interponiendo  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
2“  de  Apelaciones,  con  fecha  treinta  y  uno 
de  octubre  de  mil  novecientos  veintinueve, 
por  quebrantamiento  de  forma  en  virtud  de 
no  haber  sido  citado  al  juicio  en  ninguno 
de  sus  estados.  El  recurrente,  en  su  me¬ 
morial  menciona  los  artículos  que  siguen : 
135  del  Decreto  Número  273;  Ifc  inciso  4? 
98,  102,  189,  190  y  1869  incisos  y  3’, 
1871,  1872,  1873  inciso  4'',  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Civües ;  y  1947  y  1948  del  Có¬ 
digo  Civil. 

CONSIDERANDO:  que  siendo  la  recon¬ 
vención  la  petición  que  deduce  el  reo  contra 
el  actor  en  el  mismo  juicio,  al  contestar  a 
la  demanda,  ejercitando  cualquier  acción 
ordinaria  que  contra  éste  le  competa ;  es  in¬ 
dudable  que  la  solicitud  de  don  Felipe  Za¬ 
mora  carece  de  ese  carácter  en  cuanto  se 
refiere  a  pedir  que  se  declarara  por  el  Juez 
la  vigencia  del  depósito  judicial,  y  que  el 
único  responsable  de  los  muebles  que  le 
fueron  confiados  para  su  custodia  y  guarda, 
es  el  Licenciado  don  Felipe  Luna  E.;  y  por 
lo  mismo,  no  procedía  tramitar  ni  hacer 
declaratoria  alguna  sobre  este  particular,  ya 
que,  como  la  propia  Sala  lo  ha  estimado,  el 
juicio  ejecutivo  aludido  aún  no  está  termi¬ 
nado,  y  por  consiguiente,  es  en  dicha  eje¬ 
cución  donde  la  persona  interesada  debe 
gestionar  acerca  de  todo  aquello  que  se  re¬ 
lacione  con  el  juicio  ejecutivo  que  promovió 
el  señor  Zamora  contra  don  Juan  Francisco 
Herrera;  y  que  al  confirmar  la  Sala  lo  resuel¬ 
to  por  el  Juez  a  quo  sobre  los  puntos  de  que 
se  trata,  quebrantó  el  procedimiento  subs¬ 
tancialmente,  pues  declara  la  vigencia  del 
depósito  y  la  responsabilidad  consiguiente 


del  depositario  nombrado,  sin  haber  sido  ci¬ 
tado  éste  en  lo  absoluto,  alterando  así,  las 
formas  y  ritualidades  del  juicio. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  en  observancia  de  lo  estatuido  por  los 
artículos  16  inciso  4'',  1869  inciso  1’  y  1890 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
casa  y  anula  el  fallo  recurrido,  así  como 
todo  lo  actuado  desde  que  se  tramitó  la  re¬ 
convención  por  lo  que  se  refiere  a  hechos 
concernientes  al  depositario  Licenciado  Lu¬ 
na  E.,  y  manda  que  la  reconvención  se  tra¬ 
mite  únicamente  respecto  a  los  hechos  que 
tengan  relación  directa  con  el  señor  Juan  Jo¬ 
sé  Meza,  pero  no  en  cuanto  a  obligaciones 
que  no  le  son  propias  y  de  las  cuales  pudiera 
ser  responsable  un  tercero,  como  lo  es  el 
depositario  Licenciado  Luna  E.,  y  que  se  es¬ 
tán  ventilando  aún,  según  lo  reconoce  el 
mismo  Tribunal  sentenciador,  en  el  juicio 
ejecutivo  seguido  por  don  Felipe  Zamora 
contra  don  Juan  Francisco  Herrera;  y,  2", 
ordena  la  devolución  del  depósito  constitui¬ 
do  en  la  Receptoría  de  Fondos  de  Justicia. 
— Notífíquese  y  devuélvanse  los  autos  con 
certificación  de  lo  resuelto,  al  Tribunal  de 
su  origen. — José  A.  Medrana. — Quirino  Flo¬ 
res  y  Flores. — José  Serrano  Muñoz. — J.  F. 
Rodríguez.  —  Fidencio  Duque.  —  Alf.  Valle 
Calvo. 


.  CRIMINAL 

PROCESO:  Por  el  delito  de  homicidio,  contra  Abraham 
y  Federico  de  León  y  Martín  R.  Mazariegos. 

DOCTRINA:  Si  la  sentencia  recurrida  se  funda  en  pre¬ 
sunción  humana,  debidamente  apreciada  por  los  Tri¬ 
bunales,  no  procede  la  casación  por  infracción  de 
leyes  que  reglamentan  la  prueba  testimonial,  en  la 
que  no  se  ha  fundado  el  fallo  recurrido. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  junio  de  mil  novecientos  treinta. — 
Por  recurso  de  casación  y  con  sus  antece¬ 
dente,  se  trae  a  la  vista  para  resolver,  la 
sentencia  dictada  el  quince  de  febrero  del 
corriente  año,  por  la  Sala  6’  de  la  Corte  de 
Apelaciones  en  la  causa  que,  por  el  delito 
de  homicidio,  procede  contra  Abraham  y  Fe¬ 
derico  de  León  y  Martín  R.  Mazariegos,  en 
la  cual  la  Sala  niega  su  aprobación  al  faUo 
consultado  y,  resolviendo,  declara:  que 
Abraham  y  Federico  de  León  son  coautores 
responsables  del  delito  de  homicidio  per¬ 
petrado  en  la  persona  de  Guillermo  Santia¬ 
go,  por  cuyo  delito  impone  a  cada  uno  cinco 
años  seis  meses  y  veinte  días  de  prisión  co- 
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rreccional,  inconmutables,  que  con  abono  de 
la  sufrida,  extinguirán  en  la  Penitenciaría 
Central ;  además,  hace  las  declaraciones 
procedentes  relacionadas  con  la  pena,  de 
conformidad  con  la  ley. 

RESULTA:  que  el  Alcalde  1'»  Municipal 
de  San  Cristóbal  Totonicapán  inició  la  pes¬ 
quisa  en  virtud  de  parte  que  le  diera  un 
soldado,  de  orden  del  Comandante  Local,  de 
que  cerca  de  la  casa  de  don  Ramón  Peña- 
lonso  se  encontraba  muerto  don  Guillermo 
Santiago,  Se  mandó  ratificar  esa  denuncia 
y,  al  hacerlo  el  Comandante,  don  Wilfrido 
Amézquita,  expresó  :  que  en  la  tarde  del  día 
del  suceso,  vió  a  Guillermo  Santiago  en 
compañía  de  Abraham  y  Federico  de  León  y 
Martín  R.  Mazariegos,  en  la  esquina  de  la 
casa  de  don  Ramón  Peñalonso,  allí  los  dejó 
y  supone  el  deponente  que  ellos  hayan  sido 
los  autores  del  delito ;  que  el  declarante  se 
dirigió  por  la  calle  que  va  para  la  herrería 
de  Ernesto  de  León,  cuando  oyó  unos  dis¬ 
paros  muy  rápidos ;  entonces  se  regresó  a 
traer  la  escolta  y  tomando  el  camino  que 
va  para  San  Francisco  El  Alto,  encontró  en 
el  suelo  a  un  individuo,  en  quien  reconoció 
al  Comandante  Guillermo  Santiago,  que  pre¬ 
sentaba  varias  lesiones  producidas  por  arma 
de  fuego ;  por  lo  que  mandó  a  un  soldado 
a  dar  parte  al  Alcalde. 

RESULTA :  que  en  seguida  se  constituyó 
en  el  lugar  del  crimen  el  Juez  Instructor  y 
levantando  el  acta  descriptiva,  hizo  constar: 
haber  encontrado  el  cadáver  de  Guülermo 
Santiago,  boca  abajo,  las  extremidades  su¬ 
periores  recogidas,  como  a  nueve  pasos  del 
puente  Chigonón  y  presentaba  las  lesiones 
siguientes :  una  en  el  cuello  hacia  el  lado 
izquierdo,  que  lo  atravesó  totalmente,  pre¬ 
sentando  el  agujero  de  salida  en  medio  del 
ojo  y  el  oído  derecho ;  dos  sobre  el  muslo 
derecho,  a  cuatro  centímetros  de  distancia 
una  de  otra;  dos  en  la  ingle  izquierda,  todas 
producidas  por  arma  de  fuego,  caUbre  38. 
Entre  el  saco  y  la  camisa  se  le  encontró  un 
proyectil;  haciéndose  constar  que  en  el  lu¬ 
gar  del  hecho  no  se  encontraron  huellas  de 
riña. 

RESULTA :  que  Secundina  Peñalonso, 
expresó :  que  como  a  las  siete  o  siete  y  me¬ 
dia  de  la  noche  del  ocho  de  marzo,  fecha 
del  suceso,  llegó  a  su  tienda  Guillermo  San¬ 
tiago,  preguntó  por  su  esposo  y  como  no  lo 
encontró,  salió  a  reunirse  con  unas  indivi¬ 
duos  de  los  que  sólo  conoció  a  Federico  y 
Abraham  de  León  y  Martín  Santiago,  a  quie¬ 
nes  acompañaba  otro  individuo  que  vestía 
de  kakhi  color  amarillo  y  llevaba  polainas  y 
anteojos  de  color,  persona  que  no  recono¬ 
cería  aunque  se  le  presentara;  en  seguida 


Uegó  Martín  Santiago  a  comprar  unos  ci¬ 
garros,  los  que  no  le  despachó  por  la  preo¬ 
cupación  de  mandar  pedir  auxüio,  pues  ha¬ 
bía  notado  cierto  disgusto  entre  Guülermo 
Santiago  y  los  cuatro  individuos  que  deja 
indicados ;  que  en  esos  momentos  y  como  a 
distancia  de  una  cuadra,  oyó  muchos  dispa¬ 
ros,  sin  poder  precisar  el  número,  a  conse¬ 
cuencia  de  los  cuales  había  sido  victima 
GuiUermo  Santiago ;  por  referencias  de  Her¬ 
minia  Santiago,  hija  del  occiso,  supo  que 
el  individuo  vestido  de  kakhi  y  con  polainas 
era  Sixto  Uíaz. — ^Margarita  Rodas  viuda  de 
Santiago,  dijo :  que  en  la  fecha  del  suceso, 
como  a  las  siete  y  media  de  la  noche,  salió 
de  su  casa  su  esposo,  Guillermo  Santiago, 
solo,  llegó  a  casa  de  Secundina  de  Peñalon¬ 
so,  hermana  de  la  declarante,  y  en  el  mo¬ 
mento  que  salió  a  la  puerta  lo  llamaron 
Abraham  y  Federico  de  León  y  Martín  Ma¬ 
zariegos,  yéndose  junto  con  ellos  en  direc¬ 
ción  al  camino  que  va  para  San  Francisco  y 
como  a  media  cuadra  antes  de  llegar  al  Co¬ 
pante,  oyó  detonaciones  de  revólver,  en  nú¬ 
mero  de  veinte  a  veinticinco ;  que  poco  an¬ 
tes,  su  hermana  le  mandó  avisar  que  esta¬ 
ban  disgustados  los  de  León  y  Mazariegos, 
con  su  esposo,  y  habiendo  pedido  auxüio  al 
Comandante  Local,  no  le  fué  proporcionado 
en  el  acto. 

b 

RESULTA:  que  obtenida  la  captura  de 
fortín  Mazariegos  e  indagado  negó  haber 
tomado  participio  alguno  en  la  ejecución  del 
delito  de  que  se  trata,  negó  asimismo,  ha¬ 
ber  estado  en  compañía  de  Abraham  y  Fe¬ 
derico  de  León  en  esa  fecha.  El  procedi¬ 
miento  contra  Mazariegos,  único  que  enton¬ 
ces  fué  capturado,  prosiguió  su  tramitación 
conforme  a  la  ley,  hasta  dictarse  contra  él 
sentencia,  que  ha  causado  ejecutoria. 

RESULTA:  que  Bonifacio  Santiago  ex¬ 
presa  :  que  la  noche  del  suceso,  se  encontra¬ 
ba  en  su  casa  cuando  oyó  varias  detonacio¬ 
nes  de  arma  de  fuego,  en  seguida  se  le  lla¬ 
mó  para  reconocer  el  cadáver  de  don  Gui¬ 
llermo  Santiago ;  pero  nada  le  consta  acerca 
del  hecho.  En  este  sentido  declararon  Esilda 
Gutiérrez,  Santiago  Sic  y  José  Guillermo 
Chay.  Trinidad  González  expresó:  que  co¬ 
mo  a  la  siete  u  ocho  de  la  noche,  en  la 
fecha  del  suceso,  se  encontraba  solo  en  su 
casa  y  vió  que  pasaron  con  dirección  a  San 
Francisco  o  sea  al  copante  de  Chigonón, 
Abraham  de  León  del  brazo  con  Guillermo 
Santiago  y  tras  eUos,  Federico  de  León  y 
Martín  Mazariegos  Santiago ;  los  dos  pri¬ 
meros  alegaban  en  alta  voz,  lo  que  le  causó 
pena  y  salió  por  detrás  de  su  casa,  con  in¬ 
tención  de  pedir  auxüio ;  pero  cuando  iba 
por  el  puente  grande,  sobre  el  Salamá,  oyó 
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detonaciones  como  de  cohetes  chinos  y  fué 
entonces  que  encontró  a  la  patrulla  que  iba 
a  la  carrera,  regresándose  el  declarante,  y 
vio  que  muy  inmediato  a  su  casa  estaba  ti¬ 
rado  el  cuerpo  de  un  hombre ;  no  le  consta 
otra  cosa  relacionada  con  el  delito.  El  Co¬ 
mandante  Local,  Wilfrido  Amézquita,  am¬ 
pliando  lo  que  declaró  anteriormente,  ex¬ 
presa:  que  en  la  fecha  del  suceso,  como  a 
las  siete  u  ocho  de  la  noche,  por  la  calle  de 
don  Ernesto  de  León,  oyó  unos  disparos  con 
dirección  de  la  casa  de  don  Ramón  Peña- 
lonso  y  dirigiéndose  hacia  alli,  líb  encontró 
nada,  se  regresó  al  Cuartel,  pero  antes  de 
llegar  se  encontró  con  la  escolta  que  venia 
con  dirección  del  lugar  donde  hablan  sido 
los  disparos  y  se  regresó  con  ellos,  tomando 
el  camino  para  San  Francisco  y  poco  antes  de 
llegar  a  un  pequeño  puente,  encontró  el 
cuerpo  de  un  hombre  tirado  en  el  suelo,  en¬ 
tre  mucha  sangre ;  que  inmediatamente  or¬ 
denó  a  un  soldado  fuera  a  dar  parte  al  Juez 
de  Paz,  y  es  absolutamente  falso  que  se  haya 
negado  a  dar  los  auxilios  procedentes  en 
aquel  acto ;  que  cuando  salió  del  Cuartel, 
por  la  plaza  pública  se  encontró  con  Abra- 
ham  y  Federico  de  León  y  Martin  Santiago 
y  asociado  de  ellos,  se  dirigió  en  dirección 
al  barrio  de  San  Sebastián,  dejándolos  en 
la  esquina  de  la  casa  de  don  Avelino  Ca- 
nella  y  entonces  fué  cuando  se  c^rigió  para 
la  de  Ernesto  de  León,  sin  haber  entrado  a 
ella. 

RESULTA :  que  examinado  don  Abelardo 
Canella,  expresa :  que  el  ocho  de  marzo  de 
mil  novecientos  veinticinco,  dia  domingo, 
como  a  las  ocho  de  la  noche,  más  o  menos, 
concluía  de  cenar,  cuando  oyó  muchos  dis¬ 
paros,  como  más  de  veinte  y  al  salir  a  la 
calle,  supo  por  su  hermano  Gaspar,  Juan 
Bautista  Gutiérrez,  Ramón  Peñalonso  y  Ce¬ 
lestino  Brolo,  que  encontrándose  Guillermo 
Santiago  en  la  tienda  de  Peñalonso,  había 
sido  llamado  por  Abraham  y  Federico  de 
León  y  Martín  Mazariegos  y  en  su  com¬ 
pañía  se  dirigió  en  dirección  al  camino  de 
San  Francisco  El  Alto,  yendo  adelante  Abra¬ 
ham,  del  brazo  de  Santiago  y  atrás  Federico 
y  Martín ;  que  antes  de  llegar  al  Copante, 
todavía  dentro  de  la  población,  Abraham 
disparó  su  revólver  sobre  Guillermo  Santia¬ 
go,  haciéndolo  también  Federico  y  Martín 
Mazariegos  cuando  aquél  estaba  en  el  suelo ; 
que  en  seguida  los  hechores  huyeron  con  di¬ 
rección  a  sus  casas,  con  pistolas  en  mano, 
yéndose  Mazariegos  por  la  vereda  del  ria¬ 
chuelo  ;  que  examinaban  el  cadáver,  en  la 
carnicería  de  José  Huitz  y  en  ese  momento 
el  Comandante  Local,  Wilfrido  Amézquita, 
ante  el  declarante,  Miguel  Rodas,  José  Cal- 
villo,  Ramón  Peñalonso  y  varias  otras  perso¬ 


nas,  dijo  que  él  iba  con  los  de  León  y  Martín 
Mazariegos,  pero  al  llegar  a  la  esquina  de 
los  señores  Gutiérrez,  le  dijeron  una  expre¬ 
sión  que  no  le  gustó,  por  lo  que  se  retiró  de 
ellos  y  dijo  que  también  había  visto  el  mo¬ 
mento  en  que  dichos  individuos  llamaban  a 
Guillermo  Santiago,  que  estaba  en  la  tienda 
de  la  señora  de  Peñalonso,  yéndose  con  ellos 
y  también  oyó  que  Santiago  les  dijo  que  no 
Ies  tenía  miedo ;  previendo  algún  resultado 
lamentable  se  dirigió  a  donde  tenía  su  escol¬ 
ta  ;  pero  habría  caminado  como  una  cuadra, 
cuando  oyó  las  detonaciones ;  también  sabe, 
por  referencias,  que  el  individuo  que  acom¬ 
pañaba  a  los  sindicados,  vestido  de  amari¬ 
llo,  era  el  mismo  Comandante  Amézquita. 

RESULTA  ;  que  Juan  Bautista  expresa :  que 
en  la  fecha  del  suceso,  día  domingo  ocho  de 
marzo,  estaba  en  el  interior  de  su  cantina  y 
como  a  las  ocho  de  la  noche  oyó  fuerte  alga¬ 
zara,  conociendo  las  voces  de  Abraham  y  Fe¬ 
derico  de  León  y  por  curiosidad  salió  a  la  ca¬ 
lle,  viendo  que  en  la  esquina  de  su  casa  y  la 
de  don  Ramón  Peñalonso,  un  grupo  de  indi¬ 
viduos,  entre  los  que  se  encontraban  los  de 
León,  Martín  Mazariegos  y  Guillermo  San¬ 
tiago,  menos  Sixto  Díaz,  quienes  se  dirigie¬ 
ron  en  seguida  con  dirección  al  Copante, 
yendo  adelante  Santiago  y  a  sus  lados  los 
de  León  y  Mazariegos  y  antes  de  llegar  al 
Copante,  se  pararon  y  vió  que  casi  simul¬ 
táneamente  los  de  León  y  Mazariegos  dis- 
pararoi^  sus  revólveres  contra  Santiago  y 
supone  que  el  primero  fué  Abraham ;  en  se¬ 
guida  Mazariegos  corrió  por  la  vereda  del 
riachuelo  con  dirección  a  su  casa  y  los  de 
León  regresaron  a  la  esquina  donde  habían 
estado  antes,  con  paso  natural,  sin  precipita¬ 
ción  ;  pero  como  se  agrupaba  gente  con  mo¬ 
tivo  del  hecho,  apresuraron  el  paso,  corrien¬ 
do  para  sus  casas,  todos  ellos  llevaban  sus 
pistolas  en  mano ;  que  al  momento  llegó  el 
Comandante  y  poco  después  la  escolta;  que 
al  día  siguiente,  en  la  tienda  de  los  Gu¬ 
tiérrez,  el  Comandante  refirió  que  él  venía 
de  la  plaza,  en  compañía  de  los  sindicados  y 
al  llegar  a  la  esquina,  Mazariegos  fué  a  la 
tienda  de  la  señora  de  Peñalonso  y  avisó  a 
los  de  León  que  allí  estaba  Guillermo  San¬ 
tiago  y  lo  llamaron,  lo  que  no  le  gustó  y  por 
eso  se  retiró  dejándolos  en  ese  lugar. 

RESULTA :  que  Celestino  Brolo  expresó : 
que  el  día  del  hecho  se  encontraba  en  la 
cantina  de  los  señores  Gutiérrez,  como  a 
las  ocho  de  la  noche,  cuando  oyó  una  fuer¬ 
te  discusión  y  salió  con  el  objeto  de  infor¬ 
marse,  teniendo  oportunidad  de  ver  que 
Guillermo  Santiago,  Federico  y  Abraham  de 
León  y  Martín  Mazariegos  estaban  en  la 
esquina,  los  tres  últimos  en  actitud  de  reto 
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contra  el  primero,  dirigiéndose  los  cuatro 
por  el  camino  que  va  para  San  Francisco  y 
a  poca  distancia  antes  de  llegar  al  puente, 
observó  que  los  dos  de  León  dispararon  con¬ 
tra  Guillermo  Santiago,  muchos  tiros,  no 
constándole  si  también  disparó  Mazariegos, 
pero  si  vió  que  éste,  después  de  los  disparos, 
huyó  por  la  vereda  del  riachuelo  y  los  de 
León  regresaron  por  el  lugar  donde  habían 
ido,  en  dirección  a  sus  casas,  todavía  con 
pistolas  en  mano ;  que  esa  noche  no  vió  a 
Sixto  Díaz  con  los  hechores. — Gaspar  Ca- 
nella  expresó ;  que  a  la  hora  del  suceso  es¬ 
taba  en  la  tienda  de  los  señores  Gutiérrez 
y  al  oír  una  dis.puta  en  la  calle,  salió  a  la 
puerta,  de  donde  vió  que  Abraham  y  Fede¬ 
rico  de  León,  Martín  Mazariegos  y  Guiller¬ 
mo  Santiago,  iban  en  dirección  al  camino  de 
San  Francisco  y  creyendo  que  había  conclui¬ 
do  el  disgusto,  se  volvió  a  entrar  a  la  tien¬ 
da;  pero  en  ese  momento  oyó  muchos  dis¬ 
paros  por  el  lugar  del  Copante,  sin  constar¬ 
le  quien  o  quiénes  los  hayan  hecho  y  habien¬ 
do  salido  nuevamente,  vió  regresar  a  Fede¬ 
rico  y  Abraham  de  León  con  pistolas  en 
mano,  despacio ;  pero  al  cruzar  la  esquina, 
corrieron  en  dirección  a  sus  casas  y  todavía 
alcanzó  también  a  ver  que  Martín  Mazarie¬ 
gos  corría  en  dirección  a  su  casa  por  la  ve¬ 
reda  del  riachuelo,  y  acercándose  al  lugar 
del  hecho,  vió  que  Guillermo  Santiago  esta¬ 
ba  muerto  a  consecuencia  de  los  disparos 
que  deja  indicados. 

RESULTA:  que  Ramón  PeñalonsS  mani¬ 
festó  :  que  en  la  fecha  del  suceso  llegó  a  la 
cantina  de  los  Gutiérrez  a  comprar  una  bo¬ 
tella  de  vino  y  estando  en  el  interior,  oyó 
una  fuerte  discusión  en  la  esquina,  salió  y 
presenció  que  en  dirección  al  camino  que 
va  para  San  Francisco,  iban  los  de  León, 
Mazariegos  y  Guillermo  Santiago  y  al  rato 
vió  que  el  mismo  grupo  hacía  muchos  dis¬ 
paros;  en  seguida,  con  pistolas  en  mano,  sa¬ 
lieron  huyendo  en  dirección  a  sus  casas, 
resultando  muerto  de  esos  disparos  Guiller¬ 
mo.  Santiago  y  supone  que  José  Camey  y 
Miguel  Rodas  hayan  presenciado  el  hecho, 
pues  los  vió  venir  para  la  tienda  de  los 
Gutiérrez. — Se  amplió  la  indagatoria  de  Mar¬ 
tín  R.  Mazariegos  y  expuso:  que  no  es 
cierto  que  el  día  y  hora  del  suceso  haya 
ido  en  compañía  de  los  de  León  y  Wilfrido 
Amézquita,  solamente  los  vió  en  el  Juzgado 
Municipal,  sin  hablar  con  ellos,  pues  como 
Regidor,  estaba  recibiendo  votos  en  la  elec¬ 
ción  que  se  hacía  para  Síndico  y  como  a  las 
cinco  de  la  tarde,  se  fué  para  su  casa,  solo, 
ignora  si  aquéllos  se  retiraron  antes  o  des¬ 
pués  y  ya  no  los  volvió  a  ver ;  que  no  es 
cierto  que  el  Comandante  Amézquita  se  ha¬ 
ya  separado  de  ellos  en  la  esquina  de  la 


casa  de  los  Gutiérrez  y  tampoco  es  cierto 
que  el  indagado  haya  llegado  a  comprar  ci¬ 
garros  a  la  tienda  de  Secundina  de  Peña- 
lonso  y  haya  avisado  a  los  de  León  que  allí 
estaba  Guillermo  Santiago ;  negó  todos  los 
demás  hechos  sobre  los  cuales  se  le  interro¬ 
gó,  relacionados  con  el  crimen  de  que  se 
trata. 

RESULTA:  que  Miguel  Rodas  y  José  Ca¬ 
mey,  de  común  acuerdo,  expresaron :  que 
en  la  fecha  que  se  cometió  el  delito,  venían 
juntos  y  IJegaron  a  la  cantina  de  los  Gu¬ 
tiérrez,  de  donde  salió  don  Ramón  Peña- 
lonso  con  una  botella  en  la  mano,  y  tam¬ 
bién  vieron  que  iban  juntos  en  dirección  al 
camino  de  San  Francisco,  Guillermo  San¬ 
tiago,  Abraham  y  Federico  de  León  y  Mar¬ 
tín  Mazariegos ;  poco  después  oyeron  unos 
disparos,  a  consecuencia  de  los  cuales  re¬ 
sultó  muerto  Guillermo  Santiago ;  y  pre¬ 
senciaron  que  huían  los  de  León  y  Mazarie¬ 
gos  inmediatamente  después  de  ese  hecho. 

RESULTA :  que  del  informe  médico  apa¬ 
rece  :  que  el  cadáver  de  Guillermo  Santiago 
se  le  reconocieron  muchas  heridas,  en  nú¬ 
mero  de  diez  y  ocho,  las  cuales  quedan  am¬ 
pliamente  descritas  al  folio  cincuenta  de  la 
primera  pieza  de  la  causa,  en  cuyo  informe 
aparece  la  conclusión  que  literalmente  dice : 
"De  lo  exp¿xesto  deduzco:  que  el  señor  Gui¬ 
llermo  Santiago  falleció  a  consecuencia  de 
las  heridas  que  presentaba,  siendo  la  herida 
que  ocasionó  la  muerte,  de  manera  inme¬ 
diata,  la  que  presentaba  en  el  cuello,  por 
haber  interesado  la  arteria  carótida  primiti¬ 
va,  vaso  de  gran  calibre  que  produce  siem¬ 
pre,  al  ser  seccionado,  hemorragia  fulminan¬ 
te  y  rápidamente  mortal.  Fué  causa  inme¬ 
diata  de  la  muerte  de  Santiago  la  apertura 
de  la  laringe  y  penetración  de  una  gran 
cantidad  de  sangre  en  las  vías  respiratorias, 
procedente  ésta  de  la  herida  arterial  caro- 
tidiana.  La  herida  que  presentaba  en  el 
tórax  y  que  fracturó  la  columna,  también 
era  mortal,  aunque  no  de  manera  inmedia¬ 
ta  sino  a  la  larga,  así  como  las  intestinales 
apuntadas.  Las  múltiples  hemorragias  oca¬ 
sionadas  por  las  lesiones  de  los  miembros, 
también  contribuyeron,  por  la  anemia  aguda 
que  dieron  origen,  a  ocasionar  la  muerte.  En 
resumen,  el  occiso  falleció  de  hemorragia 
fulminante  y  de  asfixia  por  la  obstrucción 
mecánica  de  las  vías  respiratorias  ocasiona¬ 
das  por  penetración  de  ellas  en  una  oleada 
de  sangre". 

RESULTA:  que  Guadalupe  Huertas  se 
concreta  a  expresar :  que  en  la  fecha  y  hora 
del  suceso  vió  a  Martín  Mazariegos  en  la 
tienda  de  doña  Secundina  de  Peñalonso, 
parado  en  la  puerta  en  el  momento  que  el 
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declarante  pasaba  por  allí  y  habría  caminado 
como  media  cuadra  cuando  oyó  unas  deto¬ 
naciones  por  el  camino  que  va  a  San  Fran¬ 
cisco,  y  al  día  siguiente  supo  la  muerte  de 
Guillermo  Santiago. 

RESULTA;  que  el  Juzgado  de  1®  Instan¬ 
cia  se  inhibió  de  conocer  y  pasó  las  actua¬ 
ciones  a  la  Comandancia  de  Armas  para  su 
prosecución;  pero  este  Tribunal,  a  petición 
del  defensor  del  reo  Mazariegos,  por  inhibi¬ 
toria,  pasó  nuevamente  las  actuaciones  al 
Juzgado  Departamental.  Elevada  la  causa 
a  plenario,  se  formuló  al  reo  Maztriegos  car¬ 
go  por  el  delito  de  asesinato  y  no  se  con¬ 
formó.  El  Licenciado  Pedro  Santiago  Val- 
dés,  se  dió  a  conoce»  como  apoderado  de  la 
acusadora  doña  Margarita  R.  de  Santiago 
y  se  le  tuvo  como  tal.  Se  abrió  la  causa  a 
prueba  y  duran^  ese  témino,  la  parte  acu¬ 
sadora  rindió  las  siguientes :  a )  Informe  del 
Comandante  de  Armas  y  Jefe  Político,  en 
que  consta  que  el  dia  del  hecho  hubo  lla¬ 
mada  de  milicianos  en  San  Cristóbal,  con 
el  objeto  de  resellarles  sus  citas  y  a  esa  cita 
asistió  el  Comandante  Abraham  de  León; 
b)  Informe  del  Alcalde  1’  Municipal  de  San 
Cristóbal,  en  que  se  hace  constar :  que  en 
esa  fecha  hubo  elección  de  Síndico  de  la 
Corporación,  habiendo  salido  electo  don  Do¬ 
mingo  Menchú;  c)  declaración  del  Coman¬ 
dante  Local  de  San  Cristóbal,  Wil¿rido  Améz- 
quita,  en  la  cual  modifica  algunos  concep¬ 
tos  de  sus  anteriores  declaraciones ;  pero 
hace  constar  que,  el  rumor  público,  desde 
los  primeros  momentos,  sindicó  a  los  de 
León  como  autores ;  que  estos  asistieron  a 
la  Comandancia  Local,  ese  día,  a  resellar 
sus  citas  y  que  es  cierto  que  en  esa  fecha 
dió  parte  al  Comandante  de  Armas  del  de¬ 
partamento,  acerca  de  la  muerte  violenta 
de  Guillermo  Santiago  y  que  se  sindicaba 
como  autores  a  los  de  León;  d)  declaración 
del  acusado  Martín  Mazariegos  Santiago  y 
que  dice :  que  las  votaciones  para  Síndico 
comenzaron  a  las  nueve  de  la  mañana  y  con¬ 
cluyeron  a  las  cinco  y  media ;  que  su  her¬ 
mana  Mercedes  Mazariegos  vive  con  Fe¬ 
derico  de  León  y  es  falso  que  haya  tenido 
antecedentes  de  enemistad  con  Guillermo 
Santiago;  e)  certificaciones  de  las  comuni¬ 
caciones  telegráficas  dirigidas  por  el  Juez 
Municipal  y  Comandante  Local,  al  Juez  de 
I®  Instancia  y  Comandante  de  Armas,  res¬ 
pectivamente,  dando  parte  de  la  muerte  trá¬ 
gica  de  Guillermo  Santiago,  en  que  ambos 
sindican  como  autores  del  crimen  a  Federi¬ 
co  y  Abraham  de  León  y  Martín  Mazarie¬ 
gos;  f)  declaración  de  Fidelino  Hidalgo, 
quien  asegura  que  en  concepto  de  agente  de 
Policía,  ocurrió  al  lugar  del  hecho  asocia¬ 
do  del  señor  Juez  Municipal,  pero  no  sabe 


quien  o  quienes  fueron  los  autores ;  g)  acta 
de  reconstrucción  del  hecho  delictuoso ;  pa¬ 
ra  lo  cual  don  Juan  Bautista  Gutiérrez,  Ce¬ 
lestino  Brolo,  Gaspar  Canella  y  Ramón  Pe- 
ñalonso,  se  colocaron  en  los  lugares  que  di¬ 
cen  ocupaban  cuando  se  cometió  el  delito  y 
simulando  la  ejecución  del  crimen,  inter¬ 
vinieron  los  individuos  designados  al  efecto, 
cuyos  nombres  constan  en  dicha  diligencia, 
explicando  cada  uno  de  aquellos  los  he¬ 
chos  relacionados  en  sus  respectivas  decla¬ 
raciones  ;  h )  informe  de  la  Secretaría  del 
Juzgado  de  1’  Instancia  Departamental,  ha¬ 
ciendo  constar;  que  en  dicho  Tribunal  se 
tramita  un  juicio  acumulado  contra  Tibur- 
cio  Huertas,  no  así  contra  Guadalupe  del 
mismo  apellido,  en  el  cual  es  apoderado  el 
Licenciado  don  Alberto  C.  Camey,  quien 
también  es  director  del  juicio  contra  Juan 
Santiago;  i)  declaración  de  Luisa  Rodas 
viuda  de  Santiago,  quien  dice  ser  prima  her¬ 
mana  de  los  de  León  y  cuñada  de  Guillermo 
Santiago,  y  aunque  se  le  hizo  saber  el  pri¬ 
vilegio  de  ley,  expresó  que  desea  declarar 
y  manifestó ;  que  la  noche  del  suceso  estaba 
en  la  tienda  de  su  hermana,  Secundina  de 
Peñalonso,  cuando  llegó  Guillermo  Santiago 
y  preguntó  por  Ramón  Peñalonso,  en  esos 
momentos  llegó  Martín  Mazariegos  a  com¬ 
prar  unos  cigarros  y  al  ver  a  Santiago,  le 
dijo  que  en  la  esquina  lo  necesitaban  Abra¬ 
ham  y  Federico  de  León,  aquél  salió  encon¬ 
trando  a  éstos  en  el  lugar  indicado  y  empe¬ 
zaron  ¿  alegar;  entonces  su  hermana  le  in¬ 
dicó  que  fuera  a  pedir  auxilio  para  evitar 
una  desgracia;  se  dirigió  a  la  Sección  de 
Policía,  pero  no  se  lo  dieron  y  después  a  la 
Comandancia  Local,  donde  la  atendieron  y 
regresaba  por  el  puente  grande  del  Samalá, 
cuando  oyó  una  detonación  y  después  varias 
otras,  como  de  cohetillos  chinos  y  en  seguida 
vió  que  Abraham  y  Federico  de  León  iban 
a  pasos  ligeros  con  revólver  en  mano;  j) 
declaración  de  doña  Secundina  de  Peñalonso 
y  dice;  que  cuando  Mazariegos  llegó  a  su 
tienda  a  comprar  cigarros,  habló  con  Gui¬ 
llermo  Santiago,  en  seguida  salieron  y.  des¬ 
pués  de  los  disparos  los  de  León  se  reti¬ 
raron,  andando  despacio ;  que  Pedro  Petz 
pudo  haber  visto  el  acto  del  crimen,  porque 
le  refirió  a  la  deponente  que  cuatro  habían 
sido  los  hechores;  k)  declaración  de  José 
Ardón,  telegrafista  que  tenía  a  su  cargo  la 
Oficina  de  San  Cristóbal  cuando  acaeció  el 
hecho,  y  declara;  que  entre  cuatro  y  cinco 
de  la  tarde  de  ese  día,  llegaron  a  su  oficina 
el  Comandante  Local  Wilfrido  Amézquita,  el 
Secretario  Municipal  Francisco  Estrada,  y 
el  Regidor  Martín  Mazariegos  y  más  tarde 
Federico  de  León,  quienes  le  ofrecieron  una 
cerveza  de  parte  de  Abraham  de  León,  y 
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estuvieron  platicando  como  hasta  las  siete 
de  la  noche,  hora  en  que  se  retiraron  y  pocos 
momentos  después,  estando  ya  en  su  casa 
el  declarante,  oyó  unas  detonaciones  de  re¬ 
volver,  y  llegó  más  tarde  Juan  Obregón,  con 
el  objeto  de  telegrafiar  noticiando  que  los 
de  León  hablan  matado  a  Guillermo  Santia¬ 
go  y  en  el  mismo  sentido  informan  el  Co¬ 
mandante  Local  y  Alcalde,  a  las  autoridades 
superiores. 

RESULTA:  que  a  su  vez,  el  defensor  del 
reo  Martín  Mazariegos,  rindió  las  siguien¬ 
tes:  a)  declaración  del  testigo  Abraham  Es¬ 
trada  E.,  Marcos  Mazariegos  y  Moisés  de 
León,  con  el  objeto  de  demostrar:  que  en  la 
fecha  del  suceso,  Martín  R.  Mazariegos  se 
encontraba,  como  a  las  siete  de  la  noche,  en 
la  tienda  de  doña  Secundina  de  Peñalonso, 
hablando  con  dicha  señora,  y  al  poco  rato 
oyó  varias  detonaciones,  saliendo  el  señor 
Mazariegos  y  la  señora  de  Peñalonso  a  ver 
lo  que  ocurría.  Los  testigos  nombrados  fue¬ 
ron  repreguntados  por  el  representante  de 
la  parte  acusadora ;  b )  declaración  de  los  tes¬ 
tigos  Gabriel  Barrios,  Inocente  López,  Leo¬ 
poldo  Valdés  y  Eugenio  Testuy,  relativo  a 
probar  que  Miguel  Rodas  y  Doña  Trinidad 
González  estuvieron  en  los  baños  de  Agua 
Tibia,  en  la  fecha  del  suceso,  hasta  después 
de  las  siete  y  media  de  la  noche ;  también 
dichos  testigos  fueron  repreguntados  por  el 
acusador;  c)  inspección  ocular  practicada 
por  el  Juez  Municipal  de  San  Cristóbal,  en 
que  se  hizo  constar :  que  la  distanciare  las 
puertas  de  la  cantina  de  los  señores  Gutié¬ 
rrez,  al  lugar  donde  estaba  el  cadáver  de 
Santiago,  son  sesenta  y  una  varas  y  media,  y 
sesenta  y  ocho,  respectivamente,  distinguién¬ 
dose  de  una  de  ellas  la  véreda  de  Chuxec ; 
d )  declaración  del  testigo  Ramón  Peñalonso, 
conforme  al  interrogatorio  de  repreguntas 
que  al  efecto  le  fueron  formuladas  y  en 
cuya  diligencia  ratifica  sus  declaraciones 
anteriores. 

RESULTA :  que  vencido  el  término  pro¬ 
batorio,  agregadas  las  pruebas  a  los  autos, 
evacuados  los  traslados  de  ley  y  llamados 
autos,  se  dictó  fallo,  condenando  al  reo  Mar¬ 
tín  R.  Mazariegos  a  la  pena  de  muerte,  fallo 
que  fué  declarado  insubsistente  por  la  Sala 
jurisdiccional.  —  Devueltos  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  I®  Instancia  y  vista  la  causa 
en  audiencia  pública,  se  volvió  a  fallar,  im¬ 
poniéndose  esta  vez  al  reo  Mazariegos  la 
pena  de  quince  años  de  prisión  correccional ; 
elevadas  las  actuaciones  a  la  Sala  6’,  por  re¬ 
curso  de  apelación,  este  Tribunal  confirmó 
el  fallo  con  la  modificación  de  que  Martín 
Mazariegos  es  co-autor  del  delito  de  homi¬ 
cidio,  por  el  cual  le  impone  diez  años  de  pri¬ 


sión  correccional,  aumentados  en  una  ter¬ 
cera  parte;  dejó  abierto  el  procedimiento 
contra  Federico  y  Abraham  de  León,  cuyas 
órdenes  de  captura  mandó  fuesen  reiteradas. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  Francisco 
Delgadülo  Zamora,  exhibiendo  poder  sufi¬ 
ciente,  se  dió  a  conocer  en  la  causa  como  re¬ 
presentante  de  los  acusados  Abraham  y  Fe¬ 
derico  de  León  y  solicitó  el  examen  de  los 
testigos:  Fidelino  Hidalgo,  Rafael  Echeve¬ 
rría,  Moisés  Arríaga,  Claudio  Reyes,  Alber¬ 
to  Rodas,  (íctavio  Samayoa,  Miguel  Aguilar 
Peláez,  Hermenegildo  Rodas,  Donato  Gon¬ 
zález,  Ricardo  Rodas,  Nicolás  López,  Enri¬ 
que  Herrera,  Florenci^  Santizo,  Ricardo 
Elias,  Jesús  Menchú,  Antonio  Obando,  Ja¬ 
cinto  López,  Manuel  Guzmán,  Pedro  Antonio 
Gramajo,  Benjamín  Maldonado,  Raimundo 
Gramajo,  Esteban  S.  Rodas,  Gonzalo  de 
León,  Enrique  Maldonado,  a  quienes  consta¬ 
ba  que  el  ocho  de  marzo  de  mil  novecientos 
veinticinco,  fecha  del  suceso  de  pesquisa,  sus 
poderdantes  se  encontraban  en  el  Hotel  Nue¬ 
vo,  en  la  ciudad  de  Quezaltenango,  enton¬ 
ces  propiedad  de  don  Víctor  Morales.  Exa¬ 
minado  José  Menchú,  expresa:  que  del  he¬ 
cho  nada  le  consta,  pero  sí  que  en  la  fecha 
que  tuvo  lugar,  como  a  las  cuatro  de  la  far¬ 
de  llegó  al  Hotel  Américano,  en  la  ciudad 
de  Quezaltenango,  propiedad  entonces  de 
don  Octavio  Samayoa,  encontrándose  en  la 
esquina  con  Jacinto  López,  Florencio  Santia¬ 
go  y  Ricardo  Elias  y  se  encontraba  con  di¬ 
chos  individuos,  cuando  llegaron,  Abraham 
y  Federico  de  León,  Alberto  Rodas  y  Claudio 
Reyes,  como  a  las  seis  de  la  tarde,  quienes 
ocuparon  una  mesa,  distante  de  la  en  que 
estaban  el  declarante  y  sus  compañeros;  se 
retiró  del  Hotel  como  a  las  ocho  y  media  y 
allí  se  quedaron  los  de  León. — Ricardo  Elias, 
Florencio  Santizo,  Alberto  Rodas  y  varios 
más  declararon  haber  visto  a  Federico  y 
Abraham  de  León  en  el  Hotel  indicado,  en 
la  fecha  del  suceso,  dando  cada  uno  las  ex¬ 
plicaciones  relacionadas  con  sus  respectivas 
aseveraciones. 

RESULTA :  que  habiéndose  presentado  el 
sindicado  Abraham  de  León,  fué  indagado, 
y  dijo:  que  teniendo  noticias  de  haber  orden 
de  captura  contra  él,  se  presentó  voluntaria¬ 
mente  :  que  Federico  de  León  es  su  hermano, 
conoce  a  Martín  Mazariegos  y  conoció  a 
Guillermo  Santiago,  con  quien  no  era  amigo, 
ni  enemigo ;  que  el  ocho  de  marzo  de  mil 
novecientos  veinticinco,  se  encontraba  en  la 
ciudad  de  Quezaltenango,  llegando  al  Hotel 
Americano  de  dicha  ciudad,  como  a  las  seis 
de  la  tarde,  en  compañía  de  su  citado  her¬ 
mano,  Claudio  Reyes  y  Alberto  Rodas,  y  en 
dicho  hotel  estuvo  en  compañía  de  Miguel 
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Aguilar  Peláez,  Hermenegildo  Rodas,  Do¬ 
nato  González,  Nicolás  López,  Ricardo  Ro¬ 
das,  Enrique  Herrera  y  otras  personas  más ; 
que  nada  de  extraordinario  le  ocurrió  en  esa 
fecha;  que  del  hotel  salió  en  compañia  de 
las  personas  nombradas,  como  a  las  diez 
de  la  noche :  que  es  falso  haya  tomado  par¬ 
ticipio  alguno  en  la  muerte  de  Guillermo 
Santiago  y  negó  también  todos  los  demás 
hechos  que,  relacionados  con  ese  suceso,  con¬ 
tienen  las  interrogaciones  que  le  fueron  di¬ 
rigidas. — Asimismo,  fué  indagad#  el  reo  Fe¬ 
derico  de  León  que,  como  el  anterior,  se  pre¬ 
sentó  voluntariamente  por  tener  noticias  de 
que  había  orden  de^aptura  contra  él;  negó 
las  imputaciones  que  le  resultan  del  proceso, 
asegurando  que  todas  ellas  son  falsas :  que 
en  la  fecha  y  hora  que  tuvo  lugar  el  delito, 
se  encontraba  en  la  ciudad  de  Quezaltenan- 
go,  en  el  Hotel  Americano,  a  donde  llegó  co¬ 
mo  a  las  seis  de  la  tarde,  en  compañía  de 
su  hermano  Abraham,  de  Claudio  Reyes  y 
Alberto  Rodas. 

RESULTA;  que  por  ejecutoria  de  la  Sala 
6“  se  declararon  nulas  las  declaraciones  pos¬ 
teriores  al  auto  de  veintisiete  de  agosto  de  mil 
novecientos  veintiocho ;  en  consecuencia,  fue¬ 
ron  ratificadas  las  de  los  señores  Ricardo  V. 
Rodas,  Donato  A.  González,  Hermenegildo  y 
Abelardo  Rodas,  Florencio  Santiago,  Moisés 
Arriaga,  Santiago  y  Juan  Vásquez,  Fidelino 
Hidalgo,  Enrique  Herrera,  Manuel  G.  Guz- 
mán  y  todos  los  demás  que  declaran  que 
los  acusados  de  León  se  encontraban  en  la 
ciudad  de  Quezaltenango,  en  la  fecha  y  hora 
en  que  fué  cometido  el  crimen. — Se  prac¬ 
ticaron  también  los  careos  que  el  Tribunal 
estimó  pertinentes,  en  los  cuales  los  sus¬ 
tentantes  no  modificaron  lo  que  tienen  de¬ 
clarado. 

RESULTA ;  que  por  medio  de  la  Comisa¬ 
ría  de  Policía  de  Quezaltenango  se  pidió  in¬ 
forme  acerca  de  si  en  los  partes  de  dicha 
oficina  o  en  los  libros  de  entradas  y  salidas 
del  Hotel  Americano,  aparecía  constancia  de 
entrada  y  salida  a  dicho  hotel,  de  los  sindi¬ 
cados  de  León,  en  la  fecha  que  se  verificó 
el  delito  de  que  se  trata;  pero  no  se  obtuvo 
ningún  dato  sobre  el  particular,  por  no  ha¬ 
berse  encontrado  ni  los  partes  de  la  Comi¬ 
saría,  ni  los  libros  del  hotel. — La  Secretaría 
del  Juzgado  de  1’  Instancia,  hizo  constar: 
que  a  los  señores  Casimiro  Gutiérrez  y  Ave- 
lino  Canella,  se  les  siguió  proceso  por  agre¬ 
sión  a  solicitud  del  reo  Abraham  de  León. — 
Asimismo,  que  contra  Guillermo  Santiago  se 
siguió  procedimiento  por  homicidio  en  las 
personas  de  Manuel  Estrada  y  Andrés  Men- 
chú. — El  Licenciado  Francisco  Delgadillo  Za¬ 
mora  solicitó  se  le  tuviera  por  separado  de 


la  representación  que  ejercía  como  apode¬ 
rado  de  los  reos  de  León;  resolviendo  de 
conformidad,  el  Tribunal  lo  tuvo  por  apar¬ 
tado. 

RESULTA :  que  elevada  la  causa  a  plena- 
rio,  en  cuanto  se  refiere  a  los  reos  de  León, 
les  fué  tomada  su  confesión  con  cargos,  for¬ 
mulándoseles  el  de  homicidio,  con  el  cual 
no  se  conformaron. — El  acusador  Jorge  San¬ 
tiago  Valdés  desistió  de  la  instancia  y  pre¬ 
via  audiencia  a  los  reos,  se  le  tuvo  por  se¬ 
parado. — Evacuada  la  defensa  de  los  reos,  el 
Juez,  para  mejor  fallar,  mandó  practicar  las 
diligencias  que  a  continuación  se  detallan; 
Ratificación  de  la  declaración  del  testigo  Mi¬ 
guel  Aguilar  Peláez,  diligencia  que  fué  prac¬ 
ticada  de  conformidad. — Examen  de  Gonzalo 
de  León,  quien  dice :  que  en  la  fecha  del 
delito,  como  a  las  siete  de  la  noche,  llegó  al 
Hotel  Americano,  en  la  ciudad  de  Quezal¬ 
tenango,  a  tomarse  un  refresco  y  tuvo  opor¬ 
tunidad  de  ver  en  la  cantina  a  Federico  y 
Abraham  de  León,  acompañado  de  otras 
personas.  Examen  de  Carlos  Bernasconi,  que 
declara  que  como  representante  de  la  Com¬ 
pañía  “Cecilia”,  le  consta  que  Abraham  y  Fe¬ 
derico  de  León,  desde  hace  mucho  tiempo, 
tienen  relaciones  comerciales  con  esa  casa 
comercial  y  no  las  han  interrumpido. — Exa¬ 
men  de  Octavio  Samayoa,  dueño  del  Hotel 
Americano,  el  año  de  mil  novecientos  vein¬ 
ticinco,  quien  asegura  que  el  ocho  de  marzo 
de  ese*año  los  de  León  llegaron  al  Hotel 
como  a  las  seis  de  la  tarde  y  los  vió  allí 
hasta  como  a  las  diez  de  la  noche,  en  compa¬ 
ñía  de  los  señores  Miguel  Aguilar,  Gonzalo 
de  León,  Hermenegildo  Rodas  y  otras  perso¬ 
nas  más. — Examen  del  Secretario  y  demás 
munícipes  de  San  Cristóbal,  quienes  dicen 
que  en  la  fecha  del  delito  se  procedió  a  la 
elección  del  Síndico  2"  de  dicha  Corporación, 
pero  por  ser  muchos  los  votantes,  no  pueden 
concretar  si  asistieron  o  no  los  de  León. — 
Herminia  Santiago  asegura :  que  en  la  fecha 
del  delito  estuvo  en  la  puerta  de  su  casa  en 
San  Cristóbal  y  vió  que  de  la  plaza  pública, 
venían  Abraham  y  Federico  de  León,  Wil- 
frido  Amézquita  y  Martín  Mazariegos,  con 
dirección  a  la  casa  de  los  Gutiérrez  y  al  ver 
que  el  padre  de  la  declarante  estaba  en  la 
tienda  de  Secundina  de  Peñalonso,  los  de 
León  mandaron  a  Mazariegos  con  el  objeto 
de  que  lo  sacara  de  dicha  tienda,  llevándo¬ 
selo  en  dirección  del  camino  de  San  Fran¬ 
cisco  El  Alto  y  poco  antes  de  llegar  al  puente 
le  hicieron  varios  disparos. — Verificadas  ias 
anteriores  diligencias,  se  llamó  autos  en  pri¬ 
mera  instancia  y  se  dictó  sentencia  absolvien¬ 
do  por  falta  de  prueba  a  los  reos  Abraham 
y  Federico  de  León  del  cargo  que  les  fué 
formulado. 
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RESULTA :  que  elevadas  las  actuaciones, 
en  consulta,  a  la  Sala  jurisdiccional,  dictó  el 
fallo  de  que  se  ha  hecho  relación.  Los  reos 
Abraham  y  Federico  de  León,  auxiliados  de 
letrado,  interpusieron  el  presente  recurso 
de  casación,  citando  violados  los  artículos 
568,  570,  572,  573,  574,  581,  584,  585,  586, 
593,  595,  601,  602,  603,  605,  631,  732  y  735 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  además  de  la 
■prueba  testimonial  en  que  la  Sala  funda  la 
sentencia  de  examen,  lo  hace  también  en  el 
conjunto  de  presunciones  que  de  los  autos 
se  desprenden,  las  cuales  analiza  y  detalla 
ampliamente  y  cuyo  ijiérito  probatorio  es¬ 
tima  suficiente  para  llevar  a  su  criterio  ju¬ 
dicial  el  convencimiento  de  la  culpabilidad 
de  los  encausados  Abraham  y  Federico  de 
León,  como  coautores  del  delito  de  homi¬ 
cidio  perpetrado  en  la  persona  de  Guillet- 
mo  Santiago;  que  la  ley  deja  a  los  Jueces  la 
potestad  de  apreciar  en  justicia  el  valor  de 
las  presunciones  humanas,  según  la  natu¬ 
raleza  de  los  hechos,  enlace  natural,  más 
o  menos  congruente  entre  los  hechos  co¬ 
nocidos  y  los  que  se  desea  probar;  que  la 
Sala,  en  sus  considerandos,  hace  las  apre¬ 
ciaciones  que,  a  su  juicio,  estima  proceden¬ 
tes  para  fundar  el  valor  legal  de  tales  pre¬ 
sunciones  y  como  consecuencia,  no  ha  vio¬ 
lado  los  artículos  568,  570,  572,  573,  574, 
581,  584,  586,  593,  595,  601  y  731  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  porqile  todos 
ellos  se  refieren  a  la  prueba  testimonial  y 
de  presunciones,  en  cuanto  a  los  requisitos 
que  deben  reunir,  formalidades  y  valor  pro¬ 
batorio. 

CONSIDERANDO  :  que  la  Sala  no  ha  he¬ 
cho  declaratoria  acerca  de  la  validez  e  in¬ 
validez  de  ningún  instrumento  público  o 
auténtico,  relativo  a  las  pruebas  aducidas,  ni 
ha  rechazado  el  mérito  probatorio  de  al¬ 
guno  que  obre  en  los  autos;  pues  la  única  re¬ 
ferencia  que  hace  en  sus  apreciaciones  es  a 
la  constancia  expedida  por  la  Comisaría  de 
Policía  de  Quezaltenango,  acerca  de  que  no 
se  tuvieron  a  la  vista  los  partes  dados  a  di¬ 
cha  Oficina  con  motivo  de  las  entradas  y  sa¬ 
lidas  de  pasajeros  del  Hotel  Americano,  ni 
los  libros  respectivos  de  dicho  establecimien¬ 
to,  por  los  motivos  en  la  misma  consignados 
y  en  tal  virtud,  no  ha  violado  los  artículos 
602,  603  y  605  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO:  que  la  sentencia  que 
se  examina  contiene  los  fundamentos  que 
la  ley  exige,  sus  decisiones  son  expresas, 
positivas  y  precisas,  citando  las  leyes  en  que 
las  funda. — Además,  en  su  redacción  se  han 
observado  las  reglas  que  el  Código  de  Pro¬ 


cedimientos  penales  consigna  y  por  lo  mis¬ 
mo  no  han  sido  violados  los  artículos  732  y 
735  del  mismo  cuerpo  de  leyes. 

POR  TANTO  :  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  fundamento  de  las  anteriores  apre¬ 
ciaciones,  el  mérito  que  los  autos  arrojan  y 
haciendo  aplicación  de  los  artículos  686  y 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
desestima  el  recurso  interpuesto  e  impone 
a  los  reos  Abraham  y  Federico  de  León, 
quince  dí^  de  arresto,  conmutables  con  un 
quetzal  diario.  —  Notifíquese  y  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  donde  pro¬ 
ceden. — José  A,  Medrana. —  Qnirino  Flores 
y  Flores. —  José  SerraAo  Muñoz. — Abel  Pa¬ 
redes. — J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo, 


CRIMINAL 

PROCESO:  Por  el  delito  de  parricidio,  contra  José 
Choz  o  Puac  Sapón. 

DOCTRINA:  Cuando  la  pena  qne  corresponde  aplicar 
es  la  de  muerte,  y  existe  una  circunstancia  atenuante 
que  cousiderar  a  favor  del  reo,  debe  imponerse  la 
pena  inmediata  inferior. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
diez  y  siete  de  julio  de  mil  novecientos  trein¬ 
ta. — Vista,  por  recurso  de  casación  y  con  los 
antecedentes  de  que  procede  la  sentencia 
fecha  doce  de  diciembre  del  año  próximo 
pasado,  en  que  la  Sala  6’  de  Apelaciones 
confirma  la  que  profirió  el  Juez  Departa¬ 
mental  de  Totouicapán,  que  condena  a  José 
Gaspar  Choz  o  José  Lino  Puac  Sapón,  por 
el  delito  de  parricidio,  a  sufrir  la  pena  de 
muerte. 

RESULTA :  que  el  veinticuatro  de  abril 
de  mil  novecientos  diez  y  ocho,  Tomasa  Chi- 
quí  dió  parte  al  Juez  Municipal  de  San 
Cristóbal,  de  que  su  esposo,  Sebastián  Choz 
había  fallecido  a  consecuencia  de  golpes 
que  le  habían  inferido.'  Al  ratificar  dicho 
parte  agregó :  que  la  noche  anterior,  estando 
durmiendo  su  concubino  Sebastián  Choz 
llegó  como  a  las  doce  su  hermano,  José  Gas¬ 
par,  quien  se  puso  a  insultar  a  aquél  y  con 
el  cabo  de  un  azadón  que  tenía,  le  dió  unos 
golpes  en  la  cabeza,  a  consecuencia  de  los 
cuales  cayó  al  suelo,  en  donde  le  dió  unos 
puyones  en  los  testículos,  diciendo :  “tengo 
el  deseo  de  matarte";  que  a  pesar  de  los 
golpes  que  eran  de  gravedad  no  dió  parte  en 
la  misma  noche,  porque  la  madre  del  de¬ 
lincuente  y  del  occiso  se  opuso  a  ello,  pero 
que  al  día  siguiente,  temiendo  que  falle¬ 
ciera,  sulicó  a  Juan  Chiquí  diera  parte  a 
la  autoridad. 
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RESULTA ;  que  examinado  Francisco  Chi- 
quí,  expuso:  que  de  orden  del  Comandan¬ 
te  fué  con  tres  soldados  a  capturar  a  un  hom¬ 
bre  que  estaba  peleando  con  otro  y  que  al 
llegar  a  la  casa  de  Sebastián  Choz,  aprehen¬ 
dió  al  individuo  mencionado,  que  estaba 
cerca  de  una  puerta,  el  cual  no  opuso  re¬ 
sistencia  alguna  y  que  eso  es  lo  único  que 
le  consta  acerca  del  hecho  investigado. 

RESULTA:  que  constituido  el  Juez  ins¬ 
tructor  en  el  lugar  del  suceso,  con  el  obje¬ 
to  de  practicar  una  inspección  Acular,  hizo 
constar  lo  siguiente :  que  al  entrar  al  cuarto 
de  Sebastián  Choz  encontró  el  cadáver  de 
éste,  tendido  de  Oaiente  a  Poniente,  con  la 
cabeza  cubierta  con  un  pañuelo  blanco  y 
el  cuerpo  con  una  frazada,  y  con  .golpes  con¬ 
tusos  en  la  cabeza,  en  la  frente  y  en  el  lado 
de.recho  de  la  cara,  pero  que  indudablemen¬ 
te,  los  que  le  ocasionaron  la  muerte  fueron 
los  que  presentaba  en  un  testículo,  que  lo 
tenía  deshecho. 

RESULTA:  que  tomada  a  José  Choz  su 
declaración  indagatoria,  expuso :  que  fué 
capturado  en  su  casa  de  habitación,  como  a 
las  ocho  de  la  mañana,  por  haber  peleado 
con  su  hermano  Sebastián  Choz,  en  la  no¬ 
che  anterior,  sin  recordar  los  detalles,  pues 
se  hallaba  muy  ebrio ;  y  que  no  recordaba 
haber  visto  el  cabo  de  azadón*que  en  ese 
acto  se  le  mostró. 

RESULTA :  que  elevadas  las  diligencias 
al  Juzgado  de  1’  Instancia,  se  amplió  la  de¬ 
claración  de  José  Choz,  quien  manifestó : 
que  el  día  del  suceso  regresó  de  Quezal- 
tenango,  juntamente  con  su  hermano  Se¬ 
bastián  y  que  al  pasar  por  Salcajá  se  toma¬ 
ron  media  botella  de  aguardiente  y  al  llegar 
a  su  casa  otra  media  que  mandó  a  traer  su 
hermano,  con  la  cual  se  embriagó  completa¬ 
mente,  por  lo  que  no  sabe  quien  fué  el  que 
le  dió  muerte,  pero  que  debe  de  haber  sido 
el  indagado,  aunque  lo  hizo  sin  intención, 
porque  no  tenían  ningún  rencor  con  aquél  y 
por  el  contrario,  lo  respetaba  por  ser  ma¬ 
yor  y  haber  sido  casi  su  padre  y  que  los 
araños  que  presentaba  en  la  cara  debe 
habérselos  inferido  su  hermano  durante  el 
pleito  que  tuvo  con  él,  pues  no  los  tenía 
antes  de  embriagarse. 

RESULTA:  que  examinada  Juana  Chi- 
quí  dijo:  que  en  la  mañana  del  suceso,  sin 
recordar  la  fecha,  llegó  a  su  casa  su  hija 
Tomasa  Chiquí,  a  suplicarle  fuera  a  dar  par¬ 
te  de  que  José  Choz  le  había  dado  de  golpes 
con  un  palo  a  su  marido  Sebastián,  quien  se 
encontraba  muy  grave  y  ya  no  podía  hablar; 
que  cumpliendo  con  el  encargo  puso  lo  su¬ 
cedido  en  conocimiento  del  Comandante  Lo¬ 
cal,  quien  proporcionó  una  escolta  para  la 


captura  del  reo  y  en  seguida  regresó  a  ha¬ 
cerle  compañía  a  su  hija,  hasta  que  murió 
Sebastián,  como  a  las  doce  del  día,  y  que 
por  referencias  de  ésta,  supo  que  la  muerte 
había  acaecido  a  consecuencia  de  los  golpes 
que  le  dió  José  Choz. 

RESULTA:  que  examinada  Tomasa  Chi¬ 
quí,  expuso :  que  como  a  las  seis  de  la  tarde 
del  día  en  que  se  cometió  el  delito,  llegó 
a  su  casa  Alejandro  Elias,  quien  se  puso  a 
tomar  licor  en  compañía  de  Sebastián  y  Jo¬ 
sé  Choz ;  que  en  seguida  se  fueron,  a  excep¬ 
ción  de  Sebastián,  quien  se  quedó  en  ia 
casa;  que  como  a  las  once  de  la  noche  re¬ 
gresó  José  y  se  puso  a  insultar  a  su  her¬ 
mano,  que  ya  estaba  durmiendo,  pero  que 
al  oir  la  bulla  se  levantó  para  preguntarle  a 
qué  se  debía  el  escándalo  y  entonces  aquél 
le  respondió  que  lo  quería  matar,  pues  te¬ 
nía  grandes  disgustos  con  él  y  se  le  fué  en¬ 
cima  agarrándolo  y  derrumbándolo  al  suelo 
y  a  continuación  se  fué  a  traer  un  cabo  de 
azadón  con  el  que  le  dió  unos  golpes  en  la 
cabeza  a  consecuencia  de  los  cuales  Sebas¬ 
tián  se  quedó  sentado  en  el  suelo  y  casi  sin 
sentido,  lo  cual  aprovechó  José  para  darle 
otros  golpes  con  el  mismo  palo  en  los  tes¬ 
tículos  hasta  dejarlo  casi  muerto;  que  no 
obstante  que  la  declarante  y  Estéfana  Sapón 
dieron  gritos  pidiendo  auxilio  e  intentaron 
quitarle  el  palo,  nadie  ocurrió  a  socorrerlas. 

RESULTA:  que  examinada  Estéfana  Sa¬ 
pón  rffiere  los  hechos  de  la  misma  manera 
que  lo  hizo  Juana  Chiquí,  agregando  única¬ 
mente  que  después  del  suceso  José  se  acostó 
a  dormir  y  no  despertó  sino  hasta  que  lo 
fueron  a  capturar;  que  Sebastián  murió  co¬ 
mo  a  las  ocho  de  la  mañana  del  día  siguiente 
y  que  aunque  también  estaba  en  la  casa 
Antonia  Sapón,  madre  de  la  deponente  y  de 
los  Choz,  ésta  no  se  dió  cuenta  de  lo  suce¬ 
dido,  porque  estaba  en  cama  enferma  de 
gravedad. 

RESULTA :  que  del  informe  médico  le¬ 
gal  aparece :  que  Sebastián  Choz  presentaba 
fuertes  contusiones  en  la  cara,  abdomen, 
tórax,  bajo  vientre,  los  testículos  y  en  el 
cráneo,  siendo  estas  últimas  las  más  impor¬ 
tantes  y  las  que  le  ocasionaron  la  muerte. 

RESULTA:  que  elevada  la  causa  a  plena- 
rio,  se  tomó  al  reo  confesión  con  cargos  por 
el  delito  de  asesinato,  con  el  cual  quedó 
conforme. 

RESULTA :  que  en  las  partidas  de  naci¬ 
miento  de  José  Gaspar  y  Sebastián  Choz, 
consta:  que  el  primero  se  llama:  Sebastián 
Lorenzo  Puac  Sapón  y  el  segundo  José  Lino 
Puac  Sapón,  hijos  legítimos  de  Juan  Puac  y 
Antonia  Sapón. 
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RESULTA :  que  habiéndose  recibido  la 
causa  a  prueba,  el  defensor  pidió  se  exami¬ 
nara  a  varias  personas  para  demostrar  que 
José  Puac  Sapón,  cuando  se  embriaga,  pier¬ 
de  la  razón  y  trata  de  agredir  a  la  primera 
persona  que  encuentra ;  también  rindió  co¬ 
mo  prueba  el  dictamen  del  Cirujano  De¬ 
partamental,  quien  expuso ;  que  por  ser  el 
reo  hijo  de  padres  alcohólicos  y  tener  él 
también  ese  vicio,  no  se  da  cuenta  de  lo  que 
hace  cuando  se  encuentra  en  ese  estado. 

RESULTA :  que  después  de  llamados  au¬ 
tos,  pronunció  el  Juez  la  sentencia  conde¬ 
natoria,  que  íué  confirmada  por  la  Sala  y 
contra  la  cual  introdujo  el  Procurador  de  la 
misma  el  presente  recurso,  citando  como  vio¬ 
lados  los  artículos  20  inciso  1’  del  Código 
Penal,  572,  574,  578  y  608  del  de  Procedi¬ 
mientos  Penales. 

CONSIDERANDO:  que  al  apreciar  la 
Sala  las  declaraciones  de  testigos  que  la  ley 
sólo  reputa  hábiles  cuando  no  hay  otro  medio 
de  prueba,  haciendo  caso  omiso  de  la  con¬ 
fesión  del  reo,  en  que  también  apoya  el  fallo 
que  se  examina,  violó  el  artículo  574  del  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  Penales,  por  lo  que 
procede  casar  el  fallo  recurrido  y  dictar  el 
que  en  derecho  corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  con  la  confesión 
del  enjuiciado,  que  reúne  todos  los  requisitos 
legales  está  plenamente  probada  su  delin¬ 
cuencia  y  como  por  las  razones  ya  diciias  no 
pueden  apreciarse  legalmente  las  declara¬ 
ciones  de  los  testigos,  debe  estimarse  que 
sólo  existe  como  prueba  su  confesión,  que 
debe  tenerse  como  una  atenuante,  para  el 
efecto  de  substituir  la  pena  de  muerte  que 
por  el  delito  de  parricidio  correspondería 
aplicarle,  por  la  de  quince  años  de  prisión  co¬ 
rreccional,  inconmutables. — Artículos  582  y 
609,  Procedimientos  Penales;  21,  inciso  10 
del  Código  Penal;  5'^  y  16  del  Decreto  le¬ 
gislativo  Número  1366. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  fundamento  en  lo  que  disponen  los 
artículos  33,  57,  82,  84  y  94  del  Código  Pe¬ 
nal;  684,  687  y  729  del  de  Procedimientos 
Penales,  casa  y  anula  el  fallo  recurrido  y, 
resolviendo  lo  principal,  declara:  1'',  que  Jo¬ 
sé  Choz  o  Puac  Sapón  es  reo  del  delito  de 
parricidio,  por  el  cual  le  impone  la  pena  de 
quince  años  de  prisión  correccional,  incon¬ 
mutables,  con  la  que  substituye  la  de  muer¬ 
te,  que,  a  no  mediar  la  circunstancia  de  su 
confesión,  correspondería  aplicarle.  2"',  que 
dicha  pena  debe  extinguirla  en  la  Peniten¬ 
ciaría  Central,  quedando  obligado  al  pago  o 
indemnización  de  las  responsabilidades  ci¬ 
viles  provenientes  del  delito ;  suspenso  en 


sus  derechos  políticos  durante  el  tiempo  de 
la  condena,  y,  por  su  notoria  pobreza,  exo¬ 
nerado  de  la  reposición  del  papel  empleado 
en  la  causa. — Notifíquese  y  como  correspon¬ 
de,  devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. — José  A.  Medrana. — Qtiirino  Flores 
y  Flores. — José  Serrano  Muñoz, — Abel  Pa¬ 
redes. — J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle  Calvo. 


CRIMINAL 

PROCESO;  Contra  J.  Mariano  Paredes,  Luis  Cojolón 
Tuchán,  Gregorio  Sul  Choc,  Sebastián  Valle  Luis  y 
Santiago  Sitaví  Choc,  por  el  delito  de  falsificación 
de  documentos  privados. 

DOCTRINA:  La  falsedad  de  un  documento  es  mani¬ 
fiesta,  cuando  el  papel  en  que  filé  escrito,  no  estaba 
todavía  en  circulación  a  la  fecha  en  que  aquel 
aparece  otorgado. 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala, 
doce  de  abril  de  mil  novecientos  treinta. — 
Vista,  por  recurso  de  casación  y  con  sus  an- 
tecedente§,  la  sentencia  fecha  veintitrés  de 
noviembre  fiel  año  próximo  pasado,  dictada 
por  la  Sala  2»  de  Apelaciones  en  la  causa  ins¬ 
truida  contra  J.  Mariano  Paredes,  Luis  Co¬ 
jolón  Tuchán,  Sebastián  Valle  Luis,  Gre¬ 
gorio  Sul  Choc  y  Santiago  Sitaví,  confir¬ 
mando  la  que  dictó  el  Juez  4’  de  L*  Instancia 
de  este  departamento,  en  cuanto  condena  a 
los  cuatro  últimos  por  el  delito  de  falsifica¬ 
ción  de  documentos  privados,  con  la  modifi¬ 
cación  de  que  la  pena  de  tres  años  de  prisión 
correccional  que  se  les  impone  queda  reduci¬ 
da  a  dos  años  por  la  concurrencia  de  una  cir¬ 
cunstancia  atenuante ;  y  la  revoca  en  cuanto 
absuelve  del  cargo  a  José  Mariano  Pare¬ 
des,  a  quien  condena  a  tres  años  de  igual 
pena,  y  hace  las  demás  declaraciones  con¬ 
cernientes  al  caso. 

RESULTA :  que  el  veinticuatro  de  noviem¬ 
bre  de  mil  novecientos  veintiocho,  el  Li¬ 
cenciado  Virgilio  Zapata,  como  Procurador 
Fiscal,  se  presentó  al  Juez  Cuarto  de  Pri¬ 
mera  Instancia,  rogándole  se  instruyan  las 
diligencias  necesarias  sobre  averiguar  la 
falsedad  de  la  cédula  testamentaria  que 
aparece  otorgada  por  don  José  María  Cabre¬ 
ra,  en  la  finca  “Medio  Monte”,  con  fecha 
tres  de  febrero  de  mü  novecientos  veintisiete. 
— En  “otrosí”  manifestó  que  acompañaba 
una  acta  notarial  que  contenía  copia  de  la  in¬ 
dicada  cédula  testamentaria  y  del  escrito  en 
que  don  J.  Mariano  Paredes  solicita  sea  ele- 
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vada  a  instrumento  público ;  y  un  iníorime  de 
la  Dirección  General  de  Cuentas  donde  cons¬ 
ta  que  el  papel  sellado  en  que  fué  escrita 
la  cédula  testamentaria,  fué  enviado  al  Ban¬ 
co  Central  el  dos  de  noviembre  de  mil  no¬ 
vecientos  veintisiete. — Mandada  instruir  la 
correspondiente  averiguación,  de  una  vez  se 
libraron  órdenes  de  captura  contra  José  Ma¬ 
riano  Paredes,  y  los  que  aparecen  como  tes¬ 
tigos  y  son  :  Luis  Cojolón,  Gregorio  Sul,  Ci¬ 
ríaco  Sicajol,  Sebastián  Valle  y  Santiago  Si- 
tavi,  y  se  nombraron  expertos  gara  el  cote¬ 
jo  de  la  firma  del  testador  con  otras  que 
aparecen  en  instrumentos  públicos, 

RESULTA:  que  «interrogado  don  J.  Ma¬ 
riano  Paredes,  quien  se  presentó  al  Tribu¬ 
nal  en  virtud  de  citación  que  se  le  hizo,  ma¬ 
nifestó  :  que  desdé  que  tenía  cuatro  o  cinco 
años  de  edad  (a  la  fecha  de  la  declaración 
dijo  tener  54  años),  vivió  en  familia  y  con 
la  mayor  intimidad  con  don  J.  María  Ca¬ 
brera,  porque  la  madre  del  dicente  le  ven¬ 
día  la  panela  de  su  finca  "Medio  Monte",  y 
lo  ayudaba  en  sus  negocios,  llevándole  sus 
cuentas  el  declarante;  que  ignoraba  si  el  se¬ 
ñor  Cabrera  haya  hecho  testamento  en  es¬ 
critura  pública,  pero  que  el  Auxiliar  de  San 
Diego,  Juan  Guevara  y  el  Mayordomo  y  al¬ 
gunos  mozos,  encontraron  en  la  nombrada 
finca  un  testamento  privado  ^  favor  del 
declarante ;  que  cuando  murió  el  señor  Ca¬ 
brera  en  la  Antigua  Guatemala,  el  rumor 
público  señaló  al  declarante  como  su  here¬ 
dero,  sin  duda  por  la  amistad  íntima  y  fami¬ 
liaridad  que  entre  ambos  existía,  además, 
así  se  lo  dijo  Miguel  Nájera;  con  tales  da¬ 
tos,  siendo  el  dicente  depositario  de  los  bie¬ 
nes  de  Cabrerá,  mandó  a  hablarle  a  don 
Adrián  Saravia,  dueño  de  la  finca  "San  Die¬ 
go”,  como  persona  honorable  que  es,  para 
que  fuera  personalmente  a  buscar  a  la  finca 
“Medio  Monte”,  algún  documento  que  justi¬ 
ficara  aquel  rumor  público,  pero  por  estar 
enfermo  el  señor  Saravia,  no  pudo  ir  perso¬ 
nalmente  y  mandó  al  auxihar  de  su  finca  y 
a  Juan  Guevara,  quienes,  después  de  buscar 
detenidamente,  encontraron,  según  le  dije¬ 
ron,  la  cédula  testamentaría,  la  cual  estaba 
oculta,  junto  con  otros  papeles,  dentro  del 
colchón  de  la  cama  del  señor  Cabrera ;  que 
esa  cédula  no  está  escrita  con  letra  del  tes¬ 
tador,  y  la  firma  la  ve  igual  a  la  de  dicho  se¬ 
ñor,  pero  no  la  vió  poner;  que  el  dicente 
mismo  hizo  el  escrito  y  pidió  la  firma  al 
Abogado  Camargo,  solicitando  al  Juez  de  Es- 
cuintla  se  elevara  la  cédula  testamentaria  a 
instrumento  público,  habiendo  escogido  el 
Juez  del  indicado  lugar  y  no  al  de  Sacate- 
péquez,  porque  viendo  por  las  firmas  de  los 
testigos,  que  se  trataba  de  indígenas,  tuvo 
temor  de  que  la  parte  contraria  influyera  en 


ellos  para  que  no  declararan  o  para  que  no 
se  presentaran,  y  por  que  sabe  que  en  otras 
ocasiones  se  ha  hecho  lo  mismo,  elevando 
a  instrumento  público  en  un  lugar  el  testa¬ 
mento  de  persona  cuyo  intestado  está  radi¬ 
cado  en  otro ;  que  de  los  testigos  de  la  cé¬ 
dula  solamente  conoce  a  Ciríaco  Cicajol  y 
sabe  que  es  de  Alotenango,  y  qué  según  le 
contaron  dichos  testigos,  el  que  escribió  la 
cédula  era  "bajito,  gordo,  blanco,  instruido”. 
Por  último,  expuso  que  al  pretender  se  ele¬ 
vara  a  instrumento  público  la  cédula  testa¬ 
mentaría  del  señor  Cabrera,  obró  de  buena 
fe,  por  que  la  consideraba  como  buena,  y 
sabe  que  por  no  haberse  hecho  a  los  testigos 
una  pregunta,  no  fué  aprobada. 

RESULTA :  que  capturados  los  testigos 
Luis  Cojolón  Tuchán,  Sebastián  Valle  Luis, 
Gregorio  Sul  Choc  y  Santiago  Sitaví  Choc, 
menos  Luí?  Cojolón,  fueron  interrogados,  y 
todos,  de  entera  conformidad,  manifestaron; 
que  don  José  María  Cabrera  hizo  testamento 
privado  el  tres  de  febrero  de  mil  novecientos 
veintisiete,  a  presencia  de  los  declarantes, 
en  su  despacho  en  su  finca  "Medip  Monte” 
y  que  él  mismo  lo  firmó,  habiéndolo  escrito 
un  señor  "bajito,  de  bigote,  negrito,  cuerpo 
delgado”,  a  quien  no  le  saben  el  nombre, 
siendo  el  testamento  el  mismo  que  se  les 
leyó  al  tomarles  declaración.  El  Alcalde 
Municipal  de  Alotenango  informó,  que  estos 
cuatro  individuos  son  originarios  de  dicho 
municipio  y  han  observado  una  conducta 
intaclfeble. 

RESULTA :  que  a  solicitud  de  don  Rafael 
Rodil  fué  certificada  por  el  Secretario  de  la 
Sala  2”,  donde  se  encontraban  las  respec¬ 
tivas  diligencias,  la  cédula  testamentaria  de 
que  se  trata,  la  cual  aparece  escrita  en  "Me¬ 
dio  Monte”,  jurisdicción  de  Alotenango,  de¬ 
partamento  de  Sacatepéquez,  el  día  jueves 
tres  de  febrero  de  mil  novecientos  veinti¬ 
siete,  ante  los  testigos  Luis  Cojolón,  Grego¬ 
rio  Sul,  Ciríaco  Sicajol,  Sebastián  Valle  y 
Santiago  Sitaví.  En  ella,  don  José  María 
Cabrera  expresa :  tener  setenta  y  tres  años 
de  edad,  fué  expósito,  reconoció  como  ma¬ 
dre  a  Guadalupe  Barrera  y  Ana  Josefa  Leal, 
que  era  la  que  lo  protegía,  no  supo  quién 
fué  su  madre  ni  su  padre;  aunque  don  Pan- 
taleón  Cabrera  le  permitió  llevar  su  apelli¬ 
do,  nunca  le  indicó  que  fuera  su  hijo;  que 
por  los  cuidados  y  favores  recibidos  instituía 
heredero  universal  a  don  J.  Mariano  Pa¬ 
redes,  etc. — Se  hizo  constar  en  la  .certifica¬ 
ción  que  dicha  cédula  está  escrita  en  dos 
hojas  de  papel  sellado  de  dos  pesos,  del 
bieno  de  mil  novecientos  veintiséis  a  veinti¬ 
siete,  del  Registro  N»  718,  la  primera  lleva 
el  número  3806985  y  la  segunda  el  núme¬ 
ro  3806248. 
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RESULTA ;  que  elevada  la  causa  a  ple- 
nario,  se  tomó  confesión  con  cargos  a  los 
reos,  formulándoseles  el  de  falsificación  de 
documentos  privados,  con  el  cual  ninguno  se 
conformó. 

RESULTA ;  que  los  expertos  señores  Mi¬ 
guel  Ravelo  y  Desiderio  Menchú,  quienes 
desde  el  principio  fueron  nombrados,  emi¬ 
tieron  su  dictamen,  manifestando  que  ha- 
bian  comparado  la  firma  de  don  José  María 
Cabrera,  que  aparece  en  la  cédula,  con  otras 
puestas  en  escrituras  públicas  por  él  otor¬ 
gadas  y  que  por  las  diferencias  en  ellas  en¬ 
contradas,  de  común  acuerdo  opinan  que  la 
primera  es  una  burda  falsificación  de  la  ver¬ 
dadera. 

RESULTA  :  que  David  Segura,  Pablo  Agín, 
Hilario  Martínez,  Miguel  Escobar,  declara¬ 
ron  :  que  en  una  fecha  que  no  recuerdan, 
fueron  requeridos  por  don  Fernando  Pare¬ 
des,  Administrador  de  la  finca  "Medio  Mon¬ 
te",  para  que  sirvieran  de  testigos  en  un  re¬ 
gistro  que  en  ella  se  iba  a  verificar;  que  en 
dicho  registro,  dentro  de  un  colchón,  fué  en¬ 
contrado  el  testamento  de  don  J.  María  Ca¬ 
brera,  en  el  cual  nombraba  su  heredero  a 
don  J.  Mariano  Paredes. — Juan  Guevara  di¬ 
jo,  que  él  fué  comisionado  por  don  Adrián 
Saravia,  que  por  enfermedad  no  pudo  con¬ 
currir,  para  hacer  el  registro  de  que  se  habla, 
habiéndose  encontrado  entonces  el  testamen¬ 
to  del  señor  Cabrera. 

o 

RESULTA :  que  a  solicitud  del  defensor 
del  señor  Paredes,  fueron  examinados  don 
Ventura  Azurdia  y  don  Julio  del  Piñal,  quie¬ 
nes  declararon :  que  el  expresado  reo  siem¬ 
pre  ha  observado  una  conducta  intachable. 
Con  el  mismo  fin  de  acreditar  buena  conduc¬ 
ta  y  honradez  del  señor  Paredes,  fué  pre¬ 
sentado  al  Presidente  de  la  República,  un 
memorial  subscrito  por  cuarenta  y  cinco 
personas  del  vecindario  de  la  Antigua  Gua¬ 
temala. 

RESULTA:  que  el  Licenciado  J.  Francisco 
Medina,  como  apoderado  de  don  Rafael  Ro¬ 
dil,  acusador  en  este  proceso,  presentó  una 
certificación  expedida  por  la  Secretaría  de 
la  Dirección  General  de  Rentas,  en  la  que 
se  hizo  constar  que  las  hojas  de  papel  sellado 
en  que  aparece  escrita  la  cédula  testamenta¬ 
ria  del  señor  Cabrera,  fueron  despachados 
por  el  Banco  Central  el  diez  y  nueve  de  di¬ 
ciembre  de  mil  novecientos  veintisiete. 

RESULTA :  que  previos  los  trámites  lega¬ 
les  de  acusación  y  defensa,  el  Juez  dictó  la 
sentencia  que  fué  confirmada  por  la  Sala  2^ 
de  Apelaciones,  en  el  sentido  que  se  relacio¬ 
nó  al  principio. 


RESULT.4  •  contra  la  sentencia  de  se¬ 
gunda  instancia,  don  Max.  López  Barrientos, 
como  apoderado  de  don  J.  Mariano  Paredes 
y  con  auxilio  del  Abogado  Celso  D.  Cereso, 
introdujo  el  recurso  de  casación,  denuncian¬ 
do  que,  a  su  juicio,  fueron  violados  los  ar¬ 
tículos  568,  581,  586,  729,  732,  595,  596  y 
614,  Código  de  Procedimientos  Penales ;  29 
y  200  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  la  falsedad  de  la 
cédula  testamentaria  de  don  José  María  Ca¬ 
brera,  es  un  flecho  que  no  deja  lugar  a  duda, 
toda  vez  que  se  comprobró  plenamente  con 
los  informes  y  certificaciones  del  caso,  que 
en  la  fecha  en  que  aparege  escrita  dicha  cé¬ 
dula,  o  sea  el  tres  de  febrero  de  mil  novecien¬ 
tos  veintisiete,  aún  no  se  habían  puesto  en 
circulación  las  dos  hojas  de  papel  sellado  en 
que  aparece  consignada,  y  pór  consiguiente, 
ha  sido  físicamente  imposible  ejecutar  ese 
acto  en  la  fecha  antes  referida. — Que  si  bien 
no  se  comprobó  que  el  señor  Paredes  haya 
tomado  parte  directa  en  la  escritura  de  dicha 
cédula,  sí  se  encuentra  plenamente  justi¬ 
ficado  con  la  certificación  expedida  por  el 
Secretario  de  la  Sala  2^  de  Apelaciones,  y  se 
ha  corroborado  con  las  diligencias  origina¬ 
les,  que  como  antecedentes  se  han  tenido  a 
la  vista,  que  el  expresado  señor,  hizo  uso  del 
mencionado  ^documento,  al  presentarlos  al 
Juzgado  Departamental  de  Escuintla,  pidien¬ 
do  fuera  elevado  a  instrumento  público,  he¬ 
cho  que  constituye  otro  de  los  casos  en  que 
también  se  incurre  en  responsabilidad  por  el 
delito  de  falsificación. — La  intención  de  lu¬ 
cro  que  lo  impulsó  a  hacer  esa  solicitud,  y 
que  lo  hizo  a  sabiendas  de  que  era  falso,  que 
son  las  circunstancias  indispensables  para 
que  el  hecho  sea  punible,  el  Tribunal  sen¬ 
tenciador  las  ha  dado  por  probadas,  en  vir¬ 
tud  de  convencimiento  que  producen  las 
presunciones  que  se  enumeran  en  el  fallo 
que  se  examina,  presunciones  que  efec¬ 
tivamente  concurren  y  reúnen  los  caracteres 
que  la  ley  establece;  y  por  ese  motivo,  la 
apreciación  que  de  ellas  hizo  la  Sala,  se 
encuentran  ajustadas  a  los  principios  lega¬ 
les.  Pero  no  sucede  lo  mismo  con  el  artículo 
200  del  Código  Penal  que  establece  pena  pa¬ 
ra  los  que,  sin  haber  tomado  parte  en  la 
falsificación,  presentaren  en  juicio  o  hicie¬ 
ren  uso  con  intención  de  lucro  y  a  sabien¬ 
das,  un  documento  falso,  casos  en  los  cua¬ 
les  la  pena  que  debe  infligirse  es  la  de  dos 
años  de  prisión  correccional,  y  no  la  de  tres 
años,  que  es  la  impuesta  por  ía  Sala  senten¬ 
ciadora,  motivo  por  el  cual  el  artículo  últi¬ 
mamente  mencionado  sí  ha  sido  violado,  y 
es  procedente  casar  y  anular  la  sentencia  re¬ 
currida  y  dictar  la  que  en  derecho  co¬ 
rresponde. 
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CONSIDERANDO:  que  la  intervención 
que  tuvieron  Luis  Cojolón  Tuchán,  Sebastián 
Valle  Luis,  Gregorio  Sul  Choc  y  Santiago  Si- 
tavi  Choc,  en  el  otorgamiento  de  la  cédula 
testamentaria  de  que  se  trata,  constituye  fal¬ 
sedad,  porque  ellos  suponen  la  intervención 
del  testador  don  José  Maria  Cabrera  en  un 
acto  en  el  cual  no  ha  intervenido  ni  pudo 
intervenir,  porque  era  falso  el  acto,  y  por 
que  afirman  en  dicho  documento  que  el  su¬ 
puesto  testador  hizo  declaraciones  que  en 
verdad  no  hizo,  o  si  lo  hizo  alguna  vez,  no 
pueden  ser  las  contenidas  en  la  cédula  en 
la  cual  estos  individuos  aparecen  como  tes¬ 
tigos,  pues  como  se  ha  dicho  anteriormente, 
la  fecha  del  otorgaiHiento  de  la  misma  no 
corresponde  con  la  fecha  de  la  expedición 
del  papel  sellado  para  que  el  público  hicie¬ 
ra  uso  de  él, — En  consecuencia,  la  respon¬ 
sabilidad  de  dichas  personas  es  solidaria  con 
la  de  la  persona  a  quien  dicen  no  conocer, 
y  sólo  sindican  con  ciertas  señas  particula¬ 
res,  diciendo  que  era  "bajito,  de  bigote,  ne¬ 
grito.  cuerpo  delgado,  a  quien  nunca  habían 
visto"  y  quien  aparece  ser  el  verdadero  autor 
del  documento,  según  ellos  mismos.  El  per¬ 
juicio  de  tercero  que  pudo  resultar  con  el 
otorgamiento  de  la  cédula  testamentaria  es 
manifiesto,  desde  luego,  que,  siguiéndose  el 
curso  de  las  diligencias  que  se  iniciaron,  di¬ 
cho  documento  pudo  servir  de  «base  para 
adquisición  de  una  herencia  en  la  que  otras 
personas  o  el  Estado  pudieron  tener  derechos 
como  efectivamente  pretenden  tenerlos,  de 
manera  que  aún  cuando  no  se  haya  puesto 
en  evidencia  la  intención  de  lucrar  que  hayan 
tenido  los  testigos,  basta  que  aparezca  el 
perjuicio  de  tercero  para  que  se  incurra  en 
responsabilidad ;  y  por  consiguiente  la  pena 
que  debe  imponerse  a  las  personas  ya  nom¬ 
bradas  es  la  de  tres  años  de  prisión  correc¬ 
cional,  conforme  al  articulo  199  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO:  que  en  favor  de  los 
enjuiciados  Cojolón,  Valle,  Sul  y  Sitaví,  con¬ 
curren  dos  circunstancias  que  atenúan  su 
responsabilidad  como  son :  D,  la  de  su  pro¬ 
pia  confesión,  pues  aunque  no  declaran  ex¬ 
plícitamente  que  el  hecho  en  el  cual  inter¬ 
vinieron  es  falso,  sino  que,  al  contrarío,  sos¬ 
tienen  que  es  positivo  y  verdadero,  lo  que 
bien  pudiera  ser,  si  en  vez  de  referirse  ca¬ 
tegóricamente  al  año  de  mil  novecientos 
veintisiete  se  refieran  al  de  mil  novecien¬ 
tos  veintiocho,  es  tan  deficiente  la  inves¬ 
tigación  que  a  no  ser  por  sus  propias  decla¬ 
raciones,  su  absolución  hubiera  sido  pro¬ 
cedente  ;  y  la  2'>,  en  que  tomándose  en  con¬ 
sideración  la  edad  de  los  testigos,  y  sus  con¬ 
diciones  personales  de  instrucción,  costum¬ 
bres,  raza,  etc.,  es  de  suponerse  que  no  tu¬ 


vieron  intención  de  causar  un  mal  de  tanta 
gravedad,  como  el  que  produjo  el  acto  para 
el  cual  fueron  llamados  como  simples  tes¬ 
tigos,  y  en  consecuencia,  la  pena  antes  refe¬ 
rida  se  les  debe  rebajar  en  dos  terceras  par¬ 
tes. — Artículos  21  incisos  3''  y  10",  77  y  79 
del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO:  que  estando  sin  cap¬ 
tura  Ciríaco  Cicajol  que  se  encuentra  en  la 
misma  situación  que  los  anteriores  y  a  quien 
estos  acusan  de  haber  sido  quien  les  habló 
para  que  asistieran  a  la  facción  de  la  tantas 
veces  mencionada  cédula  testamentaria, 
procede  dejar  abierto  el  procedimiento  en 
cuanto  a  él,  así  como  en  cuanto  a  la  persona 
desconocida  a  quien  sindican  como  autor 
principal  del  hecho. —  Artículo  804,  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  ar¬ 
tículos  303,  568,  571,  729,  732,  735,  687  y 
201,  Código  de  Procedimientos  Penales;  46, 
58,  192,  199  y  200,  Código  Penal,  casa  y  anu¬ 
la  la  sentencia  recunáda,  y,  resolviendo,  de¬ 
clara:  1'’ — Que  J.  Mariano  Paredes,  Luis 
Cojolón  Tuchán,  Gregorio  Sul  Choc,  Sebas¬ 
tián  Valle  Luis  y  Santiago  Sitaví  Choc,  son 
reos  de  falsificación  de  documentos  priva¬ 
dos  ;  2" — Que  por  este  delito  le  impone  al 
primero  de  los  nombrados  la  pena  de  dos 
años  de  prisión  correccional,  y  a  cada  uno 
de  los  oíros  la  de  un  año  de  pena  de  la  mis¬ 
ma  calidad,  hecha  ya  la  rebaja  a  que  tienen 
derecho  por  las  atenuantes  de  que  se  hizo 
mérito,  declarándose  compurgada,  en  cuanto 
a  ellos,  esta  pena  con  la  prisión  que  han 
sufrido ;  3'’ — La  pena  que  se  impone  al  pri¬ 
mero  es  conmutable  en  sus  dos  terceras  par¬ 
tes,  con  abono  de  la  prisión  sufrida ;  4'’ — A 
Paredes  se  condena  a  la  reposición  del  pa¬ 
pel  empleado  en  la  causa,  no  así  a  los  de¬ 
más,  por  su  notoria  pobreza;  5'’ — Al  pri¬ 
mero  se  le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos  políticos  durante  el  tiempo  de  la 
condena,  y  se  les  condena  a  todos  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito;  y,  6“' — Se  deja  abierto  el  proce¬ 
dimiento  contra  Ciríaco  Sicajol  y  contra  el 
individuo  de  nombre  desconocido,  de  quien 
hasta  ahora  solamente  aparecen  sus  señas 
particulares.  —  Notifíquese  y  con  certifica¬ 
ción  devuélvase  la  causa  al  Tribunal  de  su 
origen,  ordenándose  previamente  la  liber¬ 
tad  de  Luis  Cojolón  Tuchán,  Sebastián  Va¬ 
lle  Luis,  Gregorio  Sul  Choc  y  Santiago  Si¬ 
taví  Choc.  —  José  A.  Medrana.  —  Quirino 
Flores  y  Flores. — José  Serrano  Muñoz. — 
Abel  Paredes. — J.  F.  Rodríguez. — Alf.  Valle 
Calvo. 
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Salón  de  Recepciones  de  la  Presidencia  del  Poder  Judicial 

o 

Tribunal  de  lo  Contencíoso-Admínístratívo 


DOCTRINA;  Debe  mantenerse  y  respetarse  la  condición  que  impone  el  Poder  Ejecutivo  a  los  adjudicatarios  a 
titulo  gratuito,  de  los  inmuebles  urbanos  que  se  Ies  concedan,  en  orden  a  que  no  pueden  hipotecarlos 
ni  enajenarlos  sin  autorización  del  Gobierno. 


Tribunal  de  lo  Contencioso  Administrati¬ 
vo  :  Guatemala,  catorce  de  abril  de  mil  no¬ 
vecientos  treinta. — Visto  para  dictar  senten¬ 
cia  el  recurso  contencioso  administrativo  in¬ 
terpuesto  por  don  Justo  P.  Castrillo. — El 
recurrente  es  mayor  de  edad,  de  este  do¬ 
micilio  y  hábil  para  esta  contienda. 

RESULTANDO:  que  el  siete  de  diciem¬ 
bre  del  año  próximo  pasado,  don  Justo  P. 
Castrillo,  con  el  auxilio  profesional  del  Li¬ 
cenciado  don  José  Francisco  Medina,  se 
presentó  a  este  Tribunal,  y  expuso :  que  ha¬ 
cia  más  de  un  año  que  compró  al  apoderado 
de  don  Nicolás  Cardillo,  dos  lotes  de  te¬ 
rreno,  situados  en  Puerto  Barrios,  del  de¬ 
partamento  de  Izabal,  marcados  con  los  nú¬ 
meros  24  y  25,  y  que  se  hallan  inscritos  en 
el  Primer  Registro  de  la  Propiedad  Inmue¬ 
ble,  bajo  los  números  73  y  74,  folios  132 


y  134,  del  libro  1'’,  de  dicho  departamento ; 
que  la  escritura  mediante  la  cual  adquirió  el 
recurrente  dichos  lotes,  no  fué  inscrita  por 
el  Director  del  Primer  Registro  de  Inmue¬ 
bles,  pretextando  el  referido  Funcionario 
que  el  señor  Cardillo,  antiguo  poseedor  de 
los  fundos,  los  adquirió  del  Gobierno,  con 
la  precisa  condición  que  no  podia  vender¬ 
los  ni  enajenarlos  a  otra  persona,  ni  tam¬ 
poco  hipotecarlos,  sin  el  permiso  del  Supre¬ 
mo  Gobierno ;  que  el  señor  Cardillo,  des¬ 
conocedor  en  lo  absoluto  de  la  ley  y  de  la 
extensión  del  derecho  de  propiedad,  acep¬ 
tó,  en  un  principio ;  pero  después,  amparado 
y  convencido  de  lo  que  establece  el  Decreto 
Número  1027,  de  20  de  abrU  de  1920,  que 
deroga  esas  prohibiciones,  enajenó  al  expo¬ 
nente  los  bienes  ya  referidos,  sin  imaginarse 
que  más  tarde  se  le  pondrían  obstáculos  pa- 
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ra  inscribir  la  venta  que  legalmente  se  le 
hizo ;  que  hay  prohibiciones  contrarias  a  las 
leyes,  al  Derecho  Constitucional  de  la  Re¬ 
pública  y  a  las  Instituciones  Patrias,  desde 
el  momento  que  vulneran,  anulan  y  destru¬ 
yen  el  libre  ejercicio  del  derecho  de  pro¬ 
piedad  y  dominio,  que  es  tan  sagrado  ¡  que 
prohibir  a  una  persona  que  disponga  de  los 
bienes  que  legitimamente  ha  adquirido,  por 
cualquier  titulo,  es  atacar,  de  una  manera 
directa,  el  derecho  de  personalidad  y  es  des¬ 
truir,  en  lo  absoluto,  los  principias  constitu¬ 
cionales  modernos  y  las  leyes  universales 
que  rigen  en  las  naciones  civilizadas  todas 
las  relaciones  de  los  hombres  y  de  las  so¬ 
ciedades  ;  (sic)  que  en  vista  de  la  deroga¬ 
toria  del  Director  del  Primer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  el  manifestante  ocu¬ 
rrió  a  los  Tribunales  Civiles,  en  queja  con¬ 
tra  dicho  funcionario,  y  el  Juez  !'>  de  I* 
Instancia  resolvió  declarando :  que  habien¬ 
do  sido  aceptada  por  el  comprador  la  pro¬ 
hibición  establecida  en  la  donación  de  los 
terrenos,  no  habia  tugar  al  ocurso,  ni  a  orde¬ 
nar  al  Registrador  que  hiciera  la  inscripción 
de  los  lotes  a  favor  del  recurrente;  que  co¬ 
mo  esa  resolución  es  contraria  a  toda  ley, 
el  exponente  se  presentó  al  Ministerio  de 
Gobernación  y  Justicia,  solicitando  el  permi¬ 
so  respectivo  para  que  se  inscribieran  a 
nombre  del  manifestante  los  ios  inmue¬ 
bles;  y  la  expresada  Secretaria,  después  de 
oir  al  Fiscal  del  Gobierno,  en  vez  de  con¬ 
ceder  el  permiso  respectivo,  resolvió  que  se 
debian  recoger  esos  dos  lotes  de  terreno,  a 
virtud  de  que  no  se  habia  cumplido  con 
la  prohibición  aceptada  por  el  señor  Car¬ 
dillo  ;  que  esa  providencia  es  ilegal,  no  sólo 
porque  ataca  el  derecho  de  propiedad  adqui¬ 
rido  desde  hace  mucho  tiempo,  sino  por  ser 
contraria  a  lo  que  establece  el  Código  Civil 
de  la  República,  respecto  de  la  prescripción, 
pues,  la  acción  del  Gobierno  para  recuperar 
esos  lotes  de  terreno,  ya  prescribió,  por 
transcurso  del  tiempo,  porque  hace  más  de 
diez  años,  que  el  ex  Presidente  de  la  Re¬ 
pública,  señor  Estrada  Cabrera,  hizo  do¬ 
nación  a  Cardillo  de  los  expresados  terre¬ 
nos,  no  siendo  ya  oportuno  revocar  escri¬ 
turas  de  donación  que  descansan  en  una 
base  firme  y  efectiva;  que  la  Secretaría  de 
Gobernación  y  Justicia,  con  fecha  trece  de 
septiembre  del  año  próximo  pasado,  dictó 
la  providencia  que  literalmente  dice:  “Se 
aprueba  el  dictamen  fiscal  que  antecede ;  y, 
apareciendo  de  la  escritura  que  obra  en  el 
expediente,  que  el  adjudicatario  contravino 
la  condición  que  se  le  impuso,  envíense  cer¬ 
tificadas  estas  diligencias  a  la  Secretaría  de 
Hacienda  y  Crédito  Público,  para  que,  si  lo 
tiene  a  bien,  se  sirva  disponer  que  el  De¬ 


partamento  de  Bienes  Nacionales  o  el  Agen¬ 
te  Fiscal,  promueva  ante  quien  corresponda, 
las  acciones  correspondientes  para  recupe¬ 
rar  los  lotes  donados,  con  tanta  mayor  ra¬ 
zón,  cuanto  que  se  encuentran  en  la  zona 
que  se  reserva  el  Estado,  según  las  leyes. — 
Sandoval. — José  L,  Castillo”;  que  dicha  re¬ 
solución  se  notificó  al  recurrente,  el  diez  y 
seis  de  septiembre,  y  en  esa  misma  fecha 
pidió  revisión  de  la  providencia  dictada  por 
el  señor  Ministro,  habiéndose  dado  audien¬ 
cia  al  Consejo  de  Estado,  institución  que  la 
evacuó,  diciendo:  que  los  referidos  lotes 
deben  pasar  al  Gobierno ;  dando  margen  a 
que  el  Ministerio  de  Gobernación  y  justi¬ 
cia,  con  fecha  diez  y  ocho  de  octubre  si¬ 
guiente,  dictara  la  resolución  que  dice:  “Se 
aprueba  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado ; 
hágase  saber  y  transcríbase  a  la  Jefatura 
Política  de  Izabal  para  su  conocimiento  y 
el  de  la  autoridad  municipal  de  Puerto  Ba¬ 
rrios  ;  y  la  Oficina  cumpla  con  la  providen¬ 
cia  del  tres  de  septiembre  anterior,  sobre 
transcribir  de  esas  diligencias  a  la  Secre¬ 
taría  de  Hacienda  y  Crédito  Público. — San¬ 
doval. — José  León  Castillo”;  que  dicha  re¬ 
solución  fué  notificada  el  veintinueve  del 
mismo  mes;  que  el  Decreto  legislativo  Nú¬ 
mero  1027,  de  20  de  abril  de  1920,  en  su 
articulo  1'',  dice:  “La  Asamblea  Nacional 
Legislativa  de  la  Repúbhca,  Decreta :  Ar¬ 
ticulo  1'’ — Los  terrenos  baldíos  y  sus  anexos 
y  los  predios  ejidales  adjudicados  o  que  en 
lo  sucesivo  se  adjudiquen  por  el  Ejecutivo 
o  por  las  Municipalidades,  respectivamente, 
p,odrán  ser  gravados  o  enajenados  por  sus 
dueños,  sin  restricción  alguna”;  que  el  Mi¬ 
nisterio  de  Gobernación  y  Justicia,  nada 
ha  resuelto  que  ampare  el  derecho  del 
recurrente  ni  que  mantenga  la  vigencia 
del  Decreto  1027,  ya  citado,  y  que  deja 
abolidas  todas  las  prohibiciones  antiguas 
que  se  imponían  a  las  adjudicaciones  que 
hacia  el  Supremo  Gobierno ;  que  estan¬ 
do  agotada  la  vía  gubernativa,  viene  el  ma¬ 
nifestante  a  interponer  el  recurso  conten- 
cioso-administrativo,  a  efecto  de  que  se  re¬ 
conozca  el  legítimo  derecho  que  tuvo  don 
Nicolás  Cardillo  para  enajenar  los  lotes  Nos. 
24  y  25,  de  su  propiedad,  ubicados  en  Puerto 
Barrios,  inscritos  como  queda  dicho,  ya  que 
la  prohibición  que  se  le  impuso  de  gravarlos 
o  enajenarlos,  sin  permiso  del  Gobierno, 
quedó  abolida  de  hecho,  por  el  Decreto  Nú¬ 
mero  1027 ;  que  en  ese  sentido,  suplica  que 
se  pida  directamente  al  Ministerio  de  Go¬ 
bernación  y  Justicia  el  expediente  respecti¬ 
vo,  en  el  cual  están  agregados  los  documen¬ 
tos  y  papeles  que  se  relacionan  con  su  caso, 
advirtiendo  que  la  prueba  plena  de  su  de¬ 
recho  se  basa  en  escrituras  públicas  y  en  el 
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Decreto  Número  1027,  ya  relacionado;  que 
asimismo,  pide  al  Tribunal  que  se  sirva  re¬ 
solver  en  definitiva  y  como  punto  de  dere¬ 
cho-,  las  cuestiones  puramente  administrati¬ 
vas  del  recurso  que  entabla  y  que  son  las 
siguientes :  1'’,  que  no  era  necesario  que  el 
Supremo  Gobierno  diera  licencia  al  señor 
Cardillo  para  vender  las  propiedades  situa¬ 
das  en  Puerto  Barrios ;  2^,  que  la  prohibi¬ 
ción  que  se  impuso  al  señor  Cardillo  al  do¬ 
narle  el  referido  terreno  quedó  abolida  por 
el  Decreto  Número  1027,  de  20  de  abril  de 
1920 ;  3’,  que  está  vigente  el  referido  De¬ 
creto  Número  1027,  y  en  toda  su  fuerza  le¬ 
gal  y  autoritaria;  y,  4'’,  que  es  legal  la  venta 
que  hizo  el  señor  Cardillo,  por  medio  de  su 
apoderado,  a  favor  del  recurrente  de  los 
lotes  Nos.  24  y  25,  inscritos  en  el  Primer  Re¬ 
gistro  de  la  Propiedad  Inmueble,  bajo  los 
números  73  y  74,  folio  132  y  134,  libro  1^,  de 
Izabal,  ya  que  procedió  amparado  y  autori¬ 
zado  por  el  Decreto  1027,  tantas  veces 
aludido. 

RESULTANDO  :  que  en  escrito  fecha  21 
de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  el 
señor  Castrillo  amplió  el  memorial  en  que 
interpuso  el  recurso  contencioso-administra- 
tivo,  con  el  fin  de  que  este  Tribunal,  además 
de  resolver  sobre  los  puntos  ya  expresados, 
revoque  la  resolución  del  Ministerio  de  Go¬ 
bernación  y  Justicia,  fecha  trece  de  sep¬ 
tiembre  del  año  próximo  pasado,  eij  la  cual 
dicha  Secretaría  manda  pasar  las  diligen¬ 
cias  a  la  Secretaría  de  Hacienda  y  Crédito 
Público,  a  efecto  de  que  el  Departamento  de 
Bienes  Nacionales  o  el  Agente  Fiscal  pro¬ 
mueva  las  acciones  respectivas  para  recu¬ 
perar  los  lotes  donados  al  señor  Cardillo  y 
que  se  revoque,  también,  la  providencia  fe¬ 
cha  diez  y  ocho  de  octubre  del  mismo  año, 
que  puso  término  a  la  revisión  interpuesta 
por  el  recurrente. 

RESULTANDO  :  que  en  la  presente  con¬ 
tienda,  se  excusaron  los  señores  Magistra¬ 
dos  Licenciado  don  José  A.  Medina,  por  te¬ 
ner  relaciones  de  parentesco  de  consangui¬ 
nidad,  dentro  del  cuarto  grado,  con  el  Li¬ 
cenciado  don  José  Francisco  Medina,  Abo¬ 
gado  Director  de  don  Justo  P.  Castrillo;  el 
Magistrado  don  Ramiro  Fonseca  P.,  por  ha¬ 
ber  emitido  opinión  en  las  presentes  dili¬ 
gencias,  en  su  carácter  de  Fiscal  del  Go¬ 
bierno  ;  y  el  Magistrado  don  Manuel  V.  Ma- 
rroquín  por  tener  enemistad  grave  con  el 
recurrente.  Las  tres  excusas  mencionadas 
fueron  aceptadas  por  este  Tribunal,  según 
aparece  de  los  autos  fechas  trece  y  veinti¬ 
cuatro  de  diciembre  del  año  pasado  y  siete 
de  marzo  del  año  en  curso ; 


RESULTANDO  :  que  organizado  debida¬ 
mente  este  Tribunal,  en  providencia  fecha 
veintiséis  de  marzo  próximo  pasado,  se  dió 
audiencia  al  señor  Ministro  de  Goberna¬ 
ción  y  Justicia,  por  el  término  de  tres  dias; 
y  dicho  Funcionario  la  evacuó,  en  los  tér¬ 
minos  siguientes :  “que  por  concesión  espe¬ 
cial  contenida  en  el  acuerdo  gubernativo  de 
fecha  veinte  de  enero  de  mil  novecientos 
diez  y  siete,  fueron  adjudicados  a  don  Ni¬ 
colás  Cardillo,  gratuitamente,  los  lotes  Nos. 
24  y  25  dol  Plano  de  Puerto  Barrios,  según 
escritura  que  autorizó  el  Escribano  de  Cá¬ 
mara  y  Gobierno,  el  veintiséis  del  propio 
mes,  con  la  condición^  de  que  el  concesio¬ 
nario,  no  podria  enajenarlos  ni  gravarlos, 
sin  autorización  expresa  del  Gobierno ;  que 
con  fecha  dos  de  noviembre  de  mil  nove¬ 
cientos  veintiocho,  aparece,  que  el  señor 
Cardillo  vendió  por  medio  de  apoderado,  a 
don  Justo  P.  Castrillo,  los  dos  lotes  de  re¬ 
ferencia,  que  están  inscritos  con  los  núme¬ 
ros  73  y  74j  a  los  folios  132  y  134  del  libro 
1'?,  de  Izabal,  sin  haber  llenado  previamente 
el  requisito  de  la  autorización  gubernativa; 
que  presentado  el  testimonio  de  la  escritura 
de  compraventa  al  Primer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble,  no  se  hizo  la  inscrip¬ 
ción,  fundándose  el  Registrador,  en  que  no 
se  había  cumplido  la  condición  apuntada; 
y,  habiendo  ocurrido  el  señor  Castrillo,  en 
queja  contra  el  Registrador,  el  Juzgado 
de  I"  Instancia  de  este  departamento,  este 
Tribunal,  en  auto  de  fecha  treinta  de  abril 
de  inU.  novecientos  veintinueve,  declaró  sin 
lugar  el  ocurso ;  que  el  veintinueve  de  mayo 
de  mil  novecientos  veintinueve,  don  Justo 
P.  Castrillo,  se  presentó  a  la  Secretaria  de 
Gobernación  y  Justicia  solicitando  permiso 
para  que  se  inscribera  a  su  nombre  la  es¬ 
critura  de  compra-venta  que  otorgó  a  su  fa¬ 
vor  el  representante  del  señor  Cardillo,  asi 
como  que  se  ratificara  dicha  venta,  e  invocó, 
para  el  caso,  el  Decrefo  legislativo  Número 
1027,  de  20  de  abril  de  1920;  que  como  se 
ve  claramente,  el  Decreto  Número  1027,  se 
refiere  a  terrenos  baldios,  adjudicados  por 
el  Ejecutivo,  o  ejidales  adjudicados  por  las 
Municipalidades ;  que  los  lotes  cedidos  gra¬ 
tuitamente  al  señor  Cardillo,  no  eran  bal- 
dios  ni  fueron  cedidos  por  la  Municipali¬ 
dad  ;  y  no  están,  en  consecuencia,  com¬ 
prendidos  en  los  dos  casos  señalados  por 
el  expresado  Decreto ;  que  además,  la  con¬ 
dición  estipulada  en  el  acuerdo  y  en  la  es¬ 
critura  de  adjudicación  y  que  el  señor  Car¬ 
dillo  aceptó  expresamente,  no  tiende  a  im¬ 
pedir,  de  manera  absoluta,  la  enajenación; 
quedó  sujeta  a  otra  condición;  la  de  obte¬ 
ner,  previamente,  autorización  del  Gobierno, 
cosa  que  ni  siquiera  consta  que  haya  sido 
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solicitada  por  el  adjudicatario,  antes  de  ha¬ 
cer  el  traspaso  al  señor  Castrillo ;  que  tanto 
por  las  razones  expresadas,  como  porque  ya 
habia  conocido  del  asunto  con  anterioridad, 
un  Tribunal  de  Justicia,  fundadamente  de¬ 
claró  sin  lugar  el  ocurso  contra  el  Regis¬ 
trador,  la  Secretaria  de  Gobernación  y  Jus¬ 
ticia,  en  providencia  de  trece  de  septiembre 
de  mil  novecientos  veintinueve,  denegó  la 
solicitud  del  señor  Castrillo  y  dispuso  que 
las  diligencias  pasaran  certificadas  a  la  Se¬ 
cretaria  de  Hacienda  y  Créditt^  Público,  pa¬ 
ra  que  se  hagan  las  gestiones  que  conviene, 
ante  quienes  corresponda,  por  ser  ilegal  la 
adjudicación  hecha  al  señor  Cardillo,  ya  que 
los  indicados  loteS*están  situados  en  la  zona 
que  el  Estado  se  reserva,  y  por  haberse 
violado,  por  el  adjudicatario,  la  condición  de 
no  enajenarlos  sin  autorización,  que  acep¬ 
tó  expresamente.  El  señor  Ministro  termi¬ 
na  su  informe,  pidiendo  que  se  declare  im¬ 
procedente  el  recurso  interpuesto  por  don 
Justo  P.  Castrillo. 

RESULTANDO;  que  conferida  audiencia 
al  Representante  del  Ministerio  Público,  la 
evacuó,  oponiéndose  a  la  solicitud  del  recu¬ 
rrente,  por  no  estar  comprendida  en  la  dis¬ 
posición  contenida  en  el  Decreto  legislativo 
Número  1027,  de  20  de  abril  de  1920;  y  por¬ 
que  tal  petición  habia  ya  sido^resuelta  por 
la  autoridad  del  fuero  ordinario,  ante  quien 
Castrillo  ocurrió  con  anterioridad. 

RESULTANDO:  que  en  el  expediente  ad¬ 
ministrativo  que  se  tiene  a  la  vista,  aparece 
el  escrito  de  fecha  veintinueve  de  mayo  de 
mil  novecientos  veintinueve,  en  que  Cas- 
trillo  pide  que  se  le  conceda  el  permiso 
que  procede  para  que  se  inscriba  la  escri¬ 
tura,  a  virtud  de  la  cual  compró  a  Cardillo 
los  inmuebles  que  se  han  relacionado  en 
el  curso  de  este  fallo,  y  solicita,  además, 
que  se  ratifique  en  un  todo  dicha  venta. — 
Aparecen,  también,  en  el  mismo  expediente, 
el  informe  del  Jefe  del  Primer  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  en  que  expone  las 
razones  que  tuvo  para  denegar  la  inscrip¬ 
ción  de  la  escritura  de  traslación  de  domi¬ 
nio  de  los  fundos  de  referencia,  que  otorgó 
Cardillo  a  favor  de  Castrillo,  el  informe  del 
Jefe  Pob'tico  y  Comandante  de  Armas  del 
departamento  de  Izabal  (folio  siete)  ;  el  in¬ 
forme  del  Administrador  de  Rentas  del  mis¬ 
mo  departamento  (folios  ocho)  ;  el  informe 
del  Juez  Municipal  de  Puerto  Barrios  (fo¬ 
lios  nueve):  el  informe  del  Juez  de  1®  Ins¬ 
tancia  del  departamento  de  Izabal  (folios 
once). — En  todas  esas  audiencias,  se  formu¬ 
la  oposición  a  las  pretensiones  de  Castrillo, 
excepto  en  la  del  Juez  de  1*  Instancia  de 
Izabal,  que  opina  en  el  sentido  de  que  se 


le  conceda  la  autorización  solicitada.  Co¬ 
rre  también  agregado  al  expediente  de  que 
se  viene  haciendo  referencia,  la  certificación 
del  auto  fecha  treinta  de  abril  de  mil  nove¬ 
cientos  veintinueve,  por  el  cual  se  declara 
sin  lugar  el  ocurso  interpuesto  por  Castrillo, 
contra  el  Jefe  del  Primer  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble. 

RESULTANDO  :  que  con  todos  esos  ante¬ 
cedentes,  el  veintiocho  de  agosto  de  mil  no¬ 
vecientos  veintinueve,  se  pasaron  las  dili¬ 
gencias  a  la  Fiscalía  del  Gobierno  para  su 
estudio ;  y  el  Fiscal,  Licenciado  Ramiro  Fon- 
seca  P.,  emitió  dictamen,  diciendo;  que  el 
súbdito  italiano,  Nicolás  Cardillo,  adquirió, 
a  título  gratuito,  dos  lotes  de  terreno  na¬ 
cionales,  con  la  precisa  condición,  por  él 
aceptada,  de  no  poder  gravarlos  ni  enaje¬ 
narlos,  sin  autorización  previa  del  Gobier¬ 
no  ;  que  el  señor  Cardillo  vendió  los  lotes, 
sin  haber  adquirido  la  autorización  del  caso, 
y  por  esta  razón,  no  se  hizo  a  favor  del  com¬ 
prador  la  inscripción  respectiva;  que  últi- 
mante  se  ha  presentado  el  señor  Castrillo 
solicitando  la  licencia;  pero  tal  pretensión 
es  improcedente,  porque  quien  debe  pedir 
la  autorización,  es  el  señor  Cardillo  o  su  su¬ 
cesión,  de  manera  que  para  considerar  la 
solicitud,  ha  de  hacerse  por  quien  corres¬ 
ponda. 

RESULTANDO :  que  a  continuación  de 
dicho  informe,  la  Secretaría  de  Gobernación 
y  Ju^icia  dictó,  con  fecha  trece  de  septiem¬ 
bre  de  mil  novecientos  veintinueve,  la  pro¬ 
videncia  que  literalmente  dice:  "Se  aprueba 
el  dictamen  fiscal  que  antecede;  y,  apare¬ 
ciendo  en  la  escritura  que  obra  en  este  ex¬ 
pediente,  que  el  adjudicatario  contravino  la 
condición  que  se  le  impuso,  envíense  cer¬ 
tificadas  estas  diligencias  a  la  Secretaría  de 
Hacienda  y  Crédito  Público,  para  que,  si  lo 
tiene  a  bien,  se  sirva  disponer  que  el  De¬ 
partamento  de  Bienes  Nacionales  o  el 
Agente  Fiscal,  promueva  ante  quien  corres¬ 
ponda,  las  acciones  correspondientes  para 
recuperar  los  lotes  donados,  con  tanta  ma¬ 
yor  razón,  cuanto  que  se  encuentran  en  la 
zona  que  se  reserva  el  Estado,  según  las 
leyes. — Sandoval. — José  L.  Castillo”. 

RESULTANDO  :  que  contra  la  providen¬ 
cia  transcrita,  Castrillo  interpuso  recurso  de 
revisión,  en  escrito  fecha  diez  y  seis  de 
septiembre  del  mismo  año ;  y  el  señor  Mi¬ 
nistro  dió  audiencia  al  Fiscal  del  Gobierno, 
Funcionario  que  al  llenar  su  cometido,  ex¬ 
presa  ;  que  indudablemente  Castrillo  no  ha 
estudiado  la  resolución  del  Ministerio  cuya 
revisión  ha  solicitado,  pues  ésta  no  dice, 
como  él  expresa,  que  los  dos  lotes  en  cues¬ 
tión  sean  inscritos  a  favor  del  Supremo  Go- 
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bierno ;  que  la  providencia  de  mérito,  nada 
resuelve,  pues  ésta  no  dice,  sino  que  manda, 
que  en  caso  de  haber  acción  de  nulidad  del 
contrato,  a  virtud  del  cual  adquirió  Cardillo 
los  lotes,  sea  iniciada  por  el  Departamento 
de  Bienes  Nacionales  o  el  Agente  Fiscal, 
ante  los  Tribunales  competentes ;  que  en 
tal  concepto,  la  revocatoria  es  improcedente, 
por  la  sencüla  razón  que  tiene  por  objeto 
que  se  retiren  conceptos  y  determinaciones 
que  no  se  han  vertido  ni  tomado. 

RESULTANDO  :  que  oídos  el  Consejo  de 
Estado,  esta  entidad  en  sesión  del  quince  de 
octubre  del  año  próximo  pasado;  aprobó  por 
unanimidad,  el  dictamen  que  en  su  parte  re¬ 
solutiva  dice:  "El  Consejo  de  Estado  encuen¬ 
tra  arreglado  a  las  leyes  y  a  la  convenien¬ 
cia  de  la  Nación,  lo  resuelto  por  la  Secre¬ 
taria  de  Gobernación  en  este  asunto,  con 
fecha  doce  de  septiembre  pasado ;  y,  de  con¬ 
siguiente,  no  hay  lugar  a  revisión". 

RESULTANDO :  que  con  fecha  diez  y 
ocho  del  mismo  mes,  la  Secretaria  de.  Go¬ 
bernación  y  Justicia,  dictó  la  providencia 
que,  a  la  letra,  dice:  "Se  aprueba  el  dic¬ 
tamen  que  antecede  del  Consejo  de  Estado ; 
hágase  saber  y  transcríbase  a  la.  Jefatura 
Política  de  Izabal,  para  su  conocimiento  y 
el  de  la  autoridad  municipal  de  Puerto  Ba¬ 
rrios,  y  la  Oficina  cumpla  con  la  providen¬ 
cia  de  trece  de  septiembre  anterior,  sobre 
transcripción  de  estas  diligencias  a  la  Se¬ 
cretaría  de  Hacienda  y  Crédito  PúbKco. — 
Sandoval. — José  L.  Castillo”. 

RESULTANDO:  que  están  glosadas  en 
las  diligencias  seguidas  por  Castrillo,.  ante 
la  Secretaria  de  Gobernación  y  Justicia,  las 
escrituras  que  el  veintiséis  de  enero  de-  mü 
novecientos  diez  y  siete  y  el  dos  de  no¬ 
viembre  de  mil  novecientos  veintiocho,  pa¬ 
saron,  respectivamente,  ante  los  oficios  del 
Notario  de  Cámara  y  Gobierno  y  el  Car¬ 
tulario  don  Miguel  Alfredo  Gil.  Por  el  pri¬ 
mero  de  dichos  instrumentos,  el  Agente 
Fiscal,  autoVizado  por  acuerdo  gubernativo 
fecha  20  de  enero  de  1917,  en  nombre  de 
la  Nación,  cedió  y  traspasó,  a  titulo  gratuito, 
a  favor  de  don  Nicolás  CardUlo,  dos  lotes 
ubicados  en  la  ciudad  de  Puerto  Barrios,  del 
departamento  de  Izabal,  que  se  inscribie¬ 
ron  a  favor  del  donatario,  en  el  Primer  Regis¬ 
tro  de  la  Propiedad  Inmueble,  bajo  los  nú¬ 
meros  73  y  74,  folios  132  y  134,  libro  1'',  de 
dicho  departamento.  —  Tanto  el  acuerdo 
mencionado,  como  la  escritura  de  adjudica¬ 
ción,  contienen  la  condición  expresada  de 
que  el  concesionario  no  podía  enajenar  ni 
gravar  los  referidos  inmuebles,  sin  previa 
autorización  del  Gobierno.  El  segundó  de 
dichos  instrumentos,  contiene  la  venta  que 


el  Licenciado  don  J.  Francisco  Medina,  co¬ 
mo  apoderado  general  de  don  Nicolás  Car¬ 
dillo,  otorgó  a  favor  de  don  Justo  P.  Cas- 
trillo,  al  respecto  de  ios  inmuebles  indicados. 

RESULTANDO  :  que  con  fecha  ocho  del 
corriente  mes,  se  dictó  por  este  Tribunal  la 
providencia  en  que  se  llaman  autos  con  ci¬ 
tación. 

CONSIDERANDO:  que  el  asunto  que 
motivó  el  recurso  interpuesto  por  don  Justo  , 
P.  Castrillo,  debe  resolverse  como  asunto  de 
mero  dereclfo,  tanto  por  haberlo  solicitado 
el  recurrente,  como  porque  así  procede  con 
arreglo  a  la  ley. 

CONSIDERANDO:  que  como  se  ve  del 
estudio  minucioso  de  los  autos,  la  providen¬ 
cia  dictada  por  la  Secretaría  de  Gobernación 
y  Justicia,  con  fecha  tréce  de  septiembre 
del  año  próximo  pasado,  se  limitó  a  aprobar 
el  dictamen  del  Fiscal  del  Gobierno,  en  el 
cual  se  consigna :  que  quien  debe  pedir  la 
autorización  a  que  se  contraen  las  diligencias 
seguidas  ante  dicha  Secretaría  por  el  señor 
CastriUo,  es  el  señor  Cardülo  o  sus  he¬ 
rederos. 

CONSIDERANDO  :  que  en  el  caso  de  que 
la  providencia  ministerial  indicada,  entraña¬ 
ra  la  denegatoria  de  la  solicitud  formulada 
por  Castrillo^  en  orden  a  que  se  le  conceda 
permiso  para  que  se  inscríba  a  su  favor  la 
escritura  de  propiedad  de  los  inmuebles, 
tantas  veces  expresados,  y  que  se  ratifique 
el  contrato  de  compra-venta  que  a  favor  del 
recurrente  otorgó  el  representante  del  se¬ 
ñor  Cardillo,  es  indudable  que  el  Gobierno 
de  la  República  tenía  perfecta  potestad  pa¬ 
ra  denegar  la  referida  licencia,  ya  que,  tan¬ 
to  en  el  acuerdo  gubernativo  fecha  20  de 
enero  de  1917,  como  en  la  escritura  en  que 
fueron  cedidos,  gratuitamente,  dichos  fun¬ 
dos,  el  señor  Cardillo,  se  consignó,  de  ma¬ 
nera  expresa,  la  condición  de  que  el  con¬ 
cesionario  no  podía  enajenarlos  ni  gravar¬ 
los,  sin  previa  autorización  del  Gobierno, 
cohdición  que  Cardillo  aceptó  y  que  tiene 
fuerza  obligatoria,  por  no  ser  contraria  a 
las  leyes  y  buenas  costumbres  y  no  ser 
limitativa,  en  el  sentido  absoluto,  del  de¬ 
recho  de  propiedad. 

CONSIDERANDO:  que  la  providencia 
fecha  trece  de  septiembre  del  año  próximo 
pasado,  nada  resuelve,  ni  podría  hacerlo,  en 
orden  a  invalidar  la  escritura  autorizada 
por  la  Escribanía  de  Cámara  y  Gobierno, 
con  fecha  veintiséis  de  enero  de  mü  nove¬ 
cientos  diez  y  siete,  que  contiene  el  con¬ 
trato,  a  virtud  del  que,  el  Agente  Fiscal,  a 
nombre  de  la  Nación,  cedió  y  traspasó,  a  tí¬ 
tulo  gratuito,  a  favor  de  Cardülo,  el  do- 
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minio  y  posesión  de  los  fundos  menciona¬ 
dos,  limitándose  aquella  providencia  a  con¬ 
signar  que,  habiéndose  contravenido  por  el 
adjudicatario  a  la  condición  que  se  le  im¬ 
puso,  se  envien  certificadas  las  diligencias 
respectivas,  a  la  Secretaria  de  Hacienda  y 
Crédito  Público,  para  que  si  lo  tiene  a  bien, 
se  sirva  disponer  que  el  Departamento  de 
Bienes  Nacionales  o  el  Agente  Fiscal,  pro¬ 
mueva,  ante  quien  corresponda,  las  accio¬ 
nes  respectivas  para  recuperar  los  lotes  do¬ 
nados,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que 
se  encuentran  en  la  zona  que  s#  reserva  el 
Estado,  según  las  leyes,  conceptos  que  se 
ajustan  a  la  ley,  pues  toda  persona,  natu¬ 
ral  o  jurídica,  y  cqji  mayor  motivo  el  Go¬ 
bierno  de  la  República,  que  estime  asistirle 
algún  derecho,  puede  deducirlo,  por  quie¬ 
nes,  en  la  forma  y  ante  las  autoridades  que 
corresponde. 

CONSIDERANDO:  que  el  Decreto  legis¬ 
lativo  Número  1027,  de  veinte  de  abril  de 
mil  novecientos  veinte,  levantó  la  prohibi¬ 
ción  de  gravar  o  enajenar  los  terrenos  bal¬ 
díos  y  sus  anexos  y  los  predios  ejidales  ad¬ 
judicados  o  que  en  lo  sucesivo  se  adjudi¬ 
quen  por  el  Poder  Ejecutivo  o  por  las  Mu¬ 
nicipalidades,  respectivamente;  pero  tal 
Decreto  no  comprendió,  como  lo  sostiene  el 
recurrente,  los  inmuebles  urbanos  como  son 
los  que  fueron  donados  al  señor  Cardillo,  en 
escritura  que  autorizó  el  Notario  de  Cáma¬ 
ra  y  Gobierno,  a  veintiséis  de  enero  de  mil 
novecientos  diez  y  siete. 


CONSIDERANDO:  que  de  lo  expuesto, 
se  deduce :  que  tanto  la  providencia  fecha 
trece  de  septiembre  del  año  próximo  pasa¬ 
do,  como  la  de  fecha  diez  y  ocho  de  octubre 
siguiente,  en  que  se  aprueba  el  dictamen  del 
Consejo  de  Estado,  en  el  sentido  de  que  no 
ha  lugar  a  la  revisión  de  la  primera  de 
dichas  resoluciones,  están  arregladas  a  de¬ 
recho. 

CONSIDERANDO:  que  las  demás  decla¬ 
ratorias  que  pide  el  señor  Castrillo  se  ha¬ 
gan  en  el  escrito  en  que  interpuso  el  presente 
recurso,  son  improcedentes,  ya  que  el  ar¬ 
tículo  31  del  Decreto  legislativo  Número 
1550,  establece:  que  la  sentencia  que  dicte 
el  Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrati- 
vo,  tiene  por  objeto  :  revocar,  confirmar  o  re¬ 
formar  la  resolución  administrativa  que  dió 
jorigen  al  recurso,  y  no  una  resolución  dis¬ 
tinta,  que  no  está  ceñida  a  ese  precepto. 

POR  TANTO:  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso-Administrativo,  con  apoyo  en  los  ar¬ 
tículos  V,  2'>,  31  ya  citado,  32  y  39  del  De¬ 
creto  legislativo  Número  1550;  98  y  599  del> 
Código  Civil  de  Procedimientos,  confirma 
las  providencias  recurridas  y  que  fueron 
dictadas  por  la  Secretaría  de  Gobernación 
y  Justicia  el  trece  de  septiembre  y  el  diez  y 
ocho  de  octubre  del  año  próximo  pasado. — 
No  hay  especial  condenación  en  costas. — 
Notifíquese. — Abel  Girón. — Franco.  E.  To¬ 
ledo. — -Salv.  Samayoa. — Ante  mí,  E.  Maza- 
riegos  í,. 


SECCION  DE  INFORMACION 


Se  deroga  el  Decreto  legislativo  Número  1614 

DECRETO  NUMERO  1662 

La  Asamblea  Legislativa  de  la 
República  de  Guatemala 

DECRETA : 

Articulo  único. — Se  deroga  el  Decreto  le¬ 
gislativo  Número  1614,  de  fecha  27  de  ma¬ 
yo  de  1929;  quedando  en  vigor  las  leyes  a 
las  cuales  afectó  dicho  Decreto. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 


Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  déla  Asam¬ 
blea  Legislativa :  en  Guatemala,  a  treinta  y 
uno  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta. 

JUAN  J.  ORTEGA, 

Presidente. 

FEDERICO  CARBONELL  R„ 

Secretario. 

F.  HERNANDEZ  DE  LEON, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno :  Guatemala,  cuatro  de 
junio  de  mü  novecientos  treinta. 

Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

R.  E.  SANDOVAL. 
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Reformas  al  Decreto  gubernativo  Número  923  Se  nombran  Vocales  Militares  de  la 
DECRETO  NUMERO  1642  Coiíe  Suprema  de  Justicia 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  Guatemala,  2»  de 

República  de  Guatemala  “ 


DECRETA : 

Artículo  único.  —  Apruébase  el  Decreto 
gubernativo  Número  923,  de  1'’  de  septiem¬ 
bre  de  1926,  que  reformó  el  legislativo  Nú- 
mro  1439,  referente  a  la  Profesión  de  Abo¬ 
gado,  con  las  modificaciones,  supresiones  y 
adiciones  que  a  continuación  se  expresan : 

El  párrafo  2’>  del  artículo  6“',  quedará  así: 
“Los  testigos  que  faltaren  a  la  verdad  en  sus 
declaraciones,  serán  castigados  conforme  a 
la  Ley  Penal". 

El  artículo  8'’,  deberá  adicionarse  con  el 
siguiente  párrafo :  "En  caso  contrario,  no 
podrá  repetirse  el  examen  sino  después  de 
transcurrido  un  año  del  examen  anterior”. 

En  el  artículo  10,  en  el  inciso  3'',  se  subs¬ 
tituirá  la  palabra  “gratis",  por  la  de  “gra¬ 
tuitamente”;  y  se  suprime  el  inciso  4'’. 

El  artículo  11,  quedará  así:  “Las  solici¬ 
tudes  que  se  presenten  a  las  autoridades  ju¬ 
diciales,  deberán  ser  redactadas  en  términos 
respetuosos  y  comedidos ;  contendrán  las 
prescripciones  consignadas  en  los  artículos 
480  y  542  del  Código  de  Procedimiento^  Ci¬ 
viles  ;  y  además,  la  citación  de  la  ley  en  que 
se  funden";  y. 

El  artículo  12,  se  substituye  por  el  si¬ 
guiente  :  -“Articulo  12. — Los  Abogados  que¬ 
dan  sujetos  a  las  prohibiciones  que  estable¬ 
ce  el  artículo  120  del  Código  de  Procedi¬ 
mientos  Civiles  y  a  las  sanciones  consigna¬ 
das  en  el  121  del  mismo  cuerpo  de  leyes”. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 

Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa :  en  Guatemala,  a  diez  y 
seis  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta. 

JUAN  J.  ORTEGA, 

Presidente. 


ACUERDA : 


Nombrar  V^gal  Militar  Propietario  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  de  esta  capital, 
en  concepto  de  Supremo  Consejo  de  Gue¬ 
rra,  al  General  de  División  don  Mauro  de 
León  R.,  en  substitución  dfel  General  de  Di¬ 
visión  don  Rodolfo  A.  Mendoza,  quien  fué 
nombrado  Secretario  de  Estado  en  el  Des¬ 
pacho  de  Educación  Pública. 


Comuniqúese. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Guerra, 

JUAN  B.  PADILLA. 


CHACON. 


Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  28  de 
agosto  de  1930. 

El  Presidente  de  la  República 
‘  ACUERDA: 


Nombrar  Vocal  Müitar  Suplente  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  de  esta  capital, 
en  concepto  de  Supremo  Consejo  de  Gue¬ 
rra,  al  General  de  División  don  Aurelio  F. 
Recinos,  en  substitución  del  de  igual  gra¬ 
duación,  don  Miguel  Larrave,  quien  falleció. 

Comuniqúese. 

CHACON. 


El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Guerra, 

JUAN  B.  PADILLA. 


Se  inviste  al  Jefe  del  Departamento  de  Bienes 
Nacionales,  con  las  atribuciones  de  Agente 
Fiscal  Específico. 


RAMON  CALDERON, 

Secretario. 

RAF.  CASTELLANOS  A., 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno :  Guatemala,  veinti¬ 
ocho  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta. 
Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

R.  E.  SANDOVAL. 


Casa  del  Gobierno :  Guatemala,  10  de 
septiembre  de  1930. 

El  Presidente  de  la  República, 

En  atención  a  lo  informado  por  ]a  Se¬ 
cretaria  de.  Hacienda  y  Crédito  Público,  y 
con  el  objeto  de  dar  mayor  jurisdicción  al 
Jefe  del  Departamento  de  Bienes  Naciona¬ 
les,  en  la  defensa  de  los  intereses  que  tiene 
encomendados, 
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ACUERDA : 

Investir  al  Jefe  de  dicha  Oficina,  don 
Oscar  Laguardia,  con  las  atribuciones  que 
la  Ley  da  a  los  Agentes  Fiscales  Específicos, 
para  el  mejor  cumplimiento  de  sus  fun¬ 
ciones. 

Comuniqúese. 

CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Hacienda  y  Crédito  Público, 

SAMUEL  E.  FRANCO. 

_  • 

Se  reorganiza  el  Personal  de  la  Secre¬ 
taría  de  la  Corle  Suprema  de  Justicia 

ACUERDO  N'í  25 

Guatemala,  30  de  agosto  de  1930. 

Con  vista  de  la  renuncia  presentada  por  el 
Bachiller  doh  Sarbelio  Herrera,  del  cargo 
de  Oficial  Mayor  de  la  Secretaría  de  este 
Tribunal, 


La  Corte  Suprema  de  Justicia, 
ACUERDA; 

Aceptar  la  renuncia  del  Bachiller  Herrera 
C.,  dándole  las  debidas  graci3.s  por  sus  im¬ 
portantes  servicios  prestados;  y  organizar 
el  personal  de  dicha  Secretaría  en  la  si¬ 
guiente  forma ; 

Oficial  Mayor:  Br.  don  Manuel  Pacheco 
Ramírez. 

Oficial  !<’,  don  Antonio  Mansilla  Luna. 

Oficial  2''\  Br.  don  José  Luis  Castro  V. 

Oficial  3’’,  Bachiller  don  Francisco  Iriar- 
te  Orantes. 

Oficial  4^,  don  J.  Antonio  Echeverría. 

Oficial  señorita  Elena  Sierra. 

Oficial  6'',  Br.  don  Cecilio  Mayorga  C. 

Los  nombrados  tomarán  posesión,  desde 
el  If  de  septiembre  próximo  entrante. 

Comuniqúese. 

MEDRANO. 

_  FLORES  Y  FLORES.— SERRANO  MU¬ 
ÑOZ.— PAREDES.— J.  F.  RODRIGUEZ. 

ALF.  VALLE  CALVO. 

Secretario. 


Ley  de  Imprenta,  reformada  conforme  al  Decreto 
Número  244,  fecha  30  de  abril  de  1894 


Decreto  Número  468 

Con  las  reformas  dictadas  por  la  Asam¬ 
blea  Legislativa  en  Decreto  Número  244,  fe¬ 
cha  30  de  abril  de  1894, 

JOSE  MARIA  REYNA  BARRIOS, 

PRISIDENTE  DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA, 

CONSIDERANDO: 

Que  es  una  necesidad  ineludible  de  los 
pueblos  cultos  el  uso  regular  de  la  prensa, 
como  uno  de  los  medios  más  propios  para 
difundir  las  ideas,  manifestar  las  opiniones 
y  expresar  las  tendencias  de  las  ciudadanos ; 

Que  reconocida  por  la  ley  fundamental  la 
libre  emisión  del  pensamiento,  de  una  ma¬ 
nera  absoluta  por  medio  de  la  imprenta, 
corresponde  dar  a  esa  libertad  la  amplitud 
necesaria,  pero  correlativa  con  las  demás  li¬ 
bertades  y  derechos  individuales  y  sociales, 
a  fin  de  que  sea  una  verdadera  garantía; 

Que  el  Decreto  Número  346  de  7  de  agos¬ 
to  de  1885,  contiene  algunas  omisiones  de 
importancia  que  es  del  caso  llenar  hoy ; 

POR  TANTO ; 

En  uso  de  las  facultades  de  que  estoy 
investido  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros, 


DECRETO : 

La  siguiente 

LEY  DE  IMPRENTA 

Artículo  l'í — Conforme  a  la  ley  funda¬ 
mental,  es  libre  la  emisión  del  pensamiento 
por  la  prensa,  sin  previa  censura. 

Artículo  2" — La  industria  tipográfica,  las 
oficinas  de  imprenta  y  sus  anexos,,  son  en¬ 
teramente  libres. 

Artículo  3'' — La  manifestación  de  las  ideas 
no  puede  ser  objeto  de  ninguna  inquisición 
judicial  o  administrativa,  ni  para  el  ejerci¬ 
cio  de  esa  facultad  podrá  exigirse  presta¬ 
ción  de  fianza  o  caución  de  género  alguno. 

Artículo  4'' — Para  el  ejercicio  que  recono¬ 
ce  a  todos  los  habitantes  de  la  República 
el  artículo  26  de  la  Constitución,  y  para  los 
efectos  de  la  presente  ley  reglamentaria,  se 
considera  impreso  la  manifestación  del  pen¬ 
samiento  por  medio  de  la  imprenta,  litogra¬ 
fía,  fotografía  o  por  otro  procedimiento  me¬ 
cánico  de  los  empleados  hasta  el  día,  o  que 
en  adelante  se  emplearen  para  la  repro¬ 
ducción  de  las  palabras,  signos  y  firmas  so¬ 
bre  papel,  tela  o  cualquiera  otra  materia. 
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Artículo  5'’ — Los  impresos  se  dividen  en 
libros,  folletos,  hojas  sueltas,  carteles  y  pe¬ 
riódicos. 

Tienen  también  la  consideración  de  im¬ 
presos  los  dibujos,  litografías,  grabados,  es¬ 
tampas,  medallas,  emblemas,  viñetas  y  cual¬ 
quiera  otra  producción  de  esta  índole,  cuan¬ 
do  aparezcan  solas  y  no  en  el  cuerpo  de 
otro  impreso. 

Artículo  6'' — Se  entiende  por  libro  todo 
impreso  que,  sin  ser  periódico,  reúna  en  un 
solo  volunien  más  de  cien  páginas ;  por  fo¬ 
lleto,  todo  impreso  que,  sin  ser  periódico, 
reúna  en  un  solo  volumen  más  de  ocho  pá¬ 
ginas  y  menos  de  cien;  por  hoja  suelta,  todo 
impreso  que,  sin  ser  periódico,  no  exceda  de 
ocho  páginas ;  y  cartel,  todo  impreso  desti¬ 
nado  a  fijarse  en  sitios  o  lugares  púbUcos. 

Artículo  T’ — Se  entiende  por  periódico, 
toda  serie  de  impresos  que  salgan  a  luz, 
con  título  constante,  una  o  más  veces  al 
día ;  o  por  intervalos  de  tiempos  regulares  o 
irregulares.  Los  suplementos  o  números  ex¬ 
traordinarios  se  entenderán  también  com¬ 
prendidos  en  esta  definición,  para  los  efec¬ 
tos  de  ley. 

Artículo  8'’ — Se  entiende  publicado  un  im¬ 
preso  cuando  se  hayan  extraído  más  de  seis 
ejemplares  del  mismo  del  establecimiento 
en  que  se  haya  hecho  la  impresión. 

Los  carteles  se  entienden  publicados 
desde  el  momento  en  que  se  fije  alguno  en 
cualquier  paraje  público.  ( 

Artículo  9'’ — La  representación  de  todo 
periódico  ante  las  autoridades  y  Tribunales, 
corresponde  al  Director  del  mismo,  y  en  su 
defecto,  al  propietario  de  aquél  o  de  la  im¬ 
prenta;  sin  perjuicio  de  las  responsabilida¬ 
des  que  puedan  tener  otras  personas  como 
autoras  de  los  escritos. 

Artículo  10. — Suprimido. 

Artículo  11. — Todo  periódico  está  obliga¬ 
do  a  insertar  las  aclaraciones,  rectificacio¬ 
nes  y  explicaciones  que  le  sean  dirigidas  por 
la  autoridad,  corporación  o  particular  que  se 
creyeren  ofendidos  por  alguna  publicación 
hecha  en  el  mismo  o  a  quien  se  hubieren 
atribuido  hechos  falsos  o  desfigurados. 

El  escrito  de  aclaración  o  rectificación  a 
que  se  refiere  el  párrafo  anterior,  se  inser¬ 
tará  en  el  primer  número  que  se  publique 
a  contar  del  día  en  que  se  reciba  la  acla¬ 
ración  o  rectificación,  en  plana  y  columna 
iguales ;  y  con  el  mismo  tipo  de  letra  que  los 
en  que  se  publicó  el  articulo  o  suelto  que  lo 
motive;  siendo  gratuita  la  inserción,  siem¬ 
pre  que  se  circunscriba  al  objeto  de  la  acla¬ 
ración  o  rectificación. 

Artículo  12. — El  derecho  a  que  se  refiere 
el  precedente  artículo  podrá  ejecutarse  por 
tos  cónyuges,  padres,  hijos  o  hermanos  de 


la  persona  agraviada  en  caso  de  ausencia, 
imposibilidad  o  autorización;  y  por  los  mis¬ 
mos  y  además,  por  los  herederos  cuando  el 
agraviado  hubiere  fallecido. 

Artículo  13. — Si  el  comunicado  de  que  se 
trata  no  se  insertare  en  el  plazo  y  condicio¬ 
nes  que  fija  el  artículo  11,  podrá  el  fun¬ 
cionario  o  particular  demandar  el  pago  de 
una  multa  de  cincuenta  pesos,  aplicables  a 
los  fondos  municipales,  al  infractor,  que  se¬ 
rá  condenado  a  ello  por  la  autoridad  polí¬ 
tica  departamental,  sin  perjuicio  de  hacer  la 
inserción  en  la  primera  plana  y  columna 
del  mismo  periódico,  bajo  la  propia  pena 
pecuniaria,  en  caso  de  obstinación  en  el 
cumplimiento  del  precepto  legal  ya  indica¬ 
do,  condenándosele,  además,  a  sufrir  dos 
meses  de  arresto  menor,  inconmutables, 
condena  que  se  publicará  a  costa  del  penado 
en  otro  periódico. 

Artículo  14. — En  toda  publicación  perió¬ 
dica,  el  artículo  de  fondo,  los  sueltos  de 
gacetilla,  remitidos  y  anuncios  escritos  o 
dados  a  la  prensa  por  persona  extraña  a  la 
dirección  o  redacción  responsable,  serán  cu¬ 
biertos  con  la  firma  auténtica  del  autor  o 
autores,  que  deben  ser  siempre  conocidos  y 
capaces  de  responsabiUdad  legal  de  otra 
suerte,  lo  mismo  que  por  los  demás  escri¬ 
tos  que  contenga  el  periódico,  serán  respon¬ 
sables  los  editores  o  bien  los  dhieños  de  la 
imprenta,  donde  se  haya  hecho  la  tirada, 
como  únicos  y  verdaderos  autores  de  tales 
escritos. 

Artículo  15. — Toda  publicación  o  impreso 
de  cualquiera  condición  que  fuere,  deberá 
llevar  el  nombre  del  éditor  responsable,  el 
de  la  imprenta  donde  se  haya  hecho  la  edi¬ 
ción  y  la  fecha  de  ésta. 

Articulo  16. — Los  dueños  de  imprenta  o 
directores  responsables  de  ella,  deberán  exi¬ 
gir  en  todo  escrito,  la  firma  de  su  autor; 
de  otra  suerte,  aquellos  conjuntivamente  se¬ 
rán  responsables  por  los  escritos  que,  sin 
tener  tal  requisito,  sean  declarados  justicia¬ 
bles  por  el  Jurado;  llevando  también  la  mis¬ 
ma  responsabilidad  cuando  la  persona  auto¬ 
ra  resulte  no  ser  conocida  o  no  ser  legal¬ 
mente  capaz  de  responder;  o  que  se  haya 
prestado  para  cubrir  con  su  firma  escrito 
ajeno. 

Artículo  17. — (Suprimido). 

Artículo  18. — (Suprimido). 

Artículo  19. — Todo  original  deberá  con¬ 
servarse  en  el  archivo  de  la  respectiva  im¬ 
prenta  por  seis  meses,  desde  la  impresión 
de  aquél.  No  podrá  usarse  de  los  origina¬ 
les  contra  la  voluntad  del  autor,  sino  para 
presentarlos  ante  los  Tribunales,  cuando  és¬ 
tos  los  reclamen,  o  en  defensa  del  impresor, 
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editor  o  dueño  de  la  imprenta,  cuando  pre¬ 
tendan  eximirse  de  la  responsabilidad  que 
pueda  afectarles  por  la  publicación. 

Articuló  20. — Se  consideran  publicaciones 
clandestinas ; 

Todas  las  que  no  lleven  pie  de  imprenta 
o  lo  tengan  supuesto.  Al  autor  y  editor  de 
una  publicación  clandestina  que  sea  de¬ 
clarada  punible,  se  impondrá,  por  sólo  esa 
circunstancia,  la  pena  inconmutable  de  dos 
meses  de  arresto  menor,  sin  perjuicio  de  las 
demás  responsabilidades  ajque  diere  lugar 
el  escrito. 

Articulo  21. — La  reproducción,  introduc¬ 
ción  y  circulación  de  dibujos,  litografías, 
fotografías,  gAbados,  estampas,  medallas, 
emblemas,  viñetas  y  cualesquiera  otras  pro¬ 
ducciones  de  esta  índole,  y  las  de  folletos, 
hojas  sueltas  y  periódicos  impresos  en  el  ex¬ 
tranjero  que  contengan  injurias,  calumnias 
o  relaciones  obscenas,  que  sean  justiciables 
según  esta  ley,  hacen  contraer  responsabi¬ 
lidad  como  autora  a  la  persona  que  en  el 
país  efectuaré  la  reproducción,  circulación, 
o  haya  originado  la  introducción  de  aquéllos. 

Artículo  22. — Los  escritos  dados  al  público 
por  medio  de  multigrama,  deberán  conte¬ 
ner  las  propias  condiciones  que  los  impre¬ 
sos,  y  quedarán  sujetos,  en  todo,  a  la  pre¬ 
sente  ley. 

Artículo  23. — La  firma  qfle  se  exige  para 
cubrir  los  escritos  que  se  den  a  la  prensa, 
deberá  ser  auténtica;  sin  admitirse,  por  lo 
tanto,  las  consignadas  por  medio  de  facsí¬ 
miles. 

Artículo  24. — Todo  autor  o  editor  que  no 
sea  guatemalteco,  queda  expresa  y  termi¬ 
nantemente  sujeto  a  las  prescripciones  de 
esta  ley,  sin  tener  derecho  a  reclamación 
alguna. 

Artículo  25. — Los  escritos  impresos,  en  lo 
que  se  refiera  a  responsabilidades  que  pue¬ 
dan  originar,  se  dividen  en  punibles  y  no 
punibles. 

Artículo  26. — Son  punibles : 

1’ — Las  publicaciones  sediciosas ; 

2" — Las  publicaciones  que  contengan  ca¬ 
lumnias  o  injurias  representadas  de  cual¬ 
quiera  de  las  maneras  que  se  han  indicado 
en  la  presente  ley ;  y, 

3'’ — Las  obscenas. 

Artículo  27. — Son  sediciosos  los  escritos 
que  concitan  los  ánimos,  aconsejando  o  insi¬ 
nuando  el  empleo  de  la  fuerza  para  con¬ 
trariar  las  leyes,  desobedecer  a  las  autorida¬ 
des  constituidas  o  para  trastornar  de  cual¬ 
quier  modo  el  orden  público. 

Artículo  28. — Son  calumniosas  las  publi¬ 
caciones  que  contienen  falsas  imputaciones 
de  un  delito  de  los  que  dan  lugar  a  proce¬ 
dimiento  de  oficio. 
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Artículo  29. — Son  injuriosas  las  publica¬ 
ciones  que  de  cualquier  manera  ataquen  la 
honra  y  la  reputación  de  las  personas,  ya 
naturales  o  jurídicas,  o  bien  las  que  atraen 
el  menosprecio  de  la  sociedad. 

Artículo  30. — Son  obscenos  los  escritos 
que  ofendan  la  decencia  y  el  pudor  públicos. 

Artículo  31. — (Suprimido). 

Artículo  32. — (Suprimido). 

Artículo  33. — La  calumnia  y  la  injuria  con¬ 
tra  funcionarios  públicos  por  actos  pura¬ 
mente  oficiales,  no  constituyen  delito. 

Artículo  34. — Los  autores  y  en  su  caso  los 
editores  o  dueños  de  imprenta,  sufrirán  por 
los  escritos  calificados  de  sediciosos,  la  pe¬ 
na  de  dos  años  de  prisión  correccional,  con¬ 
mutables  en  sus  dos  terceras  partes,  a  razón 
de  dos  reales  a  cinco  pesos  diarios,  según 
las  circunstancias  pecunirias  del  reo;  pero 
para  efectuar  la  conmutación,  deberá  pro¬ 
ceder  al  afianzamiento  o  el  pago  de  las  res¬ 
ponsabilidades  civiles. 

Artículo  35. — Los  autores  de  escritos  ca¬ 
lumniosos  sufrirán  la  pena  de  un  año  de 
aresto  mayor,  cuando  se  imputare  un  delito 
grave,  y  la  de  seis  meses  si  se  imputare  un 
delito  menos  grave,  conmutable  en  el  pri¬ 
mer  caso  en  sus  dos  terceras  partes  y  en  el 
segundo  en  su  totalidad,  a  razón  de  dos  rea¬ 
les  a  cinco  pesos  diarios,  según  las  circuns¬ 
tancias  pecuniarias  del  reo  y  previo  el  pago 
o  afianzamiento  de  las  responsabilidades 
civiles. 

Artículo  36. — Los  autores  y,  en  su  caso, 
los  editores  o  dueños  de  imprenta,  por  los 
escritos  injuriosos  que  contengan  cuales¬ 
quiera  de  las  circunstancias  que  señala  el 
artículo  338  del  Código  Penal,  sufrirán  la 
pena  de  un  año  de  arresto  mayor,  conmuta¬ 
ble  en  su  totalidad,  a  razón  de  dos  reales 
a  cinco  pesos  diarios,  según  las  circunstan¬ 
cias,  Las  injurias  leves,  según  el  párrafo 
2‘’  del  artículo  140  del  Código  Penal  Común, 
serán  penadas  con  cuatro  meses  de  arresto 
menor,  conmutables  en  su  totalidad,  a  razón 
de  dos  reales  a  cinco  pesos  diarios. 

Artículo  37. — Son  circunstancias  atenuan¬ 
tes  en  los  delitos  de  imprenta,  la  2’,  3*,  5*, 
8»  y  9®  de  las  consignadas  en  el  artículo  21 
del  Código  Penal  Común. 

Artículo  38. — Son  circunstancias  agravan¬ 
tes,  las  2®,  8®,  9®,  13  y  15  de  las  que  señala 
el  artículo  22  del  Código  Penal  Común. 

Artículo  39. — En  la  imposición  de  las  pe¬ 
nas,  se  observarán  los  preceptos  establecidos 
en  el  parráfo  3®,  Título  3®,  libro  1®  del  Có¬ 
digo  Penal  Común. 

Artículo  40. — La  responsabilidad  por  de¬ 
litos  o  faltas  de  imprenta,  se  extingue,  se- 
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gún  las  disposiciones  del  titulo  6'^,  libro  1" 
del  Código  Penal ;  pero  la  acción  penal  pres¬ 
cribe  a  los  sesenta  dias. 

A^rticulo  41, — La  falta  de  cumplimiento  de 
los  preceptos  contenidos  en  el  artículo  16 
de  esta  Ley,  será  penada  con  cuatro  meses 
de  arresto  menor,  conmutables  en  su  mitad, 
a  razón  de  uno  a  cinco  pesos  diarios. 

Articulo  42. — (Suprimido). 

Artículo  43. — ^En  las  causas  por  delitos  re¬ 
ferentes  a  los  hechos  a  que  aluden  los 
artículos  27  y  30  de  la  presente  ley,  será  par¬ 
te  en  I'*  Instancia  el  Agente  Fiscal;  y  en  2’, 
el  Fiscal  de  la  Sala  que  corresponda.  Tam¬ 
bién  será  parte  el  Agente  Fiscal  en  los  de¬ 
litos  contra  un  Agente  Diplomático,  si,  a  so¬ 
licitud  de  éste,  así  lo  pidiere  el  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores. 

Artículo  44. — (Suprimido). 

Artículo  45. — Los  delitos  y  faltas  de  im¬ 
prenta  serán  juzgados  sin  distinción  de  fue¬ 
ro,  por  un  jurado  que  conozca  del  hecho, 
y  declare  si  éste  constituye  delito  o  falta ;  en 
caso  afirmativo,  entrará  a  conocer  el  Juez 
de  1*  Instancia  que  deba  imponer  la  pena. 

Para  formar  el  tribunal  de  que  habla  el 
presente  artículo,  se  elegirán  cuarenta  jura¬ 
dos  para  la  capital  y  veintiuno  para  cada  po¬ 
blación  donde  haya  imprenta ;  serán  elegi¬ 
dos  popular  y  directamente  por  los  habi¬ 
tantes  del  municipio  el  20  de  marzo  de  cada 
año,  ante  una  Comisión  Municipal,  compues¬ 
ta  de  un  Alcalde,  un  Regidor  y  dos  vecinos, 
debiendo  convocarse  a  elecciones  con  ocho 
días  de  anticipación  y  quedando  nombrados 
los  que  obtengan  mayoría  relativa  de  votos. 

Artículo  46. — Los  electores  y  elegidos  pa¬ 
ra  jurados  deberán,  en  la  elección,  estar  su¬ 
jetos  a  Iqs  leyes  sobre  elecciones  municipa¬ 
les,  a  cuya  reglamentación  ajustará  la  Co¬ 
misión  electoral  sus  procedimientos,  dando 
cuenta  del  resultado  al  Ayuntamiento,  al  Juz¬ 
gado  de  1'  Instancia  y  a  la  Jefatura  Política 
respectivos.  La  Municipalidad  declarará 
electos  a  los  que  legalmente  hayan  obtenido 
mayoría  relativa  de  votos  y  les  comunicará 
su  nombramiento. 

47. — Si  apareciere  un  impreso  publicado 
en  algún  departamento  donde  no  se  hubiere 
hecho  elección  de  Jurados  y  el  impreso  fue¬ 
re  denunciado,  el  juicio  debe  seguirse  en  el 
departamento  donde  lo  hubiere. 

Artículo  48. — En  el  caso  del  artículo  ante¬ 
rior,  se  seguirá  el  juicio  en  el  departamento 
más  inmediato  al  en  que  se  hizo  la  publica¬ 
ción  que  dé  origen  a  aquél,  sin  que  las  par¬ 
tes  puedan  declinar  jurisdicción  en  lo  que 
se  refiere  al  Tribunal  que  juzgue  del  hecho; 
pero  la  pena  será  impuesta  por  el  Juez  del 
departamento  donde  se  publicó  el  escrito; 


y  al  efecto,  a  él  dará  cuenta  con  su  vere¬ 
dicto  el  Jurado  que  haya  conocido  del 
asunto. 

Artículo  49. — Para  ser  Jurado  se  requiere: 

1’ — Ser  mayor  de  edad ; 

2" — Estar  en  el  goce  de  la  ciudadanía 
guatemalteca; 

3'' — Saber  leer  y  escribir ; 

4" — No  pertenecer  al  estado  eclesiástico; 

5" — No  ser  empleado  púbUco  ; 

6" — Tener  titulo  profesional,  industrial, 
arte  u  oficio  íionesto,  o  renta  que  le  produz¬ 
ca  la  vida; 

7" — No  ser  müitar  en  servicio  activo. 

Artículo  50. — Ningún  individuo  que  reúna 
las  condiciones  expresadas  en  el  artículo 
anterior,  podrá  excusarse  del  cargo  de  Ju¬ 
rado,  a  no  ser  que  tenga  impedimento  físico 
legalmente  comprobado,  a  juicio  de  la  Mu¬ 
nicipalidad  o  una  de  las  causas  que  eximen 
de  los  cargos  públicos,  comprobada  legal¬ 
mente,  a  juicio  de  la  misma  Corporación. 

Articulo  51. — Los  jurados,  durarán  un  año 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Artículo  52. — Sólo  podrá  recusarse  a  los 
jurados  por  las  causas  que  explica  el  ar¬ 
tículo  66  del  Código  de  Procedimientos  Ci¬ 
viles.  La  recusación  se  interpondrá  por  es¬ 
crito  ante  el  Juez,  se  expresará  la  causa  en 
que  se  fundq  y  se  acompañará  constancia 
de  haberse  depositado  en  la  receptoría  de 
Fondos  de  Justicia,  diez  pesos  por  cada  Ju¬ 
rado  que  se  recuse.  No  están  obligados  a 
este  depósito  el  Agente  Fiscal  y  los  que 
acompañen  certificación  de  estar  auxilia¬ 
dos  como  pobres ;  pero  respecto  de  estos 
últimos,  si  se  declara  inadmisible  la  recu¬ 
sación  o  que  no  se  probó  la  causa  en  que  se 
funda,  se  impondrá  al  recusante  la  pena  de 
diez  días  de  prisión  por  cada  Jurado  que 
se  recuse. 

Artículo  53. — Si  la  recusación  no  se  fun¬ 
dare  en  causa  legal,  el  Juez,  desde  luego, 
la  declarará  inadmisible  y  que  el  recusante 
perdió  la  suma  depositada,  o  que  debe  su¬ 
frir  la  pena  de  prisión  en  su  caso. 

Artículo  54. — Si  la  recusación  se  funda  en 
causa  legal  y  se  justifica  haberse  hecho  el 
depósito,  o  que  el  recusante  está  auxiliado 
como  pobre,  o  fuere  el  Agente  Fiscal,  el 
Juez  pedirá  informe  al  Jurado;  y  si  fuere 
necesario,  recibirá  el  punto  a  prueba  por 
un  término  que  no  exceda  de  seis  dias,  y 
con  su  resultado  resolverá  lo  que  corres¬ 
ponda  en  justicia.  Esta  decisión  como  en 
el  artículo  anterior,  es  inapelable. 

Artículo  55.  —  Si  se  declara  probada  la 
causa  de  la  recusación,  se  madará  devolver 
el  depósito  y  hacer  el  sorteo  para  reponer  a 
la  persona  recusada.  Si  la  resolución  fue¬ 
re  en  sentido  contrario,  quedará  hábil  el 
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Jurado,  perderá  el  recusante  el  depóstio,  o 
se  le  impondrá  la  pena  de  prisión,  en  su 
caso. 

Articulo  56. — Cuando  alguna  persona  na¬ 
tural  o  jurídica,  creyéndose  ofendida  por 
algún  impreso,  quisiere  acusar  al  autor  o 
al  individuo  responsable  de  aquella  publi¬ 
cación,  se  presentará  por  escrito  ante  el  Juez 
de  1’  Instancia  en  memorial  que  contendrá 
los  siguientes  requisitos : 

l'í — La  designación  del  Juez  ante  quien 
se  presenta;  • 

2" — Los  nombres  del  autor  o  demandado ; 

3'' — Copia  literal  de  las  palabras,  cláusulas 
o  conceptos  que  qpnstituyen  el  delito  o  fal¬ 
ta,  acompañando  el  impreso  respectivo ; 

4" — La  cita  de  la  ley  o  leyes  penales  in¬ 
fringidas  ;  y, 

5'’-r-El  castigo  y  responsabilidad  criminal 
que  se  pretenta  contra  el  demandado. 

Articulo  57. — El  Juez  de  1’  Instancia  ci¬ 
tará  dentro  de  un  término  que  no  pase  de 
cuarenta  y  ocho  horas  al  acusador  y  al  acu¬ 
sado,  para  que  presencien  el  sorteo  de  cinco 
jurados,  que  se  verificará  ante  el  Secretario 
del  Juzgado.  Si  llegada  la  hora  que  se  de¬ 
signó  no  comparecieren  los  citados  o  alguno 
de  los  dos,  se  verificará  el  sorteo. 

Articulo  58. — Si  el  signatario  de  la  publi¬ 
cación  se  presentare  en  cualquier  estado  de 
la  causa,  antes  del  veredicto,  y  reuniere  las 
condiciones  que  se  expresan  en  el  articulo 
16,  con  él  se  continuará  el  proceso  en  el 
estado  en  que  se  halle  y  sin  poderse  re¬ 
troceder. 

Articulo  59. — Si  el  que  apareciere  como 
signatario  del  impreso  denunciado,  negare 
Ku  firma,  el  acusador  o  el  dueño  del  estable¬ 
cimiento  tipográfico  que  hubiere  presentado 
la  firma  negada  podrá  comprobarla  ante  el 
Jurado,  concediéndose,  al  efecto,  tres  dias 
probatorios,  para  aducir  las  justificaciones 
que  sean  admisibles  por  las  leyes  de  proce¬ 
dimientos,  y  si  fuere  comprobada,  recaerá  la 
responsabilidad  sobre  la  persona  que  negó 
su  firma. 

Artículo  60. — Si  en  el  escrito  falta  alguno 
de  los  tres  primeros  requisitos  expresados 
en  el  artículo  56,  el  Juez  lo  rechazará  de 
plano,  sin  ulterior  recurso. 

Artículo  61. — Los  jurados  que  hayan  sido 
sorteados,  concurrirán  a  la  hora  que  el  Juez 
de  1’  Instancia  les  designe;  en  caso  de  fal¬ 
ta,  el  mismo  funcionario  les  impondrá,  poi¬ 
cada  vez  que  dejaren  de  concurrir,  una  mul¬ 
ta  que  no  baje  de  cinco  pesos  ni  exceda  de 
veinte,  a  no  ser  que  tengan  impedimento  fí¬ 
sico  o  moral  que,  a  juicio  del  Juez,  los  inha¬ 
bilite,  pero  si  el  impedimento  fuere  absoluto, 
se  repondrá  el  Jurado  por  nuevo  sorteo, 


Artículo  62. — Organizado  el  Tribunal,  los 
cinco  Jurados,  elegirán,  entre  ellos,  un  Pre¬ 
sidente,  y  el  Juez  de  1*  Instancia  recibirá  a 
cada  uno  la  promesa  solemne  de  proceder 
conforme  al  dictamen  de  su  conciencia. 

Artículo  63. — El  Juez  designará  día  y  ho¬ 
ra  para  la  vista,  citándose  a  los  jurados  y 
a' los  interesados,  dentro  de  un  término  que 
no  pase  de  cuarenta  y  ocho  horas. 

Articulo  64. — En  el  acto  de  la  vista,  que 
será  pública,  el  acusador,  su  representante 
o  Abogado  o  el  Agente  Fiscal,  en  su  caso, 
podrán  alegar,  por  escrito  o  de  palabra,  am¬ 
pliando  los  conceptos  de  la  demanda;  y  el 
reo  o  su  Abogado,  podrá  contestar  de  la 
misma  manera. 

Articulo  65. — Concluidos  estos  alegatos, 
sólo  será  permitido  al  demandante  tomar  la 
palabra  para  hacer  alguna  rectificación,  y 
al  demandado  para  contestar  algún  con¬ 
cepto  que  esté  contenido  precisamente  en 
la  rectificación. 

Artículo  66. — Terminada  así  la  vista,  los 
jurados  discutirán  a  solas  el  asunto,  hasta 
que  una  mayoría  absoluta  esté  de  acuerdo 
en  la  resolución  que  deba  dictarse. 

Artículo  67. — La  resolución  de  que  habla 
el  artículo  anterior,  puede  ser  definitiva  o 
contraerse  a  la  recepción  de  una  prueba  y 
en  este  caso,  la  prueba  deberá  rendirse 
dentro  de  tres  días  ante  el  mismo  Jurado. 

Artículo  68. — Si  no  hubiere  pruebas  que 
recibir  o  transcurridos  los  tres  días  de  que 
habla  el  artículo  anterior,  el  Jurado  dictará 
su  veredicto. 

El  veredicto  debe  limitarse  a  estas  pala¬ 
bras,  si  el  asunto  fuere  grave ;  "hay  delito” 
o  "no  hay  delito”. 

Si  la  acusación  fuere  por  falta,  debe  de¬ 
cirse:  “hay  falta”  o  “no  hay  falta”. 

Siempre  que  se  declare  haber  delito  o 
falta,  deberán  indicarse  las  circunstancias 
atenuantes  o  agravantes  que  existan,  a  jui¬ 
cio  de  los  jurados. 

Artículo  69. — El  veredicto  se  extenderá  en 
el  acto,  en  la  causa  que  se  haya  instruido, 
V  se  firmará  por  los  cinco  jurados,  ponién¬ 
dose  razón  de  los  que  no  hayan  votado  de 
la  misma  manera,  la  cual  será  firmada  tam¬ 
bién  por  todos. 

Artículo  70. — Si  el  veredicto  fuere  absolu¬ 
torio.  el  Juez  de  D  Instancia  se  limitará  a 
notificarlo  a  los  interesados ;  pero  si  fuere 
condenatorio,  el  Juez,  previa  citación  para 
definitiva,  impondrá  al  reo  en  la  misma 
audiencia,  la  pena  que  corresponda,  según  la 
ley,  quedando  éste,  desde'  luego,  reducido  a 
prisión,  a  no  ser  que  se  le  hubiere  permitido 
conmutar  toda  la  pena  y  que  pague  inme¬ 
diatamente  la  suma  que  corresponda. 
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Artículo  71. — El  que  fuere  condenado,  tie¬ 
ne  derecho  a  apelar  ante  la  Sala  de  la  Corte 
de  Justicia  que  corresponda,  en  el  término 
de  tres  días,  contados  desde  la  última  no¬ 
tificación  del  veredicto.  En  este  caso,  pue¬ 
de  ser  excarcelado,  bajo  fianza,  siempre 
que  presente  un  fiador  abonado,  que  garan¬ 
tice  suficientemente  su  responsabilidad,  a 
juicio  del  juez,  con  la  suma  que  éste  designe. 

Artículo  72. — Remitido  el  proceso  a  la  Sa¬ 
la,  ésta  designará  día  para  la  vista,  y  oyen¬ 
do  previamente  a  las  partes  o  a  sus  apode¬ 
rados  que  concurrieren,  dictará  el  fallo. 

Artículo  75. — El  fallo  de  que  habla  el  ar¬ 
tículo  anterior,  debe  limitarse  a  la  pena  que 
haya  impuesto  el  Juez  de  derecho,  sin  poder, 
en  ningún  caso,  alterar  lo  resuelto  por  el 
Jurado. 

Artículo  74. — Contra  el  fallo  de  2*  Instan¬ 
cia  no  hay  más  recurso  que  el  de  casación, 
en  los  casos  a  que  se  refieren  los  artículos 
1868  y  1869  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles. 

Artículo  75. — El  Tribunal  de  Casación  fa¬ 
llará  inmediatamente  que  se  verifique  la 
vista. 


Artículo  76. — Las  multas  a  que  se  refiere 
esta  ley,  se  harán  efectivas  por  la  vía  de 
apremio. 

Artículo  77. — Quedan  derogadas  las  dis¬ 
posiciones  emitidas  con  anterioridad  sobre 
delitos  de  imprenta. 

Artículo  78. — (Suprimido). 

Dado  en  el  Palacio  del  Gobierno :  en  Gua¬ 
temala,  a  diez  y  siete  de  febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro. 

JOSE  MARIA  REYNA  BARRIOS. 

£1  Secretario  de  Estacó  en  el  Despacho 
de  iDstrucción  Pública, 

MANUEL  CABRAL. 

£1  Secretario  de  Astado  en  el  Despacho 
de  Hacienda  y  Crédito  Público, 

SALVADOR  HERRERA. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Relaciones  Exteriores, 

RAMON  A.  SALAZAR. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Fomento, 

J.  M.  GONZALEZ. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

MANUEL  ESTRADA  C. 


LEV  DE  SANEAMIENTO 

í 


DECRETO  NUMERO  1660 

€ 

La  Asamblea  Legislativa  de  la 
República  de  Guatemala, 

CONSIDERANDO: 

Que,  para  mayor  eficacia  de  la  obra  de  sa¬ 
neamiento  de  la  República,  deben  regla¬ 
mentarse  convenientemente  tanto  la  acción 
gubernativa,  como  la  municipal  y  la  de  los 
particulares; 

POR  TANTO; 

DECRETA : 

La  siguiente 

Ley  de  Saneamiento  de  la  Repú¬ 
blica  de  Guatemala, 

propuesta  por  el  Ejeutivo,  y  que,  con  las 
modificaciones  hechas  por  la  Asamblea, 
queda  así : 

TITULO  I 

Disposiciones  generales 

Artículo  1'’ — Todos  los  trabajos  y  obras 
de  saneamiento,  sin  excepción  alguna,  de 
poblados  y  campos,  así  como  las  de  los  la¬ 
gos,  lagunas,  ríos,  pantanos  y  terrenos  pan¬ 


tanosos,  se  consideran  como  de  utilidad  y 
necesidad  púbhcas,  y  por  consiguiente,  de 
obligatoria  ejecución.  Corresponde  al  Go¬ 
bierno  de  la  República  velar  por  que  estos 
trabajos  se  hagan  y  conserven  en  bien  de 
la  comunidad  y  conforme  a  lo  mandado  en 
la  presente  Ley. 

Artículo  2’> — Todo  aquel  que  perjudique  o 
altere  los  trabajos  y  obras  de  saneamiento, 
deliberadamente  o  no,  será  penado  con  una 
multa  de  QIO  a  QlOO,  que  ingresarán  a  los 
fondos  generales  de  Salubridad,  sin  perjui¬ 
cio  de  que  se  le  deduzcan  las  responsabili¬ 
dades  conforme  al  Código  Penal,  en  los  ca¬ 
sos  que  así  proceda. 

En  caso  de  insolvencia  del  culpable,  se 
aplicará  el  artículo  45  del  Código  Penal. 

TITULO  II 

Trabajos  de  saneamiento  antipaládico 

Artículo  3’ — Las  obras  y  trabajos  de  sa¬ 
neamiento  antipalúdico  son  de  primera  y  se¬ 
gunda  categorías : 

a)  Son  de  primera  categoría,  las  obras  de 
saneamiento  antipalúdico  que  tienen  venta¬ 
jas  higiénicas  y  económicas  de  manifiesto 

(1)  Las  multas,  conmutas  y  toda  estimación  en  moneda  se 
multiplican  por  veinte,  conforme  el  Decreto  legislativo  1196  de 
mayo  de  1922. 
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interés  social  o  que  reportan  ventajas  sani¬ 
tarias  para  poblados  de  importancia,  sean 
urbanas  o  rurales ;  y, 

b)  Son  de  segunda  categoría  las  demás. 

Artículo  4'' — Ninguna  obra  o  trabajo  de 
saneamiento  de  los  expresados  en  el  artículo 
anterior,  puede  ser  clasificado  y  declarado 
como  de  primera  categoría,  sino  por  acuerdo 
del  Poder  Ejecutivo,  previa  información  de 
la  Dirección  General  de  Sanidad,  con  dic¬ 
tamen  de  la  Sección  de  Ingeniería  Sanitaria. 

Artículo  5'’ — Los  proyectos  3e  saneamien¬ 
to  de  zonas  clasificadas  como  de  primera  ca¬ 
tegoría,  serán  elaborados  por  la  Sección 
de  Ingeniería  Saftitaria  de  la  Dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad. 

Cuando  se  trate  de  trabajos  de  saneamien¬ 
to,  promovidos  por  consorcios  o  asociaciones 
particulares,  como  lo  previene  el  artículo 
6'',  estos  proyectos  pueden  ser  elaborados 
por  técnicos  particulares  del  consorcio  o  aso¬ 
ciación,  pero  tendrán  que  ser  sometidos  a  la 
aprobación  del  Ministerio  respectivo,  pre¬ 
vio  dictamen  de  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad  y  oída  la  Sección  de  Ingeniería  Sa¬ 
nitaria. 

Artículo  6'' — Los  dueños  de  terrenos  pan¬ 
tanosos  pueden  reunirse  en  asgciación  o  cen¬ 
sorio  para  promover  su  saneamiento  y  so¬ 
licitar  del  Gobierno  la  declaración  de  obra 
como  de  primera  categoría,  la  cual  podrá 
concederse  previa  la  necesaria  investigación 
y  oido  el  dictamen  de  la  Sección  de  Inge¬ 
niería  Sanitaria  adscrita  a  la  dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad. 

Artículo  V — Cuando  por  iniciativa  del  Po¬ 
der  Ejecutivo  se  haya  declarado  como  de 
primera  categoría,  una  obra  o  trabajos  de 
saneamiento  de  terrenos  pantanosos,  el  mis¬ 
mo  Poder  Ejecutivo  podra  disponer  también, 
mediante  acuerdo  que  dicte,  la  formación 
obligatoria  de  la  asociación  o  consorcio  co¬ 
rrespondiente,  para  llevar  a  cabo  el  sanea¬ 
miento  y  proveer  a  su  conservación.  En  es¬ 
te  caso,  señalará  un  término  prudencial  y 
designará,  de  manera  expresa,  quiénes  de¬ 
ben  formar  parte  del  consorcio  o  asociación. 

Articulo  8’ — Los  proyectos  de  las  obras  de 
saneamiento  deben  ser  estudiados,  en  todo 
caso,  buscando  la  manera  de  asociar  la  de¬ 
fensa  hidráulica  del  valle,  con  la  regulariza- 
ción  hidráulica  de  las  montañas,  para  utili¬ 
zar  las  aguas  en  riego  o  para  fuerza  motriz. 
Dichos  proyectos  deben,  asimismo,  incluir : 

a)  Los  estudios  y  trabajos  necesarios  para 
la  construcción  de  caminos  que  pongan  en 
comunicación,  el  territorio  saneado  con  las 
más  próximas  aglomeraciones  urbanas ; 


b)  Los  estudios  y  trabajos  necesarios  pa¬ 
ra  utilizar  los  canales  de  saneamiento,  como 
canales  de  navegación  interna,  siempre  que 
haya  conveniencia  económica ; 

c)  Los  estudios  y  trabajos  de  regulariza- 
ción  de  los  lechos  y  contruccions  de  diques 
de  los  cursos  de  agua  en  llanuras,  en  cuanto 
sean  necesarios  para  lograr  un  saneamiento 
permanente;  y, 

d )  Los  estudios  y  providencias  para  man¬ 
tener  en  los  terrenos  el  grado  de  humedad 
necesaria  para  los  cultivos. 

Artículo  9" — La  vigilancia  de  las  obras  de 
saneamiento  de  primera  categoría  es  de 
incumbencia  del  Poder  Ejecutivo  y  la  ejer¬ 
cerá  por  medio  del  servicio  de  Sanidad. 

Articulo  10. — Los  gastos  de  ejecución  y 
mantenimiento  de  las,  obras  de  saneamiento 
clasificadas  como  de  primera  categoría,  es¬ 
tarán  a  cargo  del  Gobierno  y  de  los  propie¬ 
tarios  o  empresas  a  quienes  directa  o  indi¬ 
rectamente  puedan  interesar,  en  la  propor¬ 
ción  siguiente : 

a)  h.  cargo  del  Gobierno,  por  un  treinta 
por  ciento  (30%)  ; 

b)  Pí  cargo  de  los  propietarios,  solos  o  en 
consorcio  o  de  las  empresas  dichas  o  to- 
tos  en  conjunto,  por  un  setenta  por  cien¬ 
to  (70%). 

Articulo  11. — Las  obras  de  saneamiento 
de  primera  categoría  pueden  ser  ejecutadas 
ya  directamente  por  el  Gobierno,  ya  por 
conflratos,  ya  por  los  consorcios  de  los  pro¬ 
pietarios  interesados,  ya  también  por  sociei 
dades  o  contratistas  o  por  las  empresas  in¬ 
teresadas. 

Artículo  12. — Las  obras  de  saneamiento 
de  segunda  categoría,  deberán  ser  ejecuta¬ 
das  por  los  propietarios  interesados,  ya  sean 
solos  o  reunidos  en  consorcio,  según  proyec¬ 
tos  elaborados  por  los  mismos  propietarios 
y  aprobados  por  el  Ministerio  respectivo, 
oido  previamente  el  dictamen  de  la  Sección 
de  Ingeniería  Sanitaria  adscrita  a  la  Direc¬ 
ción  General  de  Sanidad. 

Artículo  13. — La  mantención  de  las  obras 
de  saneamiento  de  segunda  categoría  estará 
a  cargo  de  los  propietarios  e  interesados, 
bajo  la  vigilancia  del  Gobierno. 

Artículo  14. — Los  gastos  para  la  ejecución 
de  las  obras  de  seneamiento  de  segunda  ca¬ 
tegoría,  cuando  a  juicio  del  Ministerio  res¬ 
pectivo,  y  oido  antes  el  dictamen  de  la  Di¬ 
rección  General  de  Sanidad,  revistan  un  in¬ 
terés  higiénico,  estarán  a  cargo ; 

a )  Del  Gobierno,  por  un  diez  por  ciento 

(10%)  I 

b )  De  los  propietarios  interesados,  por  un 
noventa  por  cielito  (90%). 
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Artículo  15. — Los  propietarios  e  interesa¬ 
dos  de  los  terrenos  incluidos  en  el  perímetro 
de  una  zona  saneada,  deben  ejecutar  en  los 
mismos  terrenos,  bajo  la  vigilancia  de  la  Di¬ 
rección  General  de  Sanidad,  todas  las  obras 
que  sean  necesarias  para  dar  curso  a  las 
aguas  sin  perjudicar  ni  impedir  el  funciona¬ 
miento  de  las  obras  generales  de  saneamien¬ 
to  ejecutadas. 

Artículo  16. — En  caso  de  negligencia  para 
verificar  dichos  trabajos,  el  Ministerio  res¬ 
pectivo  fijará  un  término  de  tiempo  pru¬ 
dencial,  dentro  del  cual  deberán  verificarse 
dichas  obras.  Si  los  propietarios  no  cum¬ 
plen  con  esta  disposición,  el  Gobierno  pro¬ 
cederá  a  ejecutar  las  obras  directamente, 
corriendo  las  gastos  a  cargo  de  los  propie¬ 
tarios  e  interesados,  más  un  veinticinco  por 
ciento  (25%)  de  sanción  sobre  el  costo,  por 
su  inobediencia. 

Articulo  17. — Son  obras  de  pequeño  sa¬ 
neamiento,  las  que  tienen  por  objeto  la  su¬ 
presión  de  las  condiciones  del  suelo  favora- 
rable  al  desarrollo  y  multiplicación  de  los 
mosquitos  que  transmiten  el  paludismo,  en 
las  cercanías  de  los  poblados,  sea  urbanas  o 
rurales.  Estas  obras  abarcan: 

a)  Trabajo's  de  regularización  de  los  de¬ 
rrames  y  supresión  de  los  estancamientos 
de  agua; 

b )  Trabajos  de  desyerbamiento  y  manten¬ 
ción  de  reservas  de  agua; 

c)  Medidas  antinophélicas  de  las  aguas 

descubiertas.  < 

Artículo  18. — Las  obras  de  pequeño  sa¬ 
neamiento  necesarias  en  los  terrenos  en  los 
cuales  deben  ser  ejecutadas,  con  el  concur¬ 
so  del  Estado,  obras  de  saneamiento  de  pri¬ 
mera  y  de  segunda  categoría,  son  conside¬ 
radas  durante  el  período  de  construcción,  co¬ 
mo  d  conplementarias  de  éstas  y  sujetas 
al  mismo  régimen  jurídico. 

Articulo  19. — Las  obras  de  pequeño  sa¬ 
neamiento  que  se  deben  ejecutar  en  los  te¬ 
rrenos  según  el  articulo  precedente,  des¬ 
pués  que  esté  concluido  el  saneamiento, 
quedan  a  cargo  de  los  propietarios  e  inte¬ 
resados  de  los  respectivos  terrenos,  bajo  la 
vigilancia  del  servicio  de  Sanidad. 

Artículo  20. — Los  proyectos  para  la  eje¬ 
cución  de  las  obras  a  que  se  refieren  los 
artículos  18  y  19,  serán  elaborados  por  la 
Sección  de  Ingeniería  Sanitaria  de  la  Di¬ 
rección  General  de  Sanidad  y  aprobados 
por  el  Ministerio  respectivo. 

Artículo  21. — Las  obras  a  que  se  refiere 
el  artículo  17  serán  ejecutadas,  económica¬ 
mente,  por  la  Dirección  General  de  Sani¬ 
dad,  bajo  la  inspección  de  la  Sección  de  In¬ 
geniería  Sanitaria.  Pero  también  pueden 
ser  confiadas  a  empresas  particulares,  cuan¬ 


do  asi  convenga  a  la  Dirección  General  de 
Sanidad,  sujetándose  siempre  a  las  instruc¬ 
ciones  técnicas  de  la  Sección  de  Ingeniería 
Sanitaria. 

Articnlo  22. — Todo  el  que  haya  hecho  o 
haga  trabajos  de  excavaciones  en  terrenos 
públicos  o  privados,  está  obligado  a  ejecu¬ 
tar,  a  su  costa,  las  obras  de  relleno  o  dre¬ 
naje  de  las  mismas  excavaciones.  Si  estas 
obras  no  se  pueden  ejecutar,  según  dicta¬ 
men  del  personal  técnico  de  Sanidad,  quien 
haya  hecho  la  excavación,  está  obligado  a 
emplear  las  medidas  antilarvales,  de  acuer¬ 
do  con  la  Dirección  General  de  Sanidad,  la 
cual  podrá  imponer  las  sanciones  legales  en 
caso  de  inejecución. 

Articulo  23. — En  el  caso  de  que  no  se  cum¬ 
pla  con  las  obligaciones  de  la  primera  par¬ 
te  del  artículo  anterior,  se  harán  las  obras 
sanitarias  por  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad,  corirendo  los  gastos  a  cargo  de  los 
infractores,  más  el  veinticinco  por  ciento 
(25%)  sobre  el  costo,  como  sanción,  por  su 
inobediencia. 

TITULO  III  • 

Acueductos  para  agua  potable 

Articulo  24. — Es  obligación  de  las  Muni¬ 
cipalidades  proveer  al  vecindario  de  su  ju¬ 
risdicción  de  agua  potable,  donde  ésta  falte 
o  sea  insuficiente  para  las  necesidades  de 
la  población.  Dicha  obligación  se  reduce  a 
abastacer  los  lugares  públicos  con  surtido¬ 
res  de  agua  gratuita,  a  razón  de  un  surtidor 
por  lo  menos  para  cada  quinientos  habitan¬ 
tes  ;  pero  si  los  vecinos  desearen  hacer  de¬ 
rivaciones  por  su  cuenta,  para  usos  particu¬ 
lares,  y  siempre  que  la  cantidad  de  agua  y 
su  presión  lo  permitan,  las  Municipalidades 
quedan  facultadas  para  proporcionarla  a  ca¬ 
da  interesado,  cobrando  a  éste  la  cuota  que 
debe  fijarse  por  la  Corporación,  de  manera 
general  y  ))ermanente,  antes  de  hacer  nin¬ 
guna  concesión  y  con  la  aprobación  previa 
del  Ministerio  correspondiente. 

Articulo  25. — Los  gastos  para  la  construc¬ 
ción  municipal  de  las  obras  de  abastecimien¬ 
to  de  agua  potable,  están  a  cargo  del  Es¬ 
tado  y  de  las  Municipalidades,  según  la  pro¬ 
porción  indicada  en  el  artículo  27,  para  los 
municipios  que  tienen  una  población  infe¬ 
rior  a  25,000  vecinos;  y  a  cargo  de  las  Mu¬ 
nicipalidades  respectivas,  para  los  munici¬ 
pios  que  tienen  una  población  mayor  de 
25,000  habitantes. 

Artículo  26. — Para  los  efectos  de  la  con¬ 
tribución  del  Estado  en  favor  de  los  muni¬ 
cipios  de  la  Primera  División  a  que  se  re 
fiere  el  artículo  anterior,  dichos  municipios 
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se  dividen  en  cuatro  categorías,  a  base  del 
número  de  habitantes  que  se  exprese  en  el 
último  Censo,  así : 

a)  K  \3.  primera  categoría  pertenecen  los 
que  tengan  una  población  comprendida  en¬ 
tre  15,001  y  25,000  habitantes;  ■ 

6^  A  la  segunda  categoría,  los  que  tengan 
una  población  entre  10,001  y  15,000; 

A  la  tercera  categoría,  los  que  tengan 
una  población  entre  5,001  y  10,000 ; 

d)  K  \í  cuarta  categoría^  los  que  tengan 
una  población  entre  2,001  y  5,000. 

Artículo  27. — La  contribución  con  que  el 
Estado  cooperará  en  favor  de  esos  muni¬ 
cipios  será  corito  sigue: 

a)  Para  los  de  la  primea  categoría  en  la 
proporción  del  treinta  por  ciento  (30' t)  del 
importe  total  del  presupuesto  aprobado  de 
la  obra; 

b )  Para  los  de  segunda  categoría  en  la  pro¬ 
porción  del  cuarenta  por  ciento  (40%)  del 
importe  total  del  presupuesto  aprobado ; 

c )  Para  los  de  la  tercera  categoría  en  la 
proporción  del  cincuenta  por  ciento  (50'r) 
del  importe  total  del  presupuesto  aprobado ; 

d )  para  los  de  la  cuarta  categoría,  en  la 
proporción  del  sesenta  por  ciento  (60',  í  )  del 
importe  total  del  presupuesto  aprobado. 

Artículo  28. — Si  durante»el  curso  de  los 
trabajos  se  hiciere  necesario  un  gasto  ma¬ 
yor  que  lo  fijado  en  el  presupuesto,  ya  para 
trabajos  nuevos  no  expresados  en  el  pro¬ 
yecto  y  reconocidos  como  indispensables  pa¬ 
ra  la  finalización  de  la  obra,  ya  para  tra¬ 
bajos  provenientes  de  fuerza  mayor,  la  con¬ 
tribución  del  Estado  para  ese  gasto  comple¬ 
mentario,  será  en  la  misma  proporción  indi¬ 
cada  en  el  artículo  27,  siempre  que,  para  es¬ 
tos  trabajos  no  previstos,  haya  dictamen  fa¬ 
vorable  de  la  Dirección  General  de  Sanidad. 

Artículo  29. — Los  proyectos  de  abasteci¬ 
mientos  de  agua  potable,  deben  ser  elabora¬ 
dos  según  las  normas  reglamentarias  que 
dictará  la  Dirección  General  de  Sanidad,  por 
Ingenieros  titulados  y  deben  tener  por  ob¬ 
jeto  proveer  al  vecindario  de  agua  potable  y 
en  suficiente  cantidad,  por  medio  de  las 
obras  estrictamente  necesarias,  sin  inútiles 
obras  de  ornato  y  de  lujo. 

Artículo  30. — Los  municipios  deben  pre¬ 
sentar  al  Ministerio  correspondiente,  adjun¬ 
to  al  proyecto,  una  exposición  financiera  que 
demuestre  la  capacidad  que  tiene  para  sa¬ 
tisfacer  los  gastos  de  la  obra,  en  su  totali¬ 
dad  o  en  la  proporción  que  les  corresponda, 
según  el  caso,  para  que,  oyendo  a  la  Direc¬ 
ción  General  de  Sanidad,  previo  dictamen 
de  la  Sección  de  Ingeniería  Sanitaria,  dicha 
Secretaría  de  Estado  les  dé  su  aprobación. 


La  ejecución  de  la  obra  será  vigilada  e  ins¬ 
peccionada  por  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad,  por  medio  de  su  Sección  Técnica. 

Artículo  31. — Cuando  el  Poder  Ejecutivo, 
por  propia  iniciativa,  reconozca  la  necesidad 
de  abastecer  a  un  poblado,  de  agua  potable, 
obligará  a  la  Municipalidad  respectiva  a  que 
elabore  el  proyecto  y  ejecute  la  obra. 

Si  el  Gobierno  reconoce  la  posibilidad  de 
abastecer  a  más  de  un  poblado  con  el  mis¬ 
mo  acueducto,  obligará  a  las  Municipalida¬ 
des  respectivas  a  reunirse  en  consorcio  y 
que  verifiquen  la  obra. 

Artículo  32. — Cuando  dos  o  más  Munici¬ 
palidades  quieran  abastecer  de  agua  pota¬ 
ble  a  sus  respectivos  vecindarios,  con  un  mis¬ 
mo  acueducto,  pueden  reunirse  en  consor¬ 
cio  y  solicitar  la  contribución  del  Estado, 
cuando  así  proceda.  De  dichos  consorcios 
pueden  formar  parte  también  los  ciudadanos 
particulares  que’tengan  especial  interés  en 
la  construcción  del  acueducto.  En  este  ca¬ 
so,  la  contribución  del  Estado  se  limita  a  la 
parte  que  le  corresponde  según,  el  importe 
del  presupuesto  aprobado,  deducida  la  que 
esté  a  cargo  de  ciudadanos  particulares. 

Artículo  33. — La  mantención  de  los  acue¬ 
ductos  de  agua,  construidos  por  las  Muni¬ 
cipalidades,  está  a  cargo  de  ellas  mismas, 
bajo  la  vigilancia  técnica  de  la  Dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad. 

Artículo  34. — Los  ciudadanos,  ya  solos,  ya 
reunidos  en  sociedades,  pueden  construir 
acueductos  de  agua  potable,  en  servicio  de 
poblados  urbanos  y  rurales,  pero  en  este  ca¬ 
so,  antes  de  iniciar  la  construcción,  deben 
solicitar  la  licencia  del  Ministerio  respectivo, 
acompañando  a  la  solicitud  el  proyecto  ela- 
dorado  según  las  normas  reglamentarias  y 
debidamente  aprobado  por  la  Sección  de 
Ingeniería  Sanitaria  adscrita  a  la  Dirección 
General  de  Sanidad. 

Artículo  35. — La  vigilancia  y  la  inspección 
de  los  acueductos  de  agua  potable,  construi¬ 
dos  y  mantenidos  por  empresas  particula¬ 
res,  es  de  incumbencia  de  la  Dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad  ;  y  serán  ejercidas  ya  direc¬ 
tamente  por  medio  del  personal  de  la  Ofi¬ 
cina  Central,  ya  por  medio  de  delegados  en 
los  departamentos. 

Artículo  36. — Toda  persona  responsable 
de  la  contaminación  del  agua  de  las  fuentes, 
pozos,  aljibes  o  acueductos  de  agua  pota¬ 
ble,  será  penada  con  una  multa  de  cien  a 
quinientos  quetzales,  sin  perjuicio  de  las  res¬ 
ponsabilidades  que  le  serán  deducidas,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  sobre  el  parti¬ 
cular  por  el  Código  Penal. 

Artículo  37. — Todo  consorcio  o  asociación 
que  se  constituya  para  los  fines  que  se  ex¬ 
presan  en  la  presente  ley,  debe  tener  una 
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Junta  Directiva  que  lo  represente  y  ejecute 
lo  que  sobre  el  particular  se  resuelva.  En 
dicha  Junta  debe  haber  un  representante 
del  Gobierno. 

Artículo  38. — En  el  caso  de  que  el  Ejecu¬ 
tivo  disponga  la  formación  obligatoria  de  un 
consorcio  o  asociación,  para  llevar  a  cabo 
obras  de  saneamiento  y  su  conservación,  y 
los  designados  para  esos  efectos  no  cumpUe- 
ren  con  formar  la  asociación  o  consorcio,  o 
se  resistieren  a  llevar  a  cabo  la  obra,  la  hará 
el  Gobierno,  por  cuenta  de  los  obligados, 
más  un  veinticinco  por  ciento  (25%)  del  cos¬ 
to  presupuesto,  por  vía  de  sanción  contra 
los  renuentes. 

TITULO  IV 

Alcantarillado  y  desagües 

Artículo  39. — Es  obligación  de  las  Munici¬ 
palidades  proveer  al  vecindario  de  un  conve¬ 
niente  alcantarillado  para  recoger  y  alejar 
la  excreta  y  desechos  de  los  habitantes. 

Artículo  40. — Los  gastos  para  la  construc¬ 
ción  de  estas  obras  son  a  cargo  del  Estado, 
de  las  Municipalidades  y  de  los  vecinos.  Las 
Municipalidades,  con  el  concurso  del  Estado, 
tienen  la  obligación  de  construir  los  colec¬ 
tores  principales,  todas  las  canalizaciones 
necesarias  para  llevar  las  aguas  sucias  a  su 
último  destino  y  las  derivaciones  primarias, 
secundarias  y  terciarias. 

Los  vecinos  tienen  la  obligación  de  hacer 
los  desagües  de  sus  casas  y  conectarlos  a,es- 
tas  derivaciones,  bajo  la  vigilancia  e  ins¬ 
pección  de  las  Oficinas  Técnicas  de  Sanidad. 

Artículo  41. — Las  Municipalidades  tienen 
también  la  obligación  de  construir,  con  el 
concurso  del  Estado  y  vecinos,  todas  las 
obras  necesarias  para  dar  curso  a  las  aguas 
superficiales,  alejarlas  y  evitar  cualquier  es¬ 
tancamiento. 

Artículo  42. — Los  artículos  25,  26,  27,  28, 
29,  30  y  33  del  Título  III,  se  aplican  tam¬ 
bién  a  la  construcción  de  alcantarillados. 

TITULO  V 
Basuras 

Artículo  43. — Las  Municipalidades  están 
obligadas  a  organizar  servicios  o  trenes  de 
aseo  que  recojan  las  basuras  de  las  plazas, 
lugares  públicos,  calles  y  casas  de  sus  res¬ 
pectivas  poblaciones,  cobrando  por  el  servi¬ 
cio,  a  particulares,  las  cuotas  proporicnales 
y  con  la  previa  aprobación  del  Ministerio 
respectivo. 

Artículo  44. — Las  basuras  deben  ser  que¬ 
madas.  Las  Municipalidades  están  obliga¬ 
das  a  construir,  a  su  costa,  los  crematorios 
que  sean  necesarios  para  el  buen  servicio. 


según  los  modelos  aprobados  por  la  Direc¬ 
ción  General  de  Sanidad  y  debiendo  atener¬ 
se,  para  la  localización,  a  lo  dictaminado 
por  la  Sección  de  Ingeniería  Sanitaria  ads¬ 
crita  a  la  Dirección  General  de  Sanidad. 

Artículo  45. — Es  absolutamente  prohibido 
tener  depósitos  de  basuras  en  las  casas  si 
no  es  en  recipientes  herméticamente  cerra¬ 
dos  y  sólo  durante  el  tiempo  necesariamente 
indispensable  para  que  sean  recogidos  por 
el  tren  de  aseo. 

Artículo  46.— jLos  dueños  de  establos  están 
obligados  a  transportar  sus  basuras  dos  ve¬ 
ces  diarias,  a  los  respectivos  crematorios  o 
lugares  que  designen  las  Municipalidades 
cuando  estas  basuras  debfn  aprovecharse 
como  abonos. 

TITULO  VI 

Construcción  de  edificios 
escolares  primarios 

Artículo  47. — La  construcción  de  los  edifi¬ 
cios  para  escuelas  primarias,  sea  bajo  la  de¬ 
pendencia  del  Ministerio  de  Educación  Pú¬ 
blica,  sea  bajo  la  dependencia  de  las  Muni¬ 
cipalidades  de  las  ciudades  y  pueblos  de  la 
República,  sea  bajo  la  dependencia  de  enti¬ 
dades  particulares,  requiere  siempre  la  apro¬ 
bación  previa  de  los  planos,  en  lo  que  se  re¬ 
fiere  a  higiene^  y  sanidad,  por  la  Dirección 
General  de  Sanidad.  La  solicitud  para  di¬ 
cha  aprobación,  se  tramitará  por  el  órgano 
del  Ministerio  correspondiente. 

Artículo  48. — El  sitio  que  se  escoja  para 
la  construcción  de  un  edificio  escolar,  debe 
tener  fácil  acceso  a  la  población  a  que  esté 
destinado,  y  al  mismo  tiempo,  debe  ser  lo 
más  libre  que  sea  posible;  en  todo  caso,  tal 
edificio  debe  quedar  a  una  distancia  de  los 
otros,  de  no  menos  de  diez  metros  en  todos 
sus  rumbos. 

Preferentemente  se  escogerán  lugares  ele¬ 
vados,  en  el  campo,  o  cercanos  a  jardines, 
j/lazas  o  grandes  calles  no  muy  .» ansitadas; 
lejos  de  mercados,  de  cuarteles,  de  talleres, 
de  expendios  de  bebidas  alcohólicas,  de  luga¬ 
res  donde  se  tienen  públicas  reuniones  y 
espectáculos  inconvenientes  para  los  estu¬ 
diantes.  Dicho  sitio  debe  estar  siempre 
distante  de  los  cementerios  y  nunca  a  me¬ 
nos  de  doscientos  metros  de  esos  lugares. 

Artículo  49. — El  terreno  en  que  se  cons¬ 
truya  un  edificio  escolar,  debe  ser,  si  fuere 
posible,  seco  y  permeable;  y  debe  evitarse 
que  esté  sujeto  a  derrames  de  agua  o  pan¬ 
tanos. 

Si  no  se  puede  conseguir  un  buen  terreno 
higiénico,  se  deben  emplear  todos  los  me¬ 
dios  para  sanearlo  y  para  impedir  que  la 
humedad  suba  desde  los  cimientos  a  las 
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partes  superiores  del  edificio,  cuando  los 
cimientos  alcancen  la  capa  de  agua  sub¬ 
terránea. 

Para  este  fin,  se  emplearán  drenajes,  re¬ 
llenos  hechos  con  terreno  arcilloso  com¬ 
pacto,  materiales  impermeables  en  los  ci¬ 
mientos.  El  nivel  de  la  capa  de  agua  sub¬ 
terránea  deberá  siempre  determinarse  an¬ 
tes  de  la  elección  definitiva  del  terreno,  por 
medio  de  los  pozos  ya  existentes  o  que  se 
excaven  expresamente. 

Artículo  50. — La  extensión  ^el  terreno  que 
debe  ocuparse  y  las  dimensiones  del  edifi¬ 
cio  deben  ser  en  relación  con  el  número  de 
estudiantes  que^oncurran  a  la  escuela.  El 
número  de  los  estudiantes  debe  ser  calcu¬ 
lado  en  un  porcentaje  de  la  población,  te¬ 
niendo  en  cuenta  el  aumento  probable  de  la 
misma.  A  la  superficie  de  terreno  nece¬ 
saria  para  la  construcción  del  edificio  esco¬ 
lar,  debe  añadirse,  además,  una  extensión 
de  terreno  a  razón  de  tres  a  cuatro  metros 
cuadrados  por  cada  estudiante,  pará  desti¬ 
narla  a  jardines  o  patios. 

Artículo  51. — El  edificio  de  una  escuela 
debe  ser  de  construcción  sólida  y  de  aspec¬ 
to  sencillo  y  elegante,  con  el  objeto  de 
ennoblecer  el  gusto  estético  de  los  estudian¬ 
tes.  Los  materiales  de  construcción  deben 
ser  de  óptima  calidad  y  reur|¿r  las  condicio¬ 
nes  de  solidez  y  salubridad  necesarias.  El 
edificio  debe  servir  sólo  para  escuela;  y 
cuando  sea  reconocida  su  necesidad  eco¬ 
nómica  se  permitirá  que  haya  viviendas  pa¬ 
ra  el  Maestro  o  Maestra.  En  tal  caso,  la 
vivienda  para  los  Maestros  tendrá  entrada 
diferente  a  la  entrada  de  la  escuela.  El  edi¬ 
ficio  debe  estar,  por  lo  menos,  a  0.80  metros 
sobre  la  superficie  del  suelo,  proveyendo  a 
este  aislamiento  con  oportunos  espacios  va¬ 
cíos.  Los  edificios  escolares  no  deben  tener 
más  de  dos  pisos. 

Artículo  52. — Los  edificios  para  escuelas 
primarias  rurales  deben  comprender: 

a)  Una  sala  de  entrada  o  vestíbulo  con 
su  anexo  correspondiente,  para  ropero  y 
lavabos ; 

6^  El  número  de  salas  de  clase  que  re¬ 
quiera  la  enseñanza  que  se  dé; 

c)  Un  patio  cubierto  y  uno  descubierto; 

d )  Un  gimnasio ; 

e)  Siempre  que  sea  posible  un  jardín  p.a- 
ra  ejercicios  prácticos  de  agricultura; 

f)  Una  instalación  sanitaria. 

Para  las  escuelas  primarias  y  urbanas  que 
requieran  una  dirección  especial,  se  debe 
añadir  un  cuarto  para  el  despacho  del  Di¬ 
rector,  con  sala  de  espera  y  departamento 
para  los  maestros.  Además,  según  la  im¬ 
portancia  de  la  escuela,  se  establecerán  las 
salas  para  trabajos  manuales  que  sean  ne¬ 


cesarias,  el  salón  para  biblioteca  y  un  sa¬ 
lón  de  actos  para  exámenes  públicos.  Ha¬ 
brá  también  un  local  para  el  Guardián. 

Artículo  53. — Para  las  salas  de  clase  se 
debe  escoger  de  preferencia,  la  exposición 
Este  o  Sureste.  Al  Oeste  o  al  Noroeste  se 
construirán  corredores,  salas  de  Dirección, 
biblioteca,  pequeños  museos,  departamento 
sanitario  y  escaleras.  El  gimnasio  debe  es¬ 
tar  siempre  separado  del  edificio  escolar. 
Si  el  edificio  es  de  dos  pisos,  las  clases  de¬ 
berán  estar  siempre  en  el  primer  piso. 

Artículo  54, — El  plano  de  las  salas  de 
clase  debe  ser  rectangular.  La  mesa  del 
Maestro  debe  estar  colocada  cerca  de  una 
de  las  paredes  menores.  Las  clases  no  de¬ 
ben  contener  más  de  cuarenta  estudiantes. 
La  superficie  del  piso  de  una  clase  debe 
ser  calculada  a  razón  de  un  metro  cuadra¬ 
do  por  cada  estudiante;  en  el  caso  de  que 
en  una  clase  haya  menos  de  treinta  estu¬ 
diantes,  la  superficie  no  podrá  ser  menor 
de  30  metros  cuadrados. 

La  cubicación  de  las  salas  de  clase  debe 
ser  calculada  tomando  por  norma  que  cada 
estudiante  debe  disponer,  por  lo  menos,  de 
4  a  5  metros  cúbicos.  Las  salas  de  clase  no 
deben  tener  menos  de  4.50  metros  de  alto. 
El  largo  de  las  salas  de  clase  no  debe  ser 
mayor  de  10  metros ;  las  paredes  de  las  sa¬ 
las  de  clase  deben  ser  de  color  gris  azulado 
o  blanco  y  sin  tapicerías  y  se  la  debe  dotar, 
en  #in  altura  de  1.50  metros,  de  un  zócalo 
hecho  con  material  lavable.  Los  pisos  de¬ 
ben  ser  de  un  material  que  no  dé  fácilmente 
polvo  fasfalto,  madera,  cemento). 

Artículo  55. — Para  lograr  una  iluminación 
favorable  se  debe  dar  a  las  salas  de  clase 
la  exposición  de  Este  o  Sureste.  La  ampli¬ 
tud  de  las  ventanas  debe  ser  arreglada  de 
manera  que  en  los  edificios  libres  en  sus 
alrededores,  la  suma  de  las  superficies  de 
las  ventanas  sea  igual  a  un  sexto  de  la  su¬ 
perficie  del  piso  de  la  clase;  para  las  es¬ 
cuelas  rodeadas  de  otros  edificios,  esta 
superficie  debe  ser  igual  a  un  cuarto.  La 
altura  del  parapeto  de  las  ventanas,  debe 
alcanzar  a  la  altura  de  los  bancos  de  la 
escuela,  y  la  parte  más  alta  de  las  mismas, 
hasta  30  centímetros  de  distancia  del  plano 
del  piso  superior.  Como  regla  general,  se 
debe  procurar  que  la  abertura  de  las  ven¬ 
tanas  permita  que  desde  cualquier  punto  del 
plano  de  los  bancos  de  clase,  se  puede 
tirar  una  visual  que,  atravesando  la  corres¬ 
pondiente  ventana,  se  extienda  hacia  la  bó¬ 
veda  celeste.  Las  ventanas  deben  ser  colo¬ 
cadas  de  manera  que  los  estudiantes  sen¬ 
tados  en  sus  bancos,  reciban  luz  suficiente 
por  el  lado  izquierdo,  nunca  por  el  frente  o 
por  detrás.  Las  hojas  de  las  ventanas  de- 
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ben  ser  divididas  de  preferencia  en  dos 
partes:  una  parte  inferior  que  se  abra  en  el 
sentido  vertical  y  una  superficie  en  el  sen¬ 
tido  horizontal.  Las  persianas,  que  deben 
ser  de  preferencia  de  color  gris,  deben  po¬ 
nerse  de  manera  que  se  puedan  desenvol¬ 
ver  de  abajo  para  arriba.  En  las  clases  en 
que  se  deba  emplear  la  iluminación  artifi¬ 
cial,  las  lámparas  deben  colocarse  de  ma¬ 
nera  que  estén  a  una  distancia  no  menor  de 
1.50  metros  de  la  cabeza  de  los  estudiantes. 

Articulo  56. — La  ventilación  de  las  salas 
de  clase  debe  ser  asegurada  por  medio  de 
una  conveniente  aplicación  de  ventilado¬ 
res  cuyas  cerraduras  puedan  graduarse  fá¬ 
cilmente.  La  puerta  de  la  sala  de  clase, 
de  un  metro  de  ancho  por  dos  de  alto,  debe 
ser  colocada  entre  la  primera  fila  de  los 
bancos  y  la  mesa  del  Maestro. 

Articulo  57. — El  ancho  de  las  puertas  prin¬ 
cipales,  las  escaleras  y  los  corredores  debe 
ser  de  dos  metros,  procurando  que  corre¬ 
dores  y  escaleras  sean  alumbrados  y  venti¬ 
lados  abundantemente.  Las  dimensiones  de 
las  gradas,  según  promedio  de  la  edad  de 
los  estudiantes,  debe  ser  de  0.13  a  0.15  me¬ 
tros  de  alto,  y  de  0.30  a  0.35  de  ancho.  El 
edificio  debe  tener  un  cuarto  destinado  a 
ropero,  procurando  que  esté  dotado  con  sllr- 
tidor  de  agua  para  bebida  y  lavabos. 

Articulo  58. — El  gimnasio  cerrado  debe 
ser  muy  amplio  y  de  una  altura  no  menor 
de  seis  metros,  con  abundante  luz  y  ventila¬ 
ción  y  con  piso  de  madera ;  el  gimnasio  al 
aire  libre,  debe  tener  el  piso  de  tierra  con 
una  abundante  capa  de  arena. 

Articulo  59. — El  patio  debe  tener  un  arbo¬ 
lado  a  propósito  para  dar  buena  sombra  y 
un  declive  suficiente  para  el  derrame  de 
las  aguas  meteóricas. 

Artículo  60. — Los  excusados  deben  ser  co¬ 
locados  en  general  al  Noroeste  del  edificio  y 
con  puerta  que  se  abra  hacia  afuera,  de¬ 
biendo  estar  debidamente  comunicados  con 
el  resto  del  edificio.  Cada  escuela  debe  ser 
dotada  de  excusados  y  mingitorios  en  la  pro¬ 
porción  de  uno  por  cada  veinte  niños  y  uno 
por  cada  quince  niñas,  los  excusados  de  las 
escuelas  deben  ser  del  sistema  water  closet 
y  su  asiento  debe  tener  una  altura  compren¬ 
dida  entre  0.20  y  0.40  metros. 

Se  prohíben  los  excusados  sin  asentaderos. 

En  el  caso  de  que  se  carezca  del  sistema 
de  alcantarillado,  se  empleará  el  sistema  de 
pozos  negros,  hechos  según  las  normas  es¬ 
trictamente  higiénicas. 


TITULO  VII 

Construcción  de  edificios  por  uso  de  habi¬ 
taciones  familiares  y  colectivas 

Artículo  61. — Es  prohibido  en  el  territo¬ 
rio  de  la  República,  construir  edificios  para 
uso  de  habitaciones  familiares  y  colectivas, 
si  no  reúnen  las  condiciones  higiénicas  y  sa¬ 
nitarias  requeridas  para  esta  clase  de  cons¬ 
trucciones. 

Artículo  62. — «Para  construir  nuevos  edifi¬ 
cios  o  restaurar  los  ya  existentes,  antes  de 
iniciar  la  construcción  o  restauración,  se  de¬ 
ben  presentar  a  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad  los  proyectos  respectivos,  para  que 
sean  autorizados  en  lo  que  se  refiere  a  la 
higiene. 

Artículo  63. — Es  prohibido  construir  un 
nuevo  edificio  sobre  un  terreno  que  haya 
servido  de  depósito  de  basuras,  de  abonos, 
de  desechos  putrescibles  o  de  otro  material 
insalubre  que  haya  podido  contaminar  el 
suelo.  Para  poder  construir  sobre  un  te¬ 
rreno  de  esas  condiciones  deben  removerse 
antes  dichos  materiales  y  poner  el  subsuelo 
en  condiciones  salubres. 

Artículo  64. — Si  el  suelo  donde  se  quiere 
construir  un  nuevo  edificio  es  húmedo  ha¬ 
bitualmente  o  fujeto  a  invasiones  de  agua, 
por  movimiento  de  la  capa  subterránea,  el 
terreno  debe  ser  drenado  y  los  cimientos  he¬ 
chos  con  materiales  hidrófugos,  defendien¬ 
do  los  muros  subterráneos  con  materiales 
impermeables  o  con  otros  medios  adecuados. 

Artículo  65.  —  Los  cimientos  que  deben 
construirse  en  terreno  húmedo,  deben  ser 
separados  de  los  muros  sobrestantes,  por 
medio  de  materiales  impermeables  (asfalto, 
etc.)  El  primer  piso  debe  estar  a  0.50  me¬ 
tros  del  suelo  y  defendido  de  la  humedad 
por  medio  de  espacios  vacíos  o  de  materia¬ 
les  hidrófugos. 

Artículo  66. — Las  casas  de  nueva  cons¬ 
trucción  o  restauradas  o  modificadas  en  par¬ 
te,  no  pueden  ser  habitadas  o  puestas  a  nin¬ 
gún  servicio  público  o  privado,  sin  una  auto¬ 
rización  de  la  Dirección  General  de  Sani¬ 
dad,  que  será  otorgada  previa  inspección  y 
dictamen  de  la  Sección  de  Ingeniería  Sa¬ 
nitaria. 

Artículo  67. — Para  ser  declaradas  habita¬ 
bles  las  casas  de  nueva  construcción  o  las 
restauradas  o  modificadas  y  las  ya  existen¬ 
tes  que  estén  desocupadas,  deben  reunir  las 
siguientes  condiciones : 

a)  Los  muros  deben  ser  secos; 

b)  Deben  tener  buenos  desagües,  para 
alejar  las  aguas  inmundas  y  materias  excre¬ 
menticias  y  construidos  con  material  im- 
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permeable,  para  evitar  la  contaminación  del 
subsuelo,  llenando  todas  las  prescripciones 
higiénicas ; 

cj  Deben  tener  excusados  higiénicos,  colo¬ 
cados  de  manera  que  se  eviten  las  emana¬ 
ciones  dañosas  y  las  infiltraciones; 

d )  Deben  tener  suficiente  dotación  de 

agua  potable,  garantizada  contra  toda  clase 
de  contaminaciones  que  puedan  ocasionarse 
en  los  pozos,  en  los  toneles  o  en  las  cañe¬ 
rías  conductoras ;  * 

e )  Deben  estar  libres  de  toda  otra  causa 
de  insalubridad ; 

f)  Deben  estar *de  entero  acuerdo,  en  to¬ 
dos  sus  detalles,  con  el  proyecto  presentado 
previamente  y  aprobado  por  la  Dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad. 

Artículo  68. — Cuando  una  casa  haya  sido 
declarada  inhabitable,  por  no  reunir  las  con¬ 
diciones  expresadas  en  el  artículo  anterior, 
la  Dirección  General  de  Sanidad  fijará  un 
lapso  de  tiempo  prudencial  dentro  del  cual 
el  dueño  deberá  hacer  los  arreglos  o  las 
modificaciones  sugeridos.  Si  pasado  ese 
tiempo  y  previa  una  segunda  inspección  del 
Ingeniero  Sanitario,  el  dueño  de  la  casa 
no  hubiere  cumplido  las  disposiciones  dic¬ 
tadas,  la  Dirección  General  d#  Sanidad  de¬ 
clarará,  oficialmente,  inhabitable  la  casa, 
por  medio  de  un  acuerdo,  que  será  publica¬ 
do  en  el  Diario  Oficial,  para  conocimiento 
del  público. 

Artículo  69. — Las  casas  ya  existentes  en 
el  territorio  de  la  República,  serán  revisa¬ 
das  gradualmente  por  la  Dirección  General 
de  Sanidad,  por  medio  de  la  Sección  de  In¬ 
geniería  Sanitaria,  y  para  cada  una  de  ellas 
serán  dictadas  las  medidas  necesarias  para 
ponerlas  en  condiciones  higiénicas,  cuando 
sea  necesario. 

Artículo  70. — Los  dueños  de  casas,  para 
darlas  en  arrendamiento,  deben  proveerse 
de  una  declaración  de  la  Dirección  Gene¬ 
ral  de  Sanidad  en  que  conste  que  la  casa  se 
encuentra  en  condiciones  de  habitabilidad. 
La  misma  declaración  se  necesita  para  dar 
en  arrendamiento  piezas  aisladas  con  co¬ 
municación  a  la  calle  (piezas  redondas)  o 
apartamentos.  Esta  declaración  será  hecha 
oído  previamente  el  dictamen  de  la  Sec¬ 
ción  de  Ingeniería  Sanitaria. 

Artículo  71. — Los  dueños  de  casas  que  no 
cumplan  con  lo  dispuesto  en  el  articulo 
precedente,  serán  penados  con  una  multa 
igual  al  50%  de  la  renta  anual  de  las  casas 
o  apartamentos  que  alquilen,  multas  que 
ingresarán  a  los  fondos  generales  de  la 
Sanidad. 


TITULO  VIII 
Habitaciones  rurales 

Articulo  72. — Todos  los  dueños,  arrenda¬ 
tarios  o  cesionarios  de  terrenos  o  de  fincas, 
los  jefes  de  empresas  industriales  o  comer¬ 
ciales,  que  desarrollen  sus  actividades  en 
los  campos  o  en  poblados  rprales,  están  obli¬ 
gados  a  proveer  gratuitamente  a  sus  em¬ 
pleados  y  mozos,  de  viviendas  construidas 
de  conformidad  con  las  normas  de  higiene 
y  salubridad  que  se  establecen  en  este  título. 

Artículo  73. — Las  casas  rurales  que  ya 
existen,  pero  que  presenten  manifiestas  de¬ 
ficiencias  desde  el  punto  de  vista  higiénico 
y  sanitario,  deberán  ser  mejoradas,  de 
acuerdo  con  las  prescripciones  que  dicte  la 
Dirección  General  de  Sanidad,  oído  el  dic¬ 
tamen  de  la  Sección  de  Ingeniería  Sanitaria. 

Artículo  74. — Las  habitaciones  rurales  de¬ 
ben  ser  construidas  sobre  terrenos  bien  se¬ 
cos,  cuya  capa  de  agua  sea  profunda.  Si 
no  se  puede  conseguir  un  terreno  que  reúna 
dichas  condiciones,  antes  de  proceder  a  la 
construcción  de  una  habitación  rural,  debe 
ponerse  el  subsuelo  en  las  condiciones  an¬ 
tedichas. 

j^rtículo  75. — El  piso  de  los  locales  desti¬ 
nados  para  habitación  rural,  debe  ser  le¬ 
vantado,  por  lo  menos,  a  0.50  metros  sobre 
la  superficie  del  suelo  y  un  metro  sobre  el 
más  %lto  nivel  que  puedan  alcanzar  los  cur¬ 
sos  de  agua  que  se  encuentren  en  sus  cer¬ 
canías.  Se  prohíbe  el  uso  de  materiales 
contaminados  para  levantar  los  pisos. 

Artículo  76. — El  piso  y  los  cimientos  de 
todos  los  locales  para  habitaciones  rurales 
deberán  ser  protegidos  contra  la  humedad 
del  suelo  con  los  medios  necesarios. 

Artículo  77. — La  altura  de  los  cuartos  de 
habitación  no  deberá  ser  inferior  a  2.50 
metros ;  y  la  cubicación  de  los  dormitorios 
debe  ser  calculada  de  manera  que  para 
cada  adulto,  haya  15  metros  cújjicos  y  para 
cada  niño  8  metros  cúbicos. 

Artículo  78. — Los  muros  y  los  techos  de¬ 
berán  ser  construidos  con  materiales  refrac¬ 
tarios,  que  permitan  a  los  habitantes  defen¬ 
derse  de  los  cambios  bruscos  de  tempera¬ 
tura.  Los  techos  deben  proveerse  de  los 
canales  necesarios  para  alejar  las  aguas 
meteóricas  de  los  alrededores  de  la  casa. 

Artículo  79. — Todos  los  locales  para  habi¬ 
tación  deberán  ser  dotados  de  ventanas  que 
se  abran  directamente  al  aire  libre. 

Artículo  80. — Las  casas  rurales  deben  ser 
provistas  de  letrinas,  con  pisos  impermea¬ 
bles  y  con  ventanas  que  permitan  su  ven¬ 
tilación. 
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Artículo  81. — Para  recoger  las  materias 
fecales  y  las  aguas  domésticas,  se  deberán 
emplear  necesariamente  poros  negros,  cons¬ 
truidos  según  las  prescripciones  de  los  ar¬ 
tículos  siguientes. 

Artículo  82. — La  construcción  de  pozos 
negros  se  sujetará  a  las  siguientes  pres¬ 
cripciones  : 

а)  Los  pozos  negros  se  construirán  a  una 
distancia  no  menor  de  3  metros  de  los  mu¬ 
ros  de  la  casa; 

б )  Entre  el  muro  de  la  casa  y  la  pared 
del  pozo,  se  debe  poner  un  estrado  o  capa 
de  terreno  arcilloso ; 

c)  Los  pozos  negros  deben  estar  situados 
a  una  distancia  de  10  metros,  por  lo  menos, 
de.  los  pozos  o  depósitos  de  agua  potable ; 

d)  Para  la  localización  de  los  pozos  ne¬ 
gros  se  debe  tomar  en  cuenta  la  dirección 
de  las  capas  de  agua  subterránea,  a  fin  de 
evitar  cualquier  contaminación  de  las  aguas 
de  los  pozos  cercanos  por  una  eventual 
filtración ; 

e)  Los  pozos  negros  deben  ser  completa¬ 
mente  impermeables. 

Se  prohíben,  de  manera  absoluta,  los  po¬ 
zos  con  fondo  filtrante ; 

La  cubicación  de  los  pozos  negros  será 
calculada  en  proporción  al  número  de  perso¬ 
nas  a  que  sean  destinados; 

g)  Los  pozos  negros  tendrán  las  paredes 
y  el  fondo  de  un  grueso  de  0.50  metros,  por 
lo  menos,  y  serán  construidos  con  txiena 
mampostría  de  ladrillos  o  de  piedra  y  re¬ 
vestidos  de  cemento ; 

h )  Deben  tener  los  ángulos  redondos  y  el 
fondo  cóncavo ;  y  la  boca  debe  ser  provista 
de  una  doble  tapadera,  que  impida  las 
emanaciones  y  también  de  un  tubo  para 
su  ventilación ; 

i)  En  los  alrededores  de  las  paredes  del 
pozo,  se  pondrá  un  estrato  de  arcilla  bien 
batido,  para  proteger  el  terreno  contra  las 
infiltraciones. 

Artículo  83. — Las  casas  rurales  deben  ser 
abastecidas  de  buena  agua  potable,  que  se 
puede  derivar  de  manantiales,  de  ríos  o 
de  pozos,  etc. 

Artículo  84. — Los  establos,  rediles,  chi¬ 
queros  y  gallineros  deben  colocarse  a  una 
distancia  no  menor  de  10  metros  de  las  ca¬ 
sas  de  habitación. 

Artículo  85. — Los  abonos  deben  ser  reco¬ 
gidos  en  montones  u  hoyos  situados  a  una 
distancia  no  menor  de  100  metros  de  las 
habitaciones,  de  los  pozos,  acueductos  y  de¬ 
pósitos  de  agua  potable.  Los  montones 
deberán  ponerse  sobre  plataformas  imper¬ 
meables,  construidas  de  manera  que  los  lí¬ 
quidos  provenientes  del  abono,  no  se  infil¬ 
tren  en  el  terreno  circundante.  Los  hoyos 


deben  tener  el  fondo  y  las  paredes  imper¬ 
meables,  debiendo  ser  hechos  de  mampos- 
tería  y  revestidos  internamente  de  cemento. 

Artículo  86. — Todas  las  aberturas  de  las 
casas  rurales  (puertas,  ventanas,  etc.),  de¬ 
ben  ser  provistas  de  tela  metálica  que  im¬ 
pida  el  acceso  de  los  mosquitos. 

Artículo  87. — Las  casas  de  habitación  pa¬ 
ra  los  mozos  que  vivan  en  las  fincas,  sólo 
durante  las  temporadas  de  cosecha,  o  tra¬ 
bajos  temporales,  deben  reunir  también  las 
mismas  condiciones  de  las  casas  para  los 
trabajadores  colonos. 

Articulo  88. — Solamente  en  casos  de  reco¬ 
nocida  necesidad,  la  Dirección  General  de 
Sanidad  podrá  permitir  en  las  fincas  la 
construcción  de  barracas  provisionales,  las 
cuales  se  sujetarán,  hasta  donde  sea  posi¬ 
ble.  a  las  normas  de  las  habitaciones  de¬ 
finitivas. 

Artículo  89. — Los  infractores  de  las  pres¬ 
cripciones  de  este  título,  serán  penados  por 
la  Dirección  General  de  Sanidad  con  mul¬ 
tas  equivalentes  al  50%  del  valor  de  las 
obras  que  dejen  de  construirse,  de  confor¬ 
midad  con  las  prescripcions  de  la  higiene  y 
salubridad,  multas  que  ingresarán  a  los  fon¬ 
dos  generales  de  la  Sanidad  Pública, 

,,  TITULO  IX 

Hoteles,  pensiones,  restaurantes,  mesones, 
teatros,  cuarteles,  edificios  para  colegios, 
escuelas  secundarias  y  universitarias,  pri¬ 
siones  y  casas  de  corrección,  almacenes  de 
comercio,  tiendas,  tálleres,  establecimientos 
industriales  en  general  y  edificios  destina¬ 
dos  a  reuniones  públicas  y  privadas 

Artículo  90. — La  construcción  de  edificios 
destinados  a  hoteles,  pensiones,  restauran¬ 
tes,  mesones,  teatros,  colegios,  escuelas  se¬ 
cundarias  y  nniversitarias  privadas,  alma¬ 
cenes  de  comercio,  tiendas,  talleres,  estable¬ 
cimientos  industriales  en  general  y  edifi¬ 
cios  destinados  a  reuniones  públicas  o  pri¬ 
vadas,  requieren  una  autorización  previa  de 
la  Dirección  General  de  Sanidad.  Para  lo¬ 
grar  dicha  autorización,  los  interesados  de¬ 
ben  presentar  los  proyectos  respectivos,  con 
firma  de  un  Ingeniero  titulado,  para  que 
sean  sujetos  a  estudio  y  dictamen  de  la  Sec¬ 
ción  de  Ingeniería  Sanitaria. 

Para  la  construcción  de  cuarteles,  prisio¬ 
nes,  casas  de  corrección,  escuelas  secunda¬ 
rias  y  universitarias  del  Estado,  también  se¬ 
rá  necesario  el  estudio  y  dictamen  previos 
de  la  Sección  de  Ingeniería  Sanitaria  ads¬ 
crita  a  la  Dirección  General  de  Sanidad,  que 
se  solicitará  por  el  órgano  del  Ministerio  co- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


213 


rrespondiente,  y  con  el  fin  de  que  sean  lle¬ 
nadas  todas  las  normas  que  se  refieren  a 
Higiene  y  Sanidad. 

Articulo  91. — Los  planos  de  los  proyectos 
que  se  presenten  a  la  Dirección  General  de 
Sanidad  para  su  aprobación,  deben  com¬ 
prender  : 

a)  Un  informe  detallado  de  toda  la  cons¬ 
trucción,  con  indicaciones  precisas  sobre  la 
naturaleza  del  terreno  donde  se  quiere  le¬ 
vantar  el  edificio,  las  condiciones  de  sus 
instalaciones  sanitarias,  sus  sistemas  de  ven- 
tlación,  la  calidad  de  los  materiales  que  van 
a  emplearse  y,  en  general,  todo  lo  que  pueda 
servir  para  dar  una  idea  completa  de  las 
condiciones  higiénicas  y  sanitarias  del  edi¬ 
ficio  ; 

6^  El  plan  de  la  proyección  horizontal  en 
escala  de  1  a  200; 

cj  Una  sección  transversal  en  escala  de 
1  a  100; 

d )  Una  sección  longitudinal  en  escala  de 
1  a  100; 

e)  Un  mapa  general  de  la  ciudad  donde  se 
quiere  hacer  la  construcción  y  en  que  se 
señale  la  localización  del  ed^icio. 

Articulo  92. — Para  que  los  particulares  o 
empresas  puedan  emplear  un  edificio  ya 
construido  para  cualquiera  de  los  estableci¬ 
mientos  a  que  se  refiere  este  titulo,  es  ne¬ 
cesario  que  obtenga  la  autorización  previa 
de  la  Dirección  General  de  Sanidad  y  de¬ 
ben  presentarse  todos  los  requisitos  a  que 
se  refiere  el  artículo  anterior.  En  cuanto  a 
los  edificios  públicos  ya  construidos  y  ocu¬ 
pados,  a  que  se  refiere  la  segunda  parte 
del  artículo  90,  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad  hará  las  insinuaciones  y  gestiones  ne¬ 
cesarias  para  que  se  pongan  en  las  condi¬ 
ciones  que  esta  Ley  determina. 

Artículo  93. — Los  particulares  o  empresas 
que  no  cumplieren  con  las  disposiciones  de 
los  artículos  precedentes,  serán  penados  con 
una  multa  hasta  de  Q500,  que  ingresarán  a 
los  fondos  generales  de  Sanidad  Pública. 
Cuando  se  trate  de  edificios  ya  existentes, 
que  sean  destinados  a  establecimientos  a 
que  se  refiere  el  párrafo  1’  del  artículo  90, 
y  los  intresados  no  cumplan  con  lo  indicado 
en  el  artículo  92,  además  de  la  multa  im¬ 
puesta,  la  Dirección  General  de  Sanidad 
ordenerá  la  clusura  del  edificio  hasta  tanto 
que  se  le  pi'ovea  de  las  condiciones  sanita¬ 
rias  indispensables. 


TITULO  X 

Panaderías,  pastelerías,  lecherías,  fá¬ 
bricas  de  hielo  y  aguas  gaseosas 

Artículo  94. — La  construcción  de  edificios 
para  y  la  instalación  de  panaderías,  pas¬ 
telerías,  lecherías  (expendio  de  leche  pura 
o  industrialización  de  la  misma),  fábricas 
de  hielo  y  de  bebidas  gaseosas,  deben  ser 
autorizadas  por  la  Dirección  General  de 
Sanidad. 

Artículo  95. — Para  obtener  dicha  autoriza¬ 
ción,  los  interesados  deben  presentar  a  la 
Dirección  General  de  Sanidad,  adjuntos  a  la 
sohcitud,  los  planos  de  los  edificios  y  una 
exposición  detallada  de  las  distintas  depen¬ 
dencias  de  que  conste  el  taller  o  planta  in¬ 
dustrial. 

Articulo  96. — Las  panaderías  y  pastelerías 
deben  tener  los  locales  de  las  manipulacio¬ 
nes,  los  de  los  cocimientos,  los  almacenes 
de  harina  y  del  pan  o  pasteles,  perfecta¬ 
mente  bien  secos.  Los  depósitos  de  los 
productos,  especialmente,  deben  estar  bien 
aireados  y  al  abrigo  de  las  moscas.  Los  pi¬ 
sos  deben  ser  levantados  por  lo  menos  0.50 
metros,  de  superficie  continua  que  permita 
su  lavado  y  desinfección  fácilmente.  El 
subsuelo  debe  ser  seco.  Las  paredes  hasta 
una  altura  de  dos  metros,  deben  estar  repe¬ 
lladas  con  un  material  impermeable  y  la¬ 
vable.  Los  locales  tendrán  una  altura  de 
4  a, 4. 50  metros  y  sus  ángulos  deben  ser 
redondos.  Los  excusados  deben  ser  exter¬ 
nos,  del  sistema  inodoros  y  bien  aireados. 
Si  hay  un  pozo  ciego,  éste  debe  ser  colocado 
lo  más  lejos  posible  de  los  locales  para  pa¬ 
nificación.  Los  locales  para  panificación  no 
deben  estar  en  comunicación  directa  con  los 
locales  para  habitación,  ni  con  los  establos. 
La  iluminación  debe  ser  eléctrica  y  si  se 
usare  otro  sistema,  se  procurará  una  ven¬ 
tilación  conveniente.  El  agua  que  se  em¬ 
plee  para  la  panificación  debe  ser  potable. 

Artículo  97. — Los  locales  donde  se  expen¬ 
da  o  hagan  transformaciones  industriales  de 
la  leche  (pasteurización,  mantequilla,  crema, 
queso),  deben  ser  muy  bien  aireadas.  Las 
puertas,  ventanas  y  aberturas  de  ventilación 
deben  ser  provistos  de  tela  metálica.  Las 
puertas  de  acceso  deben  ser  del  sistema  de 
doble  puerta  y  con  tela  metálica.  Los  pisos 
deben  ser  de  superficie  continua  y  de  mate¬ 
riales  fácilmente  lavables  y  desinfecfables. 
Las  paredes  en  una  altura  de  dos  metros  de¬ 
ben  tener  un  revestimiento  de  cemento  o  de 
otro  material  fácilmente  lavable.  Los  pisos 
deben  tener  los  declives  necesarios  para  sus 
drenajes.  Los  locales  deben  ser  provistos 
de  las  instalaciones  necesarias  para  esterili¬ 
zar  los  utensilios  al  agua  caliente  o  al  vapor. 


214 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


así  como  de  las  refrigeradoras  que  sean  ne¬ 
cesarias.  Los  corrales  y  establos  deben  es¬ 
tar  alejados  de  los  locales  donde  se  mani¬ 
pula  la  leche  y  provistos  de  un  anexo  lim- 
mo  e  higiénico  para  la  práctica  de  la  ordeña. 

Artículo  98. — Las  fábricas  de  aguas  gaseo¬ 
sas  y  de  hielo  deben  usar  para  la  elabora¬ 
ción  de  sus  productos  agua  potable ;  y  sus 
edificios  deben  estar  sujetos  a  las  normas 
higiénicas  reglamentarias. 

Artículo  99. — Los  empresarios  o  propieta¬ 
rios  que  no  cumplan  con  las  disposiciones 
de  este  título  y  con  los  reglamentos  que  de 
él  se  deriven,  serán  penados  con  multas  de 
QlOO  a  Q500,  que  ingresarán  a  los  fondos  ge¬ 
nerales  de  la  Sanidad.  En  caso  de  reinci¬ 
dencia,  la  Dirección  General  de  Sanidad 
ordenará  la  clausura  del  establecimiento. 

TITULO  XI 

Establecimientos  sanitarios 

Artículo  100. — Se  entiende  por  estableci¬ 
mientos  sanitarios,  los  hospitales  generales, 
los  hospitales  especiales,  las  casas  de  salud, 
los  preventorios,  las  sanatorios,  los  asilos, 
los  manicomios,  sean  públicos  o  privados. 

Artículo  101. — La  construcción  de  edificios 
para  establecimientos  sanitarios,  requiere  la 
autorización  previa  del  Ministerio  corres¬ 
pondiente,  oída  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad  y  con  dictamen  de  la  Sección  de  In¬ 
geniería  Sanitaria.  Para  estas  constrieccio- 
nes  están  facultados  tanto  los  particulares 
como  las  entidades. 

Articulo  102. — Para  obtener  la  autoriza¬ 
ción  requerida,  los  interesados  deben  pre¬ 
sentar  a.l  Ministerio  correspondiente  los  re¬ 
quisitos  apuntados  en  el  artículo  91  del  Tí¬ 
tulo  IX  y  lo  que  se  prescriba  en  el  regla¬ 
mento  especial  que  se  hará  en  la  Sección  de 
Ingeniería  Sanitaria,  acerca  de  los  estable¬ 
cimientos  sanitarios. 

Artículo  103. — La  vigilancia  y  la  inspec¬ 
ción  de  los  establecimientos  sanitarios  es 
de  incumbencia  de  la  Dirección  General  de 
Sanidad,  que  la  ejercerá,  ya  directamente,  ya 
por  medio  de  delegados. 

Artículo  104. — Cada  Departamento  de  la 
República  debe  tener,  por  lo  menos,  un  Hos¬ 
pital  General,  ubicado  en  la  cabecera  de¬ 
partamental  u  otra  ciudad  de  reconocida  im¬ 
portancia  económica  y  sanitaria. 

Artículo  105. — Las  Municipalidades  de  las 
cabeceras  departamentales,  con  la  coopera¬ 
ción  proporcional  de  las  Municipalidades  de 
las  villas  y  pueblos  de  la  jurisdicción,  están 
obligadas  a  la  erección  de  los  hospitales  de- 
partmentales  donde  aquéllos  no  existan,  pu- 
diendo  acordarse,  por  parte  del  Estado,  la 
ayuda  Pecuniaria  que  corresponde. 


TITULO  XII 
Mataderos 

Artículo  106. — En  todo  pueblo  o  ciudad 
con  una  población  mayor  de  3,000  vecinos, 
la  Municipalidad  está  obhgada  a  construir 
el  edificio  o  edificios  que  sean  necesarios, 
destinados  a  mataderos.  Es  de  incumben¬ 
cia  de  la  autoridad  sanitaria  municipal  o  de¬ 
partamental,  la  vigilancia  de  dichos  estable¬ 
cimientos,  quedando  absolutamente  prohibi¬ 
do  matar  anTmales  para  abastos  fuera  de 
ellos. 

Artículo  107. — Antes  de  iniciar  la  construc¬ 
ción  de  un  matadero,  las  Municipalidades 
deben  elaborar  el  proyecto  relativo  y  some¬ 
terlo  a  la  aprobación  de  la  Dirección  Gene¬ 
ral  de  Sanidad. 

Artículo  108. — En  los  pueblos  con  una  po¬ 
blación  menor  de  3,000  vecinos,  donde  exista 
un  matadero  público,  éste  está  también  bajo 
la  vigilancia  de  la  autoridad  sanitaria  mu¬ 
nicipal  o  departamental. 

Artícuol  109. — La  Dirección  y  la  Inspec¬ 
ción  Sanitaria  de  los  Mataderos  Públicos 
debe  estar  confiada  a  veterinarios  munici¬ 
pales  o,  en  su  defecto,  a  médicos,  y  al  no 
haber  médicos,  a  expertos  debidamente  auto¬ 
rizados  por  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad.  <. 

Artículo  lio, — Los  mataderos  deben  ser 
construidos  en  lugares  adecuados  y  de  ma¬ 
nera  que  reúnan  todas  las  exigencias  higié¬ 
nicas  y  sanitarias  para  el  buen  servicio.  La 
ubicación  de  los  mataderos  debe  estar  suje¬ 
ta  a  las  siguientes  condiciones : 

a)  Deben  estar  alejados  del  centro  del  ve¬ 
cindario  y  especialmente  de  los  estableci¬ 
mientos  de  educación; 

b)  Debe  procurarse  que  queden  cerca  de 
las  líneas  férreas  y  de  los  caminos  que  dan 
acceso  a  los  animales  de  deslace ; 

c)  Deben  estar  provistos  de  un  drenaje 
apropiado  para  dar  salida  a  las  aguas  de  lim¬ 
pieza  y  de  desecho,  de  manera  que  éstas 
no  se  viertan  en  las  canalizaciones  del  ve¬ 
cindario  y  menos  puedan  filtrarse  hacia  ¡a 
capa  de  agua  subterránea; 

d)  Deben  estar  orientados  de  tal  manera 
que  queden  apartados  del  trayecto  de  los 
vientos  dominantes  hacia  el  vecindario ; 

e)  Deben  ser  construidos  sobre  un  terre¬ 
no  secos  cuya  capa  de  agua  esté  lo  más  pro¬ 
funda  posible. 

Artículo  111. — Todos  los  mataderos  de¬ 
ben  ser  dotados  con  corrales  de  depósitos, 
de  observación  y  de  aislamiento  de  anima¬ 
les  ;  y  locales  para  la  matanza  y  preparación 
de  las  visceras  en  proporción  al  número  de 
animales  que  se  destacen.  Estos  locales  de¬ 
ben  tener  abundante  agua  para  la  limpieza 
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y  conveniente  canalización  para  el  aleja¬ 
miento  de  las  aguas  sucias.  Los  corrales 
deben  estar  provistos  de  pisos  impermea¬ 
bles  y  fácilmente  lavables. 

Artículo  112. — Los  mataderos  de  recono¬ 
cida  importancia,  deben  estar  provistos  tam¬ 
bién  de  los  locales  necesarios  para  oficinas 
de  administración  y  de  inspección ;  un  corral 
reservado  para  el  examen  de  los  animales 
vivos  y  un  cuarto  debidamente  iluminado 
para  el  examen  microscópico  de  las  carnes, 
provisto  de  todos  los  aparatos,  instrumen¬ 
tos  y  productos  químicos  necesarios.  Debe 
estar  provisto  también  de  locales  adecua¬ 
dos  para  la  preparación  de  las  carnes  para 
uso  alimenticio  o  industrial. 

Artículo  113. — Todos  los  mataderos  debe¬ 
rán  estar  provistos  de  un  Crematorio  para  la 
destrucción  de  los  animales  o  partes  de  ellos, 
que  no  se  deban  poner  a  la  venta  al  público  y 
de  los  desechos  naturales  de  esta  clase  de 
establecimientos. 

Artículo  114. — En  los  poblados  donde  por 
el  poco  número  de  habitantes,  no  sea  obli¬ 
gatoria  la  erección  de  mataderos,  podrá  em¬ 
plearse  para  la  matanza  locales  privados, 
pero  éstos  deben  ser  elegidos  por  el  De¬ 
legado  Departamental  de  Sanidad  Pública 
Estos  mataderos  privados  estarán  siempre 
bajo  la  vigilancia  e  inspección  de  la  autori¬ 
dad  sanitaria  departamentar  o  municipal. 

Articulo  115. — Un  reglamento  especial  se¬ 
rá  elaborado  para  el  servicio  de  lo  matade¬ 
ros  públicos. 

TITULO  XIII 
Cementerios 

Artículo  116. — Es  obligación  de  las  Muni¬ 
cipalidades  proveer  al  vecindario  de  su  ju¬ 
risdicción  de  un  Cementerio. 

Artículo  117. — Antes  de  escoger  el  terre¬ 
no  que  deba  servir  para  Cementerio  e  iniciar 
la  construcción  del  mismo,  las  Municipalida¬ 
des  están  obligadas  a  presentar  a  la  Direc¬ 
ción  General  de  Sanidad,  para  su  aproba¬ 
ción,  los  proyectos  respectivos  que  deben 
ser  elaborados  por  Ingenieros  titulados  y 
según  las  prescripciones  de  los  incisos  si¬ 
guientes  : 

a )  Los  cementerios  deben  ser  ubicados  a 
una  distancia  no  menor  de  200  metros  de 
edificios  industriales,  edificios  escolares, 
cuarteles,  hospitales  u  otros  lugares  de  pú¬ 
blica  convivencia.  Cuando  no  se  puedan 
encontrar  lugares  adecuados,  se  podrá  per¬ 
mitir  la  construcción  de  cementerios  en  lo¬ 
calidades  a  una  distancia  menor  de  200  me¬ 
tros,  si  en  las  casas  que  resulten  vecinas 
hubiere  una  población  inferior  a  100  habi¬ 
tantes  y  no  se  trate  de  edificios  para  reu¬ 
niones  públicas ; 


6^  Si  a  la  fecha  de  la  promulgación  de  la 
presente  Ley,  hubiere  cementerios  que  no 
estén  aislados  por  una  distancia  de  200  me¬ 
tros  de  las  casas  habitadas,  queda  prohibi¬ 
do  construir  casas  nuevas  y  engrandecer  las 
ya  existentes ; 

El  área  del  terreno  destinado  para  las 
inliumaciones  comunes,  debe  ser,  por  lo 
menos,  diez  veces  más  grande  que  el  espa¬ 
cio  necesario  para  el  número  de  muertos 
que  se  calcule  deban  ser  enterrados  cada 
año.  Esta  area  debe  ser  calculada  según  lo 
prescrito  en  los  artículos  126,  127  y  128. 
Además,  se  debe  calcular  un  aumento  de 
área  proporcional  para  los  tiempos  anor¬ 
males  en  que,  por  causa  de  epidemia,  pueda 
aumentarse  el  número  de  defunciones ;  esta 
área  debe  ser  equivalente  a  un  quinto  del 
área  total  necesaria  para  las  inhumaciones 
ordinarias ; 

d )  Además  del  área  destinada  para  inhu¬ 
maciones  ordinarias,  se  debe  calcular  la  que 
va  a  servir  para  las  tuniulaciones  (nichos, 
mausoleos  o  capillas).  Se  reservará  tam¬ 
bién  el  área  necesaria  para  la  cámara  mor¬ 
tuoria,  sala  de  autopsias,  osarios,  habitacio¬ 
nes  para  el  guardián,  calles  jardines,  etc.; 

e )  Los  cementerios  deben  ser  circundados 
por  un  muro  que  tenga  por  lo  menos  2.50 
metros  de  alto ; 

f)  Los  cementerios  deben  ser  construidos 
en  la  parte  baja  de  las  poblaciones,  en  te¬ 
rrearos  de  naturaleza  friable,  permeable  y 
seca  y  en  el  cual  no  se  encuentre  roca  o 
terreno  que  no  se  puedan  romper  fácilmente, 
ni  se  alcancen  las  aguas  subterráneas  en  la 
época  en  que  su  nivel  sea  más  alto,  a  una 
profundidad  de  2.50  metros ; 

g)  Los  terrenos  para  cementerios  deben 
ser  provistos  de  canales  superficiales  para 
poder  alejar  pronto  las  aguas  meteóricas  y 
si  es  necesario  de  un  conveniente  drenaje 
subterráneo. 

Artículo  118. — La  cámara  mortuoria  debe 
ser  construida  a  inmediaciones  de  la  puerta 
principal  y  cerca  de  la  ha.bitación  del  cus¬ 
todio.  Deberá  estar  provista  de  los  mue¬ 
bles  necesarios  y  de  los  medios  para  dar  a 
conocer  fácilmente  posibles  señales  de  vida 
que  pudieran  observarse  en  las  cadáveres 
depositados. 

Artículo  119. — La  cámara  mortuoria  debe 
ser  alumbrada  y  ventilada  por  medio  de 
amplias  ventanas  que  comuniquen  directa¬ 
mente  con  el  exterior.  El  piso  y  las  pa¬ 
redes  deben  ser  revestidos  con  material  fá¬ 
cilmente  lavable  hasta  una  altura  de  1.50 
metros.  El  piso  debe  tener  el  desnivel  ne¬ 
cesario  para  facilitar  al  salida  de  las  aguas 
de  limpieza. 
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Artículo  120. — La  sala  de  autopsias  debe 
construirse  bajo  las  mismas  normas  que  la 
cámara  mortuoria.  En  el  lugar  mejor  alum¬ 
brado  de  esta  sala  se  debe  colocar  la  mesa 
para  autopsias.  Además,  debe  ser  provista 
de  agua  abundante. 

Artículo  121. — Los  osarios  deben  ser  sub¬ 
terráneos  y  consistir  en  una  cripta  destina¬ 
da  a  recoger  los  restos  que  se  exhumen. 
Deben  ser  construidos  sobre  terrenos  se- 
cos  y  su  capacidad  apropiada  a  las  necesi¬ 
dades  de  muchos  decenios.  Los  restos  co¬ 
locados  en  los  osarios  deben  quedar  subs¬ 
traídos  de  la  vista  del  público. 

Artículo  122. — Es  obligación  de  los  pro¬ 
pietarios  de  mausoleos  mantenerlos  en  es¬ 
tado  sólido  y  decoroso  a  su  respectiva  costa. 

Artículo  123. — Las  sepulturas  de  propie¬ 
dad  particular  abandonadas  por  descuido  o 
por  muerte  de  los  que  a  ellas  tengan  de¬ 
recho,  serán  removidas  por  la  Municipali¬ 
dad  cuando  presenten  peligro  para  el  pú¬ 
blico.  Los  materiales  que  provengan  de  es¬ 
tas  demoUciones,  sólo  podrán  emplearse  pa¬ 
ra  el  ornato  del  Cementerio,  siendo  absolu¬ 
tamente  prohibida  su  extracción. 

Artículo  124. — Las  fosas  para  inhumacio¬ 
nes  dehen  ser  individuales ;  solamente  en 
el  caso  de  madre  e  hijo  recién  nacido,  muer¬ 
tos  en  el  acto  del  parto,  puede  permitirse 
la  inhumación  en  la  misma  fosa.  o 

Artículo  125. — Las  fosas  para  las  inhuma¬ 
ciones  deben  ser  excavadas  hasta  2  metros 
de  profundidad  y  al  llenarlas  después  de 
la  inhumación,  se  procurará  siempre  que  la 
tierra  excavada  superficialmente  quede  in¬ 
mediata  al  féretro  y  la  excavada  profunda¬ 
mente  en  las  capas  superficiales. 

Articulo  126. — Las  fosas  para  inhumación 
de  cadáveres  de  personas  de  una  edad  ma¬ 
yor  de  siete  años,  deben  tener  en  la  parte 
más  profunda  (a  2  metros)  un  largo  de  1.80 
metros  y  deben  ser  separadas  unas  de  otras 
por  0.60  metros,  por  lo  menos.  De  manera 
que,  para  cada  puesto,  se  debe  calcular  una 
superficie  de  3.50  metros  cuadrados. 

Artículo  127. — Las  fosas  para  inhumación 
de  niños  que  tengan  menos  de  siete  años  de 
edad  deben  tener  en  la  parte  más  profun¬ 
da  (a  2  metros)  un  largo  de  1.50  metros, 
nn  ancho  de  0.50  metros  y  deben  ser  sepa¬ 
radas  unas  de  otras  por  0.50  metros.  De 
manera  que  para  cada  puesto  se  debe  calcu¬ 
lar  una  superficie  de  2  metros  cuadrados. 

Artículo  128. — El  área  para  sepulturas,  ne¬ 
cesaria  para  cada  año,  será  calculada  en 
proporción  de  40  puestos  para  niños  y  60 
para  adultos  por  cada  100  metros. 


Artículo  129. — Para  las  inhumaciones  or¬ 
dinarias  no  debe  permitirse  el  empleo  de 
cajas  de  metal  o  de  otro  material  que  impida 
la  pronta  descomposición. 

Artículo  130. — Los  nichos  deben  ser  exca¬ 
vados  en  roca  compacta  o  construidos  en 
buena  mampostería  revestida  internamen¬ 
te  con  cemento  y  cerrada  convenientemente. 
El  grueso  de  las  paredes  no  debe  ser  menor 
de  0.30  metros. 

Artícnlo  13k — Los  cadáveres  que  se  quie¬ 
ran  tumular  (nichos  o  mausoleos),  deben 
ser  encerrados  en  cajas  metáheas,  debida¬ 
mente  soldadas  a  fuego.  ^ 

Articulo  132. — En  los  cementerios  está 
autorizada  la  cremación  de  cadáveres.  Las 
Municipalidades  que  adopten  este  sistema 
deberán  levantar  el  ara  crematoria  dentro 
del  recinto  del  cementerio.  El  empleo  del 
ara  crematoria  debe  estar  bajo  la  vigilancia 
de  la  antoridad  municipal;  y  cada  crema¬ 
ción  debe  ser  dirigida  por  el  encargado  de 
la  empresa  que  ejercite  la  cremación  o  por 
el  empleado  municipal,  si  la  empresa  fuere 
municipal.  La  construcción  de  tales  cre¬ 
matorios  requiere  la  presentación  previa  de 
los  planos  a  la  Dirección  General  de  Sani¬ 
dad,  para  su  estudio  y  aprobación. 

Artículo  13i5[' — La  cremación  de  cadáveres 
debe  ser  autorizada  por  el  Registrador  Civil 
del  lugar  donde  se  verifique  el  fallecimien¬ 
to  y  previa  presentación  de  los  siguientes 
documentos : 

a)  Certificado  del  Médico  de  cabecera  que 
declare  la  naturaleza  de  la  enfermedad  que 
produjo  la  muerte  y  excluya  la  sospecha  de 
un  hecho  criminal; 

b )  Extracto  de  la  disposición  testamenta¬ 
ria  en  que  el  difunto  ordena  su  cremación; 
o  solicitnd  escrita  por  los  parientes  más 
próximos  en  que  expresen  tal  deseo. 

Artículo  134. — La  autoridad  sanitaria  po¬ 
drá  ordenar  la  cremación  de  cadáveres  cuan¬ 
do  haya  graves  razones  de  pública  necesi¬ 
dad.  En  dichos  casos,  siempre  se  exigirá  el 
certificado  médico  que  excluya  la  sospecha 
de  muerte  por  causa  criminal. 

Artículo  135. — Cuando  no  sea  posible  ob¬ 
tener  el  certificado  que  ordena  el  inciso  a 
del  artículo  133,  para  poder  verificar  una 
cremación  se  necesita  qne  sea  autorizada 
por  Juez  competente. 

Artículo  136. — Los  cadáveres  deben  ser 
colocados  sobre  el  ara  crematoria  encerrados 
en  su  caja  en  todos  los  casos. 

Articulo  137. — Ejecutada  la  cremación,  las 
cenizas  serán  cuidadosamente  recogidas  y 
colocadas  en  una  urna  cineraria.  Dichas 
urnas  deben  ser  hechas  con  un  material 
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resistente.  Las  urnas  cinerarias  pueden  ser 
depositadas  en  los  nichos,  en  las  sepulturas 
privadas  o  en  los  osarios. 

Articulo  138. — Las,  exhumaciones  se  con¬ 
sideran  como  ordinarias  y  extraordinarias. 
Las  exhumaciones  ordinarias  no  pueden  ha¬ 
cerse  antes  de  cuatro  años  para  las  inhu¬ 
maciones  verificadas  en  el  suelo ;  y  antes  de 
seis  años  para  los  enterramientos  verifica¬ 
dos  en  nichos.  Las  exhumaciones  extraordi¬ 
narias  pueden  tener  lugar  en  cualquier  tiem¬ 
po  toda  vez  que  sirvan  para  imrestigaciones 
de  carácter  judicial. 

Artículo  139. — Para  practicar  las  exhuma¬ 
ciones  ordinarias,  no  se  necesita  autoriza¬ 
ción  de  las  autoSdades  sanitarias.  Serán 
hechas  por  el  custodio  del  Cementerio,  bajo 
su  propia  responsabilidad  y  de  conformidad 
con  los  reglamentos  respectivos. 

Artículo  140. — Las  exhumaciones  extraor¬ 
dinarias  deben  ser  ordenadas  por  las  autori¬ 
dades  judiciales. 

Artículo  141, — El  acto  de  verificar  exhu¬ 
maciones  debe  ser  certificado  por  acta  le¬ 
vantada  en  dos  ejemplares  y  autorizada  por 
el  custodio  y  dos  testigos;  un  ejemplar  que¬ 
dará  en  el  archivo  del  cementerio  y  el  otro 
se  destina  al  archivo  municipal. 

Artículo  142. — En  las  excavaciones  que  se 
practiquen  para  exhumaciones  ordinarias, 
los  huesos  deben  ser  recogidos  para  de¬ 
positarse  en  el  osario,  siempre  que  los  deu¬ 
dos  que  tengan  derecho,  no  soliciten  reco¬ 
gerlos  y  depositarlos  en  urnas  particulares. 

Artículo  143. — Es  absolutamente  prohibi¬ 
do  hacer  exhumaciones  de  muertos  por  cau¬ 
sa  de  enfermedades  infecto-contagiosas :  vi¬ 
ruela,  escarlatina,  tifus  exantemático,  difte¬ 
ria,  cólera,  peste,  fiebre  amarilla  y  las  de¬ 
más  que  acuerde  la  Dirección  General  de 
Sanidad. 

Artículo  144.  —  Ningún  cementerio  que 
reúna  las  condiciones  indicadas  en  la  pre¬ 
sente  Ley,  puede  ser  clausurado  sino  por 
motivos  de  manifiesta  necesidad  de  higiene 
o  insuficiencia  por  la  extensión.  La  autori¬ 
zación  para  dicha  clausura  debe  ser  otorga¬ 
da  por  la  Dirección  General  de  Sanidad,  pre¬ 
via  la  investigación  correspondiente. 

Artículo  145. — El  terreno  de  un  cemente¬ 
rio  que  se  declare  clausurado,  debe  quedar, 
por  lo  menos,  durante  un  período  de  diez 
años,  sin  remoción  de  ninguna  especie,  ni 
puede  dedicarse  para  paseo  público  o  para 
cultivo.  Pero  la  Municipalidad  tiene  la 
obligación  de  proceder  a  su  limpieza,  perió¬ 
dicamente.  Después  de  este  período  de  diez 
años  y,  cuando  se  destine  a  construcción  o 
para  cultivos,  debe  ser  cuidadosamente  re¬ 
movido,  hasta  la  profundidad  de  dos  me¬ 


tros.  Los  huesos  que  se  encuentren  deben 
ser  llevados  al  osario  del  nuevo  cementerio 
o  incinerados. 

En  el  caso  de  que  en  el  Cementerio  que 
se  declare  clausurado  se  encuentren  sepul¬ 
tados  muertos  de  enfermedades  infecto-con- 
tagiosas,  el  período  de  tiempo  para  que  se 
pueda  emplear  el  terreno  para  construccio¬ 
nes  o  para  cultivos,  será  fijado  por  la  Di¬ 
rección  General  de  Sanidad,  la  cual  está 
facultada  para  prohibir  el  uso  de  ese  te¬ 
rreno  por  un  tiempo  indefinido. 

TITULO  XIV 
Indttsirias  insalubres 

Articulo  146. — Las  manufacturas  o  fábri¬ 
cas  que  producen  emanaciones  insalubres  o 
pueden  ser  en  cualquier  modo  peligrosas 
para  la  salud  de  los  vecinos,  se  dividen  en 
dos  clases.  La  primera  clase  comprende  las 
industrias  que  deberán  ser  aisladas  en  los 
campos,  ubicándolas  lejos  de  las  habitacio¬ 
nes  ;  la  segunda  comprende  las  que  requie¬ 
ren  especiales  cuidados  para  no  perjudicar 
al  vecindario. 

Artículo  147. — Las  fábricas  o  industrias 
que  pertenecen  a  la  primera  clase,  son  las 
siguientes ; 

Acido  clorhídrico  (fabricación)  ; 

Acido  nítrico  (fabricación)  ; 

Acido  pítrico  (fabricación; 

Acálo  sulfúrico  (fabricación)  ; 

Acido  sulfuroso  y  sulfitos  preparados  con 
gas  sulfuroso ;  calcinación  de  minerales  azu¬ 
frados  ; 

Acido  esteárico  (fabricación  por  medio  de 
destilación)  ; 

Albúmina  (fabricación)  ; 

Alumbre  (extracto  de  alumitos) ; 

Amido  (preparación  por  maceración)  ; 

Anilinas  (fabricación)  ; 

Arsénico  y  antimonio  (fabricación  de  los 
productos  de)  ; 

Asfalto  y  betún  (fabricación)  ; 

Azul  marino  (fabricación)  ; 

Alquitrán,  de  varios  orígenes  y  aceites  mi¬ 
nerales  ; 

Aceites  animales  (preparación  y  desti¬ 
lación)  ; 

Azufre  (fusión  y  destilación)  ; 

Acetatos  (industria  de  los)  ; 

Acido  acético  (purificación)  ; 

Acido  oxáltico  (fabricación)  ; 

Acido  solicílico  (fabricación)  ; 

Acido  Tartárico  (fabricación)  ; 

Anilina  (colores  de)  ; 

Alcohol  (destilación  y  fermentación  de 
los  cereales  y  tubérculos,  de  las  mieles  y 
azúcares) ; 
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Amido  (fabricación  con  medios  que  no 
sean  a  base  de  maceración)  ; 

Amoniaco  (fabricación)  ; 

Basuras  (depóisto  de)  ; 

Barnices,  grasas  (fábrica  de)  ; 

Bismutos  (sales  de)  ;  ' 

Cáñamo  lino  (maceración)  ; 

Carbón  animal ; 

Cloro,  cloruro  de  cal  seco  y  suelto  (fa¬ 
bricación)  ; 

Colas  animales ; 

Combustibles  moldeados,  ladrillos  píricos 
(fabricación)  ; 

Cuerdas  (fabricación  con  visceras  aní¬ 
males)  ; 

Cromo  (compuestos  de)  ; 

Cloruro  férrico ; 

Desechos  animales  (industria  de)  ; 

Fósforo  (fabricación)  ; 

Fósforos  (fabricación)  ; 

Grasas  (fusión  a  fuego  libre)  ; 

Guano  (depósitos)  ; 

Huesos  (depósitos)  ; 

Materias  fecales ; 

Mercurio  (fábrica  de  preparados  y  colo¬ 
res,  destilación,  torrefacción  de  los  mine¬ 
rales)  ; 

Minio  y,  litargírio  (tratamiento  de  los  mi¬ 
nerales  con  fuego) ; 

Naftalina  (depuración)  ; 

Negro  de  humo  (fabricación)  ; 
Nitro-bencina ; 

Plata  (desplatización  y  copelación)  ; 
Pergamino  animal  (fabricación)  ;  • 

Perfosfatos ; 

Sangre  (industria  de  los  productos)  ; 
Sebos ; 

Soda  (fabricación  por  el  método  Leblanc)  ; 
Tintas  de  imprenta  (fabricación). 

Las  fábricas  e  industrias  que  pertenecen 
a  la  segunda  clase,  son  las  siguientes : 

Azul  de  prusia  (fabricación); 

Blanco  de  cinc  (fabricación)  ; 

Blanoueo  con  hipocloritos  y  gas  sulfuroso; 
Beneficios  de  café; 

Cal  (fabricación)  ; 

Caracteres  de  imprenta  (fundición)  ; 
Cemento  (fabricación)  ; 

Cera  (fusión  y  depuración)  ; 

Cerveza  (fabricación)  ; 

China  (fabricación)  ; 

Doradura  y  plateadura  de  los  metales  (a 
fuego) ; 

Espejos  (plateadura  y  doradura  con  amal¬ 
gama)  ; 

Embarnizaduras  a  fuego  de  objetos  me¬ 
tálicos  : 

Fósforos  (depósitos)  ; 

Fundición  de  cobre,  latón,  hierro; 

Goma  y  hule  (fabricación)  : 

Gases  y  gases  carburados  (fabricación)  ; 


Hilanderías  de  algodón,  lino  y  cáñamo ; 

Jabones  (fabricación); 

Lana  sucia  y  crin  (lavaduras)  ; 

Lacas  (fabricación)  ; 

Lacre  (fusión  y  depuración)  ; 

Lozas  (fabricación)  ; 

Mercuriales  compuestos  (preparación)  ;  - 

Metalúrgicos  (establecimientos)  ; 

Perdigones  y  municiones  de  caza  (fabri¬ 
cación)  ; 

Pescado  (dtpósito  y  manufactura  de  sala¬ 
zones)  ; 

Papel  (fabricación)  ; 

Tenerías;  « 

Trapos  viejos  (separación  y  depósito)  ; 

Trituración  de  los  minerales; 

Tintorerías ; 

Tejidos  (fabricación)  ; 

Velas  (preparación  con  ácidos  grásicos, 
cera,  parafina,  etc)  ; 

Vidrieras ; 

Yeso  (fabricación)  ; 

Sombreros  (fabricación)  ; ' 

Artículo  148. — Para  establecer  nuevas  in¬ 
dustrias,  de  las  comprendidas  en  el  artículo 
anterior,  los  interesados  deben  sujetarse  a  lo 
dispuesto  por  la  presente  Ley,  y  pedir,  pre¬ 
viamente,  la  futorización  a  la  Dirección  Ge¬ 
neral  de  Sanidad,  presentando  los  proyec¬ 
tos  respectivos. 

Artículo  149. — Las  industrias  y  fábricas 
ya  existentes,  serán  clasificadas  por  la  Di¬ 
rección  General  de  Sanidad  y  los  dueños  de¬ 
berán  sujetarse  a  las  indicaciones  que  ésta 
dicté,  para  cada  caso,  con  el  objeto  de  evi¬ 
tar  perjuicios  a  los  vecinos. 

Artículo  150. — Sí  los  dueños  de  dichas  in¬ 
dustrias  o  fábricas  no  cumplieren  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  dentro  del 
tiempo  fijado  por  la  Dirección  General  de 
Sanidad,  esta  queda  facultada  para  acordar 
la  clausura  del  establecimiento. 

Artículo  151. — La  nómina  de  las  fábricas 
e  industrias  ya  existentes  y  clasificadas  se¬ 
gún  el  artículo  147,  será  publicado  en  el 
Diario  Oficial. 

Artículo  152. — Cuando  el  dueño  de  una 
industria  o  fábrica,  demuestre  que  por  pro¬ 
cedimientos  nuevos  o  por  especiales  cuida¬ 
dos,  el  ejercicio  de  su  industria  no  perju¬ 
dica  a  la  salud  de  los  vecinos,  el  Ministerio 
correspondiente  podrá  pemitir  la  construc¬ 
ción  de  un  edificio  industrial  comprendi¬ 
do  en  los  de  la  priipera  clase,  en  el  períme¬ 
tro  del  vecindario,  oyendo  previamente  el 
dictamen  de  la  Dirección  General  de  Sa¬ 
nidad. 
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TITULO  XV 

Planos  reguladores  de  poblaciones 

Artícuol  153. — Las  obras  de  ensanche,  re¬ 
ducción  y  restauración  de  los  agregados  ur¬ 
banos,  no  podrán  verificarse  sino  con  apro¬ 
bación  previa  de  la  Dirección  General  de 
Sanidad. 

Artículo  154. — Para  obtener  dicha  aproba¬ 
ción,  los  interesados  deben  presentar  a  la 
Dirección  General  de  Sanidad,®los  dibujos  y 
planos  elaborados,  con  el  fin  de  satisfacer 
los  preceptos  higiénicos  acerca  de  la  orienta¬ 
ción,  la  amplitud’y  la  estructura  de  las  ca¬ 
lles  y  de  las  plazas,  la  disposición  de  las 
obras  de  desagüe,  la  relación  entre  el  área 
edificable  y  la  que  se  debe  dejar  libre,  etc. 

Artículo  155. — Todas  las  Municipalidades 
están  obligadas  a  elaborar  un  plano  regula¬ 
dor  de  la  extensión  de  terreno  alrededor  del 
área  habitada  y  el  cual  crea  necesario  para 
un  ampliamiento  futuro. 

Este  plan  debe  ser  sometido  a  la  aproba¬ 
ción  de  la  Dirección  General  de  Sanidad.  Si 
en  el  futuro  fuere  necesario  extender  más 
el  plano  regulador,  para  un  posible  aumento 
de  población  o  para  otras  necesidades  de  la 
ciudad,  la  Dirección  General  de  Sanidad 
emitirá  su  dictamen  en  cada  caso  particular. 

Articulo  156. — Los  planos  reguladores  de¬ 
berán  tener  las  cotas  altimétricas  de  las  ca¬ 
lles  y  de  la  superficie  del  suelo  sobre  el  cual 
se  deba  edificar,  la  indicación  de  la  natura¬ 
leza  geológica  y  estratigráfica  del  subsuelo 
y  la  altura  máxima  que  puede  alcanzar  la 
capa  de  agua  subterránea  en  los  puntos  don¬ 
de  no  está  generalmente  a  una  profundidad 
menor  de  6  metros  en  los  terrenos  que  de¬ 
ban  sostener  los  cimientos.  Deberá  conte¬ 
ner,  además,  el  trazado  altimétrico  y  plani¬ 
métrico  de  los  colectores  primarios,  secun¬ 
darios  y  terciarios  de  las  cloacas,  si  éstas 
existen,  o  el  proyecto  de  su  construcción,  o 
los  medios  de  que  se  disponga  para  el  aleja¬ 
miento  de  la  excreta;  así  como  también  el 
de  las  derivaciones  principales  y  secundarias 
de  los  conductos  de  agua  potable. 

Artículo  157. — La  superficie  del  suelo  des¬ 
tinada  en  el  plano  regulador  para  la  cons¬ 
trucción  de  edificios,  no  debe  ser  nunca  ma¬ 
yor  del  doble  de  la  que  se  destina  para  pla¬ 
zas  y  calles. 


Artículo  158. — De  toda  área  sobre  la  cual 
se  puede  edificar,  será  trazado  previamente 
su  perímetro,  el  cual  nunca  debe  sobrepa¬ 
sarse  ;  será  indicado,  además,  el  valor  de  la 
relación  entre  la  parte  de  esta  área  sobre  la 
cual  se  puede  edificar  y  el  área  total.  Dicho 
valor  nunca  debe  sobrepasar  de  las  dos  ter¬ 
ceras  partes. 

Articulo  159. — La  tercera  parte  o  más  que 
se  deje  libre,  debe  emplearse  como  patío 
interior  o  como  jardín  exterior. 

Artículo  160. — Para  la  orientación  de  las 
calles,  en  lo  general,  deben  preferirse  las 
direcciones  Norte,  Sur  y  Este  Oeste.  Se 
debe  tener  en  cuenta  la  dirección  de  los 
vientos  dominantes  para  favorecer  en  las 
calles  la  ventilación  natural  y  defenderlas, 
hasta  donde  sea  posible,  de  corrientes  fuer¬ 
tes  o  frías  o  de  aire  malsano. 

Artículo  161. — En  los  grupos  urbanos,  con 
una  población  no  mayor  de  10,000  vecinos, 
las  calles  deben  tener  un  ancho  no  menor  de 
7  metros  y  las  arterias  principales,  un  ancho 
no  menor  de  10  metros. 

En  las  ciudades,  con  una  población  com¬ 
prendida  entre  10,000  y  30,000  habitantes, 
las  calles  tendrán  el  siguinete  ancho :  las  se¬ 
cundarias  10  metros ;  las  principales  15 
metros. 

En  las  ciudades,  con  una  población  ma¬ 
yor  de  30,000  habitantes,  el  ancho  de  las  ca¬ 
lles  será:  para  las  secundarias,  15  metros; 
para  las  principales,  20  metros. 

Las  dos  quintas  partes  del  ancho  de  las 
calles  serán  destinadas  a  aceras ;  una  para 
cada  lado. 

Artículo  162. — Todas  las  calles  de  los  cen¬ 
tros  urbanos  deben  ser  pavimentados  con 
material  impermeable,  que  no  se  contamine 
fácilmente  y  que  permita  su  limpieza  rápida. 

Artículo  163. — Todas  las  plazas,  calles  y 
demás  sitios  públicos  deben  ser  provistos 
de  los  desniveles  necesarios  para  el  fácil  y 
pronto  derrame  de  las  aguas  meteóricas,  ya 
sea  por  medios  superficales  o  por  medio 
de  canales  en  el  subsuelo. 

Artículo  164. — La  limpieza  de  las  calles, 
plazas  y  demás  sitios  públicos  es  de  la  in¬ 
cumbencia  de  las  Municipalidades. 


220 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


TITULO  XVI 

Atribuciones  especiales  de  la  Dirección 
General  de  Sanidad 

Artículo  165. — La  Dirección  General  de 
Sanidad  está  ampliamente  facultada  para 
dictar,  dentro  del  margen  de  esta  Ley  y  de 
las  atribuciones  y  funciones  que  determina 
el  Decreto  legislativo  Número  1607,  en  su 
caso,  todas  las  medidas  que  juzgue  necesa¬ 
rias  a  la  defensa  de  la  salud  pública  y  que 
sean  convenientes  al  debido  cumplimiento 
de  sus  funciones. 

Artículo  166. — El  Poder  Ejecutivo  queda 
facultado  para  hacer  las  reglamentaciones 
de  esta  Ley. 

Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y 
cumplimiento. 


Dado  en  el  Salón  de  Sesiones  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa :  en  Guatemala,  a  treinta  y 
uno  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta. 

JUAN  J.  ORTEGA, 

Presidente. 

FEDERICO  CARBONELL  R., 

Secretario. 

RAMON  CALDERON, 

t  Secretario. 

Casa  del  Gobierno :  Guatemala,  siete  de 
junio  de  mil  novecientos  íreinta. 

Publíquese  y  cúmplase. 

L.  CHACON. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

R.  E.  SANDOVAL. 
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SEICCIOM  DE  ESTADISTICA 

CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL 

MES  DE  JULIO  DE  1930 


(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

93 

3 

0 

96 

Sala  Corte  de  Apelaciones . 

S7 

21 

0 

108 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

68 

24 

2 

94 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones . . 

48 

3 

0 

51 

Sala  4^^  de  la  Corte  de’Apelaciones . . . 

108 

33 

7 

148 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

50 

15 

3 

68 

Sala  6^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

117 

6 

1 

124 

Juzgado  de  Instancia  de  Guatemala . 

.518 

358 

32 

908 

Juzgado  2”  de  Instancia  de  Guatemala . 

863 

565 

31 

1 ,459 

Juzgado  3^  de  Instancia  de  Guatemala . 

290 

211 

7 

508 

Juzgado  de  1*^  Instancia  de  Amatitlán . 

76 

43 

2 

121 

Juzgado  de  V¡-  Instancia  de  Escuintla . 

1.50 

88 

3 

241 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez . 

81 

68 

3 

152 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango . 

117 

71 

11 

199 

Juzgado  de  1*^  Instancia  de  la  Baja  Verapaz . 

1Ü9 

34 

3 

146 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Alta  Verapaz . 

70 

94 

2 

166 

Juzgado  de  1*^  Instancia  del  Fetén . 

28 

10 

0 

38 

Juzgado  de  Instancia  de  Suchitepéquez . 

56 

26 

3 

85 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Retalhuleu . 

109 

70 

2 

181 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá . 

113 

49 

5 

167 

Juzgado  de  1’-^  Instancia  de  Guezaltenango . 

204 

166 

3 

373 

Juzgado  2°  de  1'^  Instancia  de  Quezaltenango . 

104 

114 

2 

220 

Jugzado  3°  de  1’-^  Instancia  de  guezaltenango. . 

82 

44 

3 

129 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicaiién . 

51 

47 

0 

98 

Juzgado  de  Instancia  de  San  Marcos . . . 

Gü 

93 

2 

1 55 

Juzgado  de  I*?-  Instancia  de  Iluehuetenango . 

148 

89  ■ 

3 

240 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiche . 

75 

90 

4 

169 

Juzgado  de  Instancia  de  Izabal . 5 . 

105 

88 

1 

194 

Juzgado  de  Instancia  de  Zacíipa . 

128 

54 

1 

183 

Juzgado  de  I'*-  Instancia  de  Chiquimula . 

107 

11 

3 

121 

Juzgado  de  1*^  Instancia  de  Jalapa . 

11 

72 

3 

86 

Juzgado  de  1'-^  Instancia  de  Jutiapa . 

81 

27 

3 

111 

Juzgado  de  I'-''  Instancia  de  Santa  Rosa . 

28 

15 

1 

44 

Juzgado  de  instancia  de  El  Progreso . 

125 

98 

0 

223 

Juzgado  de  Instancia  de  Asunción  Mita . 

246 

143 

3 

392 

Juzgado  de  Instancia  de  Coatepeciue . 

112 

30 

1 

143 

Juzgado  de  1’^  Instancia  de  Chiquimulilla . 

94 

50 

1 

145 

Totales . 

4,912 

3,023 

151 

8,086 

La  Sala  40  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  durante 
el  presente  mes. 

El  Juzgado  de  10  Instancia  del  ramo  civil  de  la  capital  que  dictó  mayor  número  de  sentencias,  fué  el  I? 
a  cargo  del  Licenciado  Oscar  Zeceña. 

El  Juzgado  de  10  Instancia  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictó 
durante  el  mes,  fué  el  de  Chimaltenango  a  cargo  del  Licenciado  José  María  Moscoso. 


Secretaría  de  la  Corte  Suijreraa  de  Justicia;  Guatemala,  julio  de  1930. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL 

MES  DE  JULIO  DE  1930 


(RAMO  CRIMINAL) 


.  TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Total 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

f69 

32 

6 

207 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones . . 

71 

29 

50 

150 

Sala  2‘^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

73 

23 

34 

117 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

60 

18 

25 

103 

Sala  4^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

121 

37  ( 

33 

191 

Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

115 

96 

43 

254 

Sala  6‘^  de  la  Corte  de  Apelacione.® . 

16S 

38 

35 

241 

íuzgado  4'-’  de  1^  Instancia  de  Guatemala . 

442 

178 

21 

651 

Juzgado  5°  de  1'-^  Instancia  de  Guatemala . .' . 

502 

329 

20 

851 

Juzgado  6°  de  Instancia  de  Guatemala . 

487 

102 

20 

609 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán . 

354 

96 

3 

453 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla . 

296 

163 

13 

472 

Juzgado  de  1*^  Instancia  de  Sacatepéquez . 

363 

165 

11 

539 

Juzgado  de  Instancia  de  Chimaltenango . 

405 

45 

21 

471 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Baja  Yerapaz . 

313 

60 

4 

377 

Juzgado  de  Instancia  de  Alta  Yerapaz . 

133 

68 

5 

206 

Juzgado  de  Instancia  del  Fetén . 

50 

25 

1 

76 

Juzgado  de  !?•  Instancia  de  Suchitepéquez . 

414 

121 

11 

046 

Juzgado  de  Instancia  de  Retalhuleu . 

116 

74 

9. 

199 

Juzgado  de  Instancia  de  Sololá . 

612 

143 

5 

760 

Juzgado  1*?  de  Instancia  de  Quezaltenango . 

269 

88 

4 

361 

Juzgado  2^  de  1^  Instancia  de  Quezaltenango . 

91 

SO 

5 

176 

Juzgado  3®  de  Instancia  de  Quezaltenango . 

58 

101 

14 

173 

Juzgado  de  Instancia  de  Totonicapán . 

3S1 

84 

7 

572 

Juzgado  de  Instancia  de  San  Marcos . 

1,.^5 

267 

5 

1,657 

Juzgado  de  Instancia  de  Huehuetenango . 

634 

162 

14 

810 

Juzgado  de  Instancia  del  Quiché . 

795 

96 

8 

899 

Juzgado  de  Instancia  de  Izabal . ^ . 

290 

189 

4 

583 

Juzgado  de  Instancia  de  Zacapa . 

423 

84 

10 

517 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  Chiquimula . 

408 

104 

9 

421 

Juzgado  de  Instancia  de  Jalapa . 

305 

52 

10 

367 

Juzgado  de  Instancia  de'jutiapa . .< . 

479 

132 

16 

627 

Juzgado  de  Instancia  de  Santa  Rosa . 

319 

60 

7 

386 

Juzgado  de  Instancia  de  El  Progreso . 

270 

86 

1 

357 

(uzgado  de  Instancia  de  Asunción  Mita . 

289 

153 

6 

448 

juzgado  de  Instancia  de  Coatepeque . 

204 

26 

10 

240 

Juzgado  de  Instancia  de  Chiquimulilla . 

311 

79 

2 

392 

Totales . 

12,175 

3,685 

502 

16,362 

La  Sala  5^  de  la  Corte  de  Apelaciones  diotó  el  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal,  durante 
el  presente  mes. 

El  Juzgado  de  Instancia  del  ramo  criminal  de  la  capital  que  dictó  mayor  número  de  sentencias  fué 
el  4*?  a  cargo  del  Licenciado  don  Luis  Felipe  Rosales.  • 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó 
durante  el  mes,  fud  el  de  Chimaltenango,  a  cargo  del  Licenciado  don  José  María  Moscoso. 


Secretaria  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  julio  de  1930. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


223 


CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE  EL  MES  DE  AGOSTO  DE  1930 

(RAMO  CIVIL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

Total 

62 

8 

9 

72 

68 

102 

30 

142 

67 

89 

725 

4-8 

14 

6 

23 

2 

24 

4 

0 

106 

33 

3 

28 

37 

2 

81 

1 

389 

311 

25 

684 

407 

22 

1,113 

486 

173 

174 

258 

224 

4 

116 

57 

0 

122 

51 

1 

73 

56 

1 

130 

132 

111 

88 

38 

156 

178 

105 

27 

0 

H3 

26 

2 

40 

46 

2 

25 

12 

1 

119 

31 

6 

105 

68 

ñ 

197 

27 

1 

225 

371 

217 

154 

0 

113 

89 

0 

202 

108 

40 

1 

149 

94 

52 

39 

3 

112 

90 

1 

203 

1,075 

152 

187 

81 

7 

62 

89 

1 

175 

100 

2 

277 

131 

86 

44 

1 

1  oo 

14 

2 

138 

61 

54 

1 

116 

99 

29 

1 

129 

68 

51 

17 

0 

118 

90 

0 

218 

466 

282 

182 

2 

105 

29 

0 

134 

99 

54 

1 

154 

4,791 

2,664 

72 

7,527 

La  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil,  durante  el 
presente  mes. 

El  Juzgado  de  Instancia  del  ramo  civil  de  la  capital  que  dictó  ma3’or  número  de  sentencias,  fué  el  1° 
a  cargo  del  Licenciado  don  Oscar  Zeceña. 

El  Juzgado  de  1'*^  Instancia  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  civil  dictó 
durante  el  mes,  fué  el  de  Huehuetenango,  a  cargo  del  Licenciado  don  Jesús  Unda  Miirillo. 


Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia:  Guatemala,  agosto  de  1930. 
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CUADRO  ESTADISTICO 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA,  DURANTE  EL 

MES  DE  AGOSTO  DE  1930 


(RAMO  CRIMINAL) 


TRIBUNALES 

Decretos 

Autos 

Sentencias 

TOTALES 

Corte  Suprema  de  Justicia . 

13fe 

35 

7 

181 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

50 

29 

40 

119 

Sala  2^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

86 

23 

31 

140 

Sala  3^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

58 

14 

24 

96 

Sala  4-^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

43 

,  33 

167 

Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones . . . e.. 

104 

84 

46 

234 

Sala  6'.^  de  la  Corte  de  Apelaciones . 

186 

41 

31 

258 

Juzgado  4-'?  de  Instancia  de  Guatemala . 

397 

171 

17 

595 

Juzgadíí  5*?  de  I*-*-  Instancia  de  Guatemala . 

529 

427 

20 

976 

Juzgado  09  de  l?-  Instancia  de  Guatemala . 

303 

115 

21 

439 

Juzgado  de  Instancia  de  Amatitlán . 

488 

126 

4 

616 

Juzgado  de  Instancia  de  Escuintla . 

291 

160 

14 

465 

Juzgado  de  Instancia  de  Sacatepéquez . 

436 

132 

5 

473 

Juzgado  de  Instancia  de  Cliimaltenango . 

340 

65 

2 

407 

Juzgado  de  Instancia  de  la  Baja  Yerapaz . 

Juzgado  de  1^  Instancia  de  la  Alta  Verapaz . 

286 

05 

7 

358 

45 

84 

9 

138 

Juzgado  de  1^  Instancia  del  Fetén . 

80 

22 

5 

107 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Suchitepéquez .  ..... 

■411 

149 

13 

573 

juzgado  de  19  Instancia  de  Retalhuleu . 

116 

78 

3 

197 

juzgado  de  19  Instancia  de  Sololá . 

518 

137 

8 

663 

Juzgado  19  de  19  Instancia  de  Quezaltenango . 

227 

99 

9 

335 

juzgado  29  de  19  Instancia  de  Quezaltenango . 

113 

71 

9 

193 

Juzgado  39  de  19  Instancia  de  Quezaltenango . 

120 

88 

8 

216 

Juzgado  de  19  Instancia  de  Totonicapán . 

402 

93 

3 

498 

juzgado  de  19  Instancia  de  San  Marcos . 

155 

10 

986 

juzgado  de  19  Instancia  de  Hueliuetenango . 

483 

139 

10 

632 

Juzgado  de  19  Instancia  del  Quiché . 

940 

87 

12 

1,039 

juzgado  de  19  Instancia  de  Izabal . . . 

250 

200 

6 

456 

jiizgado  de  19  Instancia  de  Zacapa . . 

368 

105 

8 

481 

juzgado  de  19  Instancia  de  Cliiquimula . 

351 

83 

7 

441 

juzgado  de  19  Instancia  de  jalapa . ' . 

491 

39 

12 

544 

juzgado  de  Instancia  de  jutiapa . 

495 

122 

10 

627 

juzgado  de  19  Instancia  de  Santa  Rosa . 

317 

58 

13 

388 

juzgado  de  19  Instancia  de  El  Progreso . 

273 

89 

4 

366 

juzgado  de  1?  Instancia  de  Asunción  Mita . 

278 

205 

2 

485 

juzgado  de  19  Instancia  de  Coatepeque . 

182 

43 

3 

228 

Juzgado  de  Instancia  de  Cliiquimulilla . 

300 

113 

5 

418 

Totales . 

11,365 

3,789 

471 

15,625 

La  Sala  5*^  de  la  Corte  de  Apelaciones  dictó  el  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  durante 
el  presente  mes. 

El  Juzgado  de  Instancia,  del  ramo  criminal  de  la  capital,  que  dictó  mayor  número  de  sentencias, 
fué  el  6*?,  a  cargo  del  Licenciado  don  Carlos  Girón  Zirión. 

El  Juzgado  de  Instancia  departamental  que  mayor  número  de  sentencias  del  ramo  criminal  dictó 
durante  el  mes,  fue  el  de  Escuintla,  a  cargo  del  Licenciado  don  Humberto  Robles. 


Secretaría  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  agosto  de  1930. 
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PRINCIPALES  FUNCIONARIOS  DEL 
PODER  JUDICIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Corte  Suprema  de  Justicia 

Presidente,  Licenciado  don  José  A.  Medrano,  12 
Avenida  Sur,  número  20. 

Magistrado,  Licenciado  don  Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res,  Callejón  del  Colegio,  número  2. 

Magistrado,  Licenciado  don  José  Serrano  Muñoz, 
Callejón  Normal,  16. 

Magistrado,  Licenciado  don  Abel  Paredes,  4”^  Ave¬ 
nida  Sur,  número  6^ 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Francisco  Ro¬ 
dríguez,  7^^  Avenida  Norte,  N’  71. 

Secretario,  Licenciado  don  Alfredo  Valle  Calvo, 
Avenida  Central,  número  86. 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Carlos  Castellanos  R., 
6“^  Calle  Poniente,  N*^  31. 

Magistrado,  Licenciado  don  Francisco  Menéndez 
B.,  11  Calle  Oriente,  N’  28. 

Magistrado,  Licenciado  don  Antonio  F.  Aguirre, 
1’  Calle  Oriente,  N’  42^ 

Fiscal,  Licenciado  don  Alfonso  Hernández  Po- 
(anco,  13  Calle  Oriente,  número  41. 

Procurador,  Licenciado  don  Manuel  Franco  R., 
18  Calle  Oriente. 

Secretario,  Licenciado  don  Antonio  Rivera  A.,  12 
Calle  Poniente,  N’  33. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Daniel  Menéndez  A., 
4'^  Avenida  Norte,  número  8. 

Magistrado,  Licenciado  don  Guillermo  Sáenz  de 
Tejada,  11  Avenida  Sur,  número  101. 

Magistrado,  Licenciado  don  Alberto  Argueta  S., 
Calle  Matamoros,  número  24. 

Fiscal,  Licenciado  don  Avelino  F.  Mariscal,  9’ 
Calle  Poniente,  número  2. 

Procurador,  Licenciado  don  Héctor  Villagrán,  Ca¬ 
llejón  Concordia,  número  15. 

Secretario,  Licenciado  don  Juan  Fernández  Cór¬ 
doba,  9^^  Avenida  Sur,  número  88. 


Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  David  Pivaral,  Ca¬ 
llejón  Variedades,  número  14. 

Magistrado,  Licenciado  don  Fidencio  Duque,  8^ 
Calle  Oriente,  número  58. 

Magistrado,  Licenciado  don  Juan  Córdoba  Cerna, 
15  Calle  Oriente,  N’  56. 

Fiscal,  Licenciado  don  Filadelfo  de  León,  4’  Ave¬ 
nida  Sur,  N*^  70. 

Procurador,  Licenciado  don  Leopoldo  Rosales, 
Avenida  Central,  número  78. 

Secretario,  Licenciado  don  Fernando  Orellana,  h., 
4?  Avenida  Sur,  número  92. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Isaías  Penalonzo. 
Magistrado,  Licenciado  don  Max.  Palomo  M. 
Magistrado,  Licenciado  don  Angel  Cuevas  del  Cid. 
Fiscal,  Licenciado  don  Abraham  Bustamante. 
Procurador,  Licenciado  don  Enrique  Rodríguez  M. 
Secret,ario,  don  Ernesto  Flores. 


Sala  Quinta  déla  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Javier  Ramos  O. 
Magistrado,  Licenciado  don  Lázaro  Valdés. 
Magistrado  Licenciado  don  Efraín  Peñalva. 

Fiscal,  Licenciado  don  Daniel  Arellano. 
Procurador,  Licenciado  don  Emilio  Solís.  (In¬ 
terino). 

Secretario,  don  Francisco  Guerra  y  Guerra. 


Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Presidente,  Licenciado  don  Francisco  Rodríguez. 
Magistrado,  Licenciado  don  J.  Lorenzo  Hurtado  P 
Magistrado,  Licenciado  don  Daniel  Escalante. 
Fiscal,  Licenciado  don  Manuel  A.  Núñez. 
Procurador,  Licenciado  don  Francisco  Delgadillo 
Zamora. 

Secretario,  don  A.  Chacón  B. 

Magistrados  Suplentes  de  la  Corte  de  Apelaciones 

j 

De  la  Sala  1’,  Licenciado  don  José  María  Cumes. 
De  la  Sala  1”,  Licenciado  don  José  Lara. 

De  la  Sala  2",  Licenciado  don  Federico  O.  Salazar 
De  la  Sala  2-,  Licenciado  don  Ernesto  Viterí. 

De  la  Sala  3'^  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey. 
De  la  Sala  3’,  Licenciado  don  Federico  Salazar. 
De  la  Sala  4-,  Licenciado  don  Luis  F.  Molina. 

De  la  Sala  4^,  Licenciado  don  Filadelfo  Fuentes. 
De  la  Sala  5’,  Licenciado  don  Silvano  Duarte. 

De  la  Sala  5’  Licenciado  don  Antonio  Castañeda, 
De  la  Sala  6",  Licenciado  don  Juan  C.  Alvarado, 
De  la  Sala  6’,  Licenciado  don  Eulogio  González. 

Jueces  de  Primera  Instancia  de  la  capital 

Juez  1’,  Licenciado  don  Oscar  Zeceña,  2^  Calle 
Poniente,  N*?  23. 

Juez  2’,  Licenciado  don  Alberto  C.  Camey.  1*  Ca¬ 
lle  Oriente,  Jocotenango,  número  4. 

Juez  3^,  Licenciado  don  Luis  'Arturo  González, 
11  Avenida  Norte,  N'?  35A. 

Juez  4^  Licenciado  don  Luis  Felipe  Rosales. 

Juez  5^  Licenciado  don  Alfonso  Cifuentcs  Soto. 
Juez  6®.  Licenciado  don  Carlos  Girón  Z.,  9-  Calle 
Oriente,  N"  27. 

Funcionarios  Militares  de  la  capital 

Comandante  de  Armas,  General  e  Ingeniero  don 
Enrique  Haeussler. 

Auditor  de  Guerra  del  departamento  de  Gua¬ 
temala,  Licenciado  don  José  Luis  Lemus. 
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JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE 
LOS  DEPARTAMENTOS 


Juez  de  Amatitlán,  Licenciado  don  Eduardo  Ri¬ 
vera. 

Juez  de  la  Alta  Verapaz,  Licenciado  don  J.  Octavio 
Martínez  M. 

Juez  de  la  Baja  Verapaz,  Licenciado  don  José 
Luis  Quiñónez. 

Juez  de  Chimaltenango,  Licenciado  don  José  Ma¬ 
ría  Moscoso. 

Juez  de  Chiquimula,  Licenciado  don  Maximiliauo 
García. 

Juez  de  Escuintla,  Licenciado  don  Humberto 
Robles. 

Juez  de  Huehuetenango,  Licenciado  don  Jesús 
linda  Murillo. 

Juez  de  Izabal,  Licenciado  don  Manuel  Oré- 
llana,  h. 

Juez  de  Jalapa,  Licenciado  don  Pablo  Torselli. 

Juez  de  Jutiapa,  Licenciado  don  Antonio  Casta¬ 
ñeda. 

Juez  del  Fetén,  Licenciado  don  Gilberto  Juárez. 

Juez  del  Quiché,  Licenciado  don  Virgilio  Alvarez. 

Juez  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  Augus¬ 
to  Linares  Letona. 

Juez  2^  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Vicente  Rodríguez. 


Juez  3°  de  Quezaltenango,  Licenciado  don  José 
Dionisio  Palacios. 

Juez  de  Retalhuleu,  Licenciado  don  M.  Alfre¬ 
do  Gil. 

Juez  de  Sacatepéquez,  Licenciado  don  Manuel 
J.  Vásquez.  ^ 

Juez  de  Suchitepéquez,  Licenciado  don  Gustavo 
Rodríguez  M. 

Juez  de  Sololá,  Licenciado  don  J.  César  Mar¬ 
tínez  Perales. 

Juez  de  San  Marcos,  Licenciado  don  J.  Joaquín 
Palma. 

Juez  de  Santa  Rosa,  Licenciado  don  J.  Liberato 
Valdés. 

Juez  de  Totonícapán,  Licenciado  don  José  Lean¬ 
dro  Rodas. 

Juez  de  Zacapa,  Licenciado  don  José  I.  Cabrera. 

Juez  de  El  Progreso,  Licenciado  don  Pedro  Con- 
tenti,  h. 

Juez  de  Coatepeque,  Licenciado  don  J.  Miguel 
Herrera. 

Juez  de  Chiquiraulilla,  Licenciado  don  Arturo  E. 
Centeno. 

Juez  de  Asunción  Mita,  Licenciado  don  Carlos  B. 
Rivera. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 


Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1’  y  6'' 'de  Guatemala  y  Juzgados  de 
1’  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de  Amati¬ 
tlán.  Peten,  Santa  Rosa  y  Baja  Verapaz;  y  Juzga¬ 
do  Territorial  de  Chiquimulilla. 

Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  2’  y  A'’  de  1’  Instancia  de  Guatemala 
y  Juzgados  de  1’  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Chimaltenango,  Alta  Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  3’  y  5’  de  1’  Instancia  de  Guatemala, 
Comandancias  de  Armas  de  Guatemala,  Juzgado 
de  1’  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  Sa¬ 
catepéquez;  y  Juzgado  Territorial  de  El  Progreso. 


Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  1',  2'  y  S’  de  1’  Instancia  y  Comandan¬ 
cias  de  Armas  de  Quezaltenango  y  Juzgado|  de  1' 
Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de  San  Mar¬ 
cos  y  Retalhuleu;  y  Juzgado  Territorial  de  Coa¬ 
tepeque. 

Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Jalapa,  Jutiapa,  Chiquimula,  Zacapa  e  Iza- 
bal,  y  Juzgado  Territorial  de  Asunción  Mita. 

Sala  Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones 

Juzgados  de  1’  Instancia  y  Comandancias  de  Ar¬ 
mas  de  Totonicapán,  Sololá,  Quiché,  Huehuetenan- 
go  y  Suchitepéquez. 
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CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPUBLICA 


Vocales  Militares  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Propietarios :  Generales  de  División  don  Ramón 
Alvarado  S.,  y  don  Mauro  de  León  R. 

Suplentes:  Generales  de  División  don  J.  Víctor 
Mejía  y  don  Aurelio  F.  Rocinos. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Primera,  Segunda  y  Tercera 
de  Apelaciones  ^ 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Doroteo  R. 
Monterroso. 

Propietario,  General  de  Brigada  don  Ramón 
Corzantes  M. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Manuel 
Orcllana. 

Suplente,  General  de  Brigada  don  Adrián  de  León. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Augusto  Rodríguez. 
Prorietarío,  Coronel  don  Víctor  M.  Alegría. 


Suplente,  Teniente  Coronel  don  Donato  A. 
González. 

Suplente,  Teniente  Coronel  don  Daniel  Mazariegos. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Valeriano  Aquino. 
Propietario,  Coronel  don  Gregorio  Barrientes. 
Suplente,  Coronel  don  Fernando  Cruz. 

Suplente,  Comandante  don  Bernado  Gudiel. 

Vocales  Militares  de  la  Sala  Sexta  de  Apelaciones 

Propietario,  Coronel  don  Manuel  R.  Espada. 
Propietario,  Teniente  Coronel  don  Enrique  F. 
Cruz, 

Suplente,  Coronel  don  Ramón  Peñalonzo. 
Suplente,  Comandante  don  Daniel  P.  Camey. 


Em|)leados  Especiales  del  Poder  Judicial 

Receptor  de  Fondos  Judiciales,  don  Francisco  Ci- 
fuentes  Pontaza.  Bibliotecario,  Bachiller  don  Miguel 
A.  Alvarado,  h. 


PERMANENTE 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  está  dis¬ 
puesta  a  atender  las  indicacioríes  que  haga 
la  prensa  seria,  acerca  de  los  medios  que 
puedan  emplearse  para  el  progresivo  me¬ 
joramiento  de  la  administración  de  justi¬ 
cia;  despachará  toda  queja  o  denuncia  que 
se  le  presente  centra  las  autoridades  cuya 


conducta  oficial  está  llamada  a  vigilar,  y,  en 
consecuencia,  espera  que  la  prensa  honra¬ 
da,  imparcial  y  patrióticamente  intenciona¬ 
da,  c-jncrete,  lo  más  que  le  sea  posible,  los 
hechos  y  las  personas  contra  las  cuales  pro¬ 
ceda  hacerse  una  investigación,  porque  de 
lo  contrario  ésta  resultaria  infructuosa 
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